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DEDICATORIA 

A mis abuelos.  
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El error consistió 

en creer que la tierra era nuestra 

cuando la verdad de las cosas 

es que nosotros somos de la tierra. 

(Nicanor Parra)  
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RESUMEN 

 

 La presente Memoria tiene por objeto analizar el procedimiento administrativo 

iniciado en nuestro país conocido como la “Licitación del litio en Chile”  llevada a 

cabo durante el año 2012, el cual tenía por objeto fortalecer la industria de dicho 

mineral haciéndola más competitiva a nivel mundial.  

 Para lograr lo anterior se han analizado de manera crítica las bases de 

licitación como asimismo todos los documentos relevantes por medios de los cuales 

la Administración fundó su decisión final de invalidar todo el procedimiento y no 

aceptar ninguna de las ofertas.  

 Los antecedentes anteriores para desarrollar el presente trabajo se obtuvieron 

mediante solicitud realizada por este memorista a través de la Ley de Acceso a la 

Información Pública (Ley Nº 20.285), junto con abundante jurisprudencia tanto 

administrativa como judicial, todo ello contrastado con explicaciones doctrinales en 

base a nuestro derecho nacional.  
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INTRODUCCIÓN 

 

 El trabajo que a continuación se presenta al lector, tiene por objeto 

analizar exhaustivamente el procedimiento administrativo iniciado a comienzos 

del año 2012 en nuestro país, por medio del cual el Estado de Chile a través del 

Ministerio de Minería llamó a una licitación pública para la suscripción de un 

Contrato Especial de Operación del Litio (CEOL), con el objeto de fortalecer la 

industria de dicho mineral haciéndola más competitiva a nivel mundial.  

 Las razones principales que motivaron la elección del tema dicen relación 

primero que todo, con la importancia que el litio tiene para nuestro país en el 

desarrollo de su industria, siendo conocido a nivel mundial como “el mineral del 

futuro”. La segunda razón se debe al gran número de aristas que han surgido 

con ocasión de la llamada “Licitación del Litio”. En efecto, existen controversias 

al respecto tanto en sede civil, penal, política, administrativa, tributaria, entre 

otras, con algunos procesos aún pendientes por resolver, lo que demuestra la 

riqueza jurídica que el presente caso ha aportado a nuestro derecho. En este 

sentido se ha optado por el análisis exclusivamente de la licitación en cuanto 

procedimiento administrativo, que es el centro y origen de todos los demás 

procesos que se han desarrollado en torno a éste.   
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 Para el análisis jurídico de este procedimiento, el presente trabajo se ha 

dividido en tres capítulos: 

 El primero de ellos busca analizar y explicar la calificación jurídica que 

tiene la llamada “convocatoria” como acto administrativo inicial de toda licitación 

pública. Asimismo, se analiza detalladamente la formación del consentimiento 

en este tipo de procedimiento.  En el presente capítulo se estudian también las 

razones legales que puedan llevar a la Administración a invalidar o revocar una 

licitación y las limitantes jurídicas contra dichas decisiones.  

 El segundo capítulo tiene por objeto explicar y analizar jurídicamente  la 

admisibilidad o no de incluir en una convocatoria cláusulas (llamadas también 

disclaimers) que autoricen a la Autoridad a no aceptar las ofertas, a declarar 

desierto un concurso o a no adjudicar por determinadas razones o incluso, sin 

expresión de causa. Explicado lo anterior, se analizan de manera crítica dichas 

estipulaciones que contenía la Convocatoria en la presente licitación del litio.  

 El tercer capítulo y final de la presente Memoria está dedicado a analizar 

de manera exclusiva la licitación pública llevada a cabo  a inicios del año 2012 

en nuestro país para la suscripción de un contrato especial de operación para la 

exploración, explotación y beneficio de yacimientos de litio (CEOL). En este 

capítulo se  responde a la interrogante si la Administración se encontraba 

obligada o no a adjudicar al mejor oferente en el presente procedimiento 

licitatorio como asimismo si  debía o no responder civilmente por los resultados 
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del proceso.  Para el desarrollo de los capítulos antes mencionados, se analiza 

exhaustivamente la decisión tomada por la Administración, contrastándose con 

los dictámenes emitidos por Contraloría General de la República al respecto, 

como asimismo, a lo establecido por nuestra jurisprudencia y doctrina nacional. 

A mayor abundamiento, ilustradora es también lo establecido por la legislación y 

doctrina española en relación a un procedimiento licitatorio.  

 La finalidad de este trabajo es entregar una visión crítica y detallada del 

proceso administrativo de la llamada licitación del litio en Chile, por cuanto 

existe escasa información pública y sistematizada respecto de tan importante 

procedimiento licitatorio, centrándose la mayor parte de dicha información en 

las aristas políticas y penales que derivaron de aquél.  
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CAPITULO PRIMERO 

I. CALIFICACIÓN DE LA CONVOCATORIA Y FORMACIÓN DEL 

CONSENTIMIENTO EN UNA LICITACIÓN PÚBLICA. INVALIDACIÓN Y 

REVOCACIÓN DE LA MISMA.  

 

A. FORMACIÓN DEL CONSENTIMIENTO EN UNA LICITACIÓN PÚBLICA.  

 En general, la llamada “formación del consentimiento”, dice relación con 

cada una de las etapas, actos y procedimientos encaminados a que las 

partes logren el acuerdo final, dicho de otro modo, la formación del 

consentimiento se refiere a todo el procedimiento “pre contractual” que tiene 

por objeto la celebración de un acto jurídico denominado contrato. 

 De acuerdo a lo anterior, para el jurista nacional Francisco Saavedra 

Galleguillos, “la formación del consentimiento comprende el acto o serie de 

actos que preceden o pueden preceder a la celebración de un negocio 

jurídico bilateral; los que llevan a cabo con ese propósito específico”1. 

 De acuerdo a lo anterior, se ha dicho que la formación de un acto  o 

negocio jurídico puede darse de las siguientes dos maneras: 

 

 

 

                                                           
1
 SAAVEDRA G., Francisco. 1994. Teoría del Consentimiento. Santiago, Editorial Jurídica CONOSUR. P. 263 
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 1. De manera instantánea: 

 Ya sea por concurrir la oferta y la aceptación en un mismo 

momento. Generalmente ésta se manifiesta en negocios de la vida diaria, 

por ejemplo: “comprar pan en el almacén de la esquina”.  

2. De manera sucesiva.  

 Esta situación, a diferencia de la anterior, se lleva a cabo mediante 

una sucesión de actos con el objeto de alcanzar el negocio jurídico final. 

Generalmente mediante esta forma se llevan a cabo negocios jurídicos 

de una relevancia económica importante, donde las partes deben 

asesorarse de la mejor manera posible, deben recopilar la información 

necesaria, preparar cuidadosamente los documentos correspondientes 

(entre ellos, la oferta), y, de ser necesario, deben discutir los puntos 

esenciales que crean necesarios para alcanzar el acuerdo final. Por 

ejemplo, el consentimiento se forma de esta manera en el caso de una 

licitación pública.   

 Al respecto, cabe señalar que la norma fundamental para la 

contratación administrativa se encuentra en el artículo 9 de la Ley N° 

18.5752, y ella establece que los contratos se celebrarán previa 

propuesta pública de conformidad a la ley. La versión actual de dicha 

                                                           
2
 CHILE. Ministerio Secretaria General de la Presidencia. 2001. Ley N° 18.575. Orgánica Constitucional de Bases 

Generales de la Administración del Estado. Artículo 9. “Los contratos administrativos se celebrarán previa propuesta 
pública, en conformidad a la ley (inciso primero). El procedimiento concursal se regirá por los principios de libre 
concurrencia de los oferentes al llamado administrativo y de igualdad ante las bases que rigen el contrato (inciso 
segundo).  La licitación privada procederá, en su caso, previa resolución fundada que así lo disponga, salvo que por la 
naturaleza de la negociación corresponda acudir al trato directo (inciso tercero y final)”. (El subrayado es nuestro) 
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disposición fue incorporada durante el año 1999 y tiene el mérito de 

haber consagrado con rango orgánico constitucional ideas jurídicas 

que antes de su dictación, solo eran principios generales sin 

consagración expresa. A mayor abundamiento, el numeral 7 del artículo 

64 de la citada disposición, establece que la omisión o elusión a la 

propuesta pública, es una conducta que contraviene especialmente el 

principio de probidad administrativa3. 

 Como sabemos y sin intenciones de ahondar en demasía en la 

materia puesto que no es el objetivo de esta Memoria, nuestro Código 

Civil, cuerpo legal común, general y supletorio, no regula la formación del 

consentimiento. Dicha regulación se encuentra en el Código de 

Comercio, entre sus artículos 97 a 108, normas que también se aplican a 

materias civiles y en materia de compras públicas, se aplican en defecto 

de las normas de derecho público4.  

 Así, la formación del consentimiento en nuestro derecho está dada 

por una oferta y por la aceptación de ésta, es lo que se conoce como 

“etapa de negociaciones”. Es indiscutible el hecho que existen 

diferencias abismantes entre los contratos que se celebran entre 

                                                           
3
 Ley 18.575. Artículo 64 Artículo 64. “Contravienen especialmente el principio de la probidad administrativa, las 

siguientes conductas: (…)7. Omitir o eludir la propuesta pública en los casos que la ley la disponga”.   
4
 CHILE. Ministerio de Hacienda. 2003. Ley N° 19.886. Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y 

Prestación de Servicios. Artículo 1. “Los contratos que celebre la Administración del Estado, a título oneroso, para el 
suministro de bienes muebles, y de los servicios que se requieran para el desarrollo de sus funciones, se ajustarán a 
las normas y principios del presente cuerpo legal y de su reglamentación. Supletoriamente, se les aplicarán las 
normas de Derecho Público y, en defecto de aquéllas, las normas del Derecho Privado”. (El subrayado es de nuestra 
autoría) 
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particulares y los que celebra la Administración del Estado. Sin bien es 

cierto, la formación del consentimiento en una licitación pública es un 

procedimiento que tiene características propias del derecho público y 

administrativo, a falta de regulación expresa, nada obsta para aplicar 

supletoriamente las reglas de nuestro derecho privado. Así, nuestra 

doctrina comparada ha dicho que, “al igual que sucede con las tratativas 

privadas, el procedimiento en virtud del cual se forma la voluntad de la 

Administración pierde importancia una vez concluido el contrato, siendo 

relevante únicamente la voluntad formada a los efectos de 

perfeccionarlo”5.  

 Nuestro Código de Comercio se refiere a dos requisitos esenciales 

que deben concurrir para entender “formado” el consentimiento” entre las 

partes. Dichos requisitos son los siguientes: 1) Debe existir una oferta, y 

por otra parte, 2) La aceptación de dicha oferta. Cumpliéndose con 

ambos actos jurídicos, vale decir, concurriendo oferta y aceptación, 

el consentimiento se entiende formado. 

 

A. 1. ¿La “convocatoria” o “llamado” a una licitación pública, puede 

asimilarse a una oferta de compra válida? 

 Primero que todo, debemos enmarcar la Convocatoria que hace la 

Autoridad Administrativa como uno de los requisitos para la formación del 

                                                           
5
 MANTERO, Elías. 2003. “Perfeccionamiento del Contrato y Responsabilidad Estatal en el Procedimiento Licitatorio”. 

Revista de Derecho Universidad de Montevideo (2003). P. 127 
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consentimiento negocial en toda licitación pública. En efecto, la convocatoria 

que hace la Administración a los interesados, puede asimilarse a una 

oferta de compra, pero como se ha dicho, con características propias 

del derecho administrativo.  

 A mayor abundamiento, no se encuentra en discusión que la llamada 

“convocatoria” sea un requisito esencial en la formación del consentimiento 

en toda licitación pública. En relación a lo dicho anteriormente, es posible 

distinguir dos visiones respecto a qué entendemos por “convocatoria”. 

 Una primera postura, es la planteada prácticamente por la mayor parte 

de la doctrina nacional y comparada, entre ellos, el profesor Claudio 

Moraga. Para esta parte de la doctrina, la convocatoria es “el anuncio del 

llamado” a licitación, y éste “no debe confundirse con la oferta de celebrar un 

contrato que hace el ente público administrativo”6. Para reforzar dicha 

característica, se cita al respecto el artículo 14 del Reglamento de 

Concesiones de Obras Públicas7. Así, para el mencionado académico, la 

convocatoria o llamado a licitación sería más bien una simple invitación a los 

proveedores a que formulen ofertas. 

 Por otra parte, una segunda tesis, estima que no debe considerarse el 

llamado a una licitación pública solamente como una situación meramente 

fáctica, sin que lleve vinculada, a lo menos, algún tipo de obligación jurídica 

                                                           
6
 MORAGA K. Claudio. 2007. “Contratación Administrativa”. Santiago, Editorial Jurídica de Chile. P. 167 

7
 CHILE. D.S. MOP N° 956 de 1997. Artículo 14: “El llamado a licitación es el acto por el cual el Director General de 

Obras Públicas, por sí o mediante delegación en el Director del Servicio o en las Secretarías Regionales Ministeriales 
de las regiones donde se realice el proyecto, invita a los interesados para que, sujetándose a las bases de licitación, 
formulen ofertas”. (Subrayado añadido)  
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por parte de la Administración para con los proponentes, en particular, y 

como se explicará en el transcurso de esta memoria, el deber de indemnizar 

perjuicios por parte de la Administración.  

 Para explicar lo anterior, es posible (y necesario) convenir en que toda 

licitación pública se compone de los siguientes actos administrativos8 

seguidos de manera cronológica en un procedimiento de licitación pública: 

1. Elaboración de las bases o pliego de condiciones; 

 La Contraloría General de la República9, en numerosos dictámenes ha 

establecido que, en la elaboración de las bases de una licitación pública 

convocada por una Municipalidad “intervienen el alcalde, la secretaria 

comunal de planificación y la unidad competente según sea la materia (…) 

ha exigido que sea la autoridad edilicia quien tenga que concurrir a la 

redacción de las mismas, pero ello no significa desconocer la intervención 

que corresponde a las diversas unidades internas del municipio en la 

referida elaboración de las bases (…)”10. 

 En otra ocasiones la Contraloría se ha abstenido de dar curso a una 

resolución que aprueba las bases administrativas y adjudica el respectivo 

contrato dado que “la parte resolutiva de la resolución en estudio debe 

incorporar el contenido completo de las bases que se aprueban, no siendo 

                                                           
8
 ARIÑO O., Gaspar. 2007. “El Enigma del Contrato Administrativo”. Revista de Administración Pública. (172). “(…) El 

mismo contrato llega a través de un largo procedimiento que está integrado de actos administrativos sucesivos (…) 
hasta llegar al acto de adjudicación, que, de ordinario, perfecciona el contrato”. P. 87  
9
 En adelante: “CGR”, o “La Contraloría”.  

10
 Dictamen N° 29.106 de junio de 2006 (aplica criterio contenido en Dictamen N° 20.555/1999).  
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suficiente para estos efectos la sola mención de las mismas, como ocurrió 

en este caso”11. 

 En cuanto a los principios que deben regir toda elaboración de bases, la 

Contraloría ha dicho que “el concurso público es un procedimiento técnico y 

objetivo (…) si bien la autoridad goza de amplia libertad para fijar las bases 

según lo que estime más adecuado (…) éstas deben ajustarse al 

ordenamiento jurídico y no ocasionar discriminaciones arbitrarias”12. Por otra 

parte, “la inexistencia de bases administrativas y técnicas, constituye una 

carencia de marco normativo regulador de los deberes y obligaciones tanto 

del licitante como de la adjudicataria”13. 

2. Aprobación de las bases por parte de la Administración; 

 En cuanto a esta etapa, la Contraloría de forma mayoritaria se ha 

pronunciado respecto a la resolución que aprueba las respectivas bases de 

la licitación en cuanto debe ser distinta a la de otros actos administrativos.  

 En efecto, “la Contraloría General mediante invariable jurisprudencia 

administrativa, ha establecido la necesidad de que los Servicios dicten, en 

los procedimientos licitatorios, actos administrativos separados y sucesivos 

para aprobar las bases administrativas y el contrato, con el propósito de 

realizar el control previo de legalidad de las reglas que rigen dichos eventos, 

precisamente, para cautelar que la normativa que regula el llamado a 

                                                           
11

 Dictamen N° 55.553 de noviembre de 2008.  
12

 Dictamen N° 1.315 de enero de 2010. 
13

 Dictamen N° 38.931 de junio de 2013. 
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propuesta pública o privada se ajuste a derecho, por lo que necesariamente 

deben aprobarse antes de la realización de dichos procedimientos”14. 

3. Llamado a licitación (o convocatoria);  

 El ente Contralor ha dictaminado que “la forma natural como debe 

exteriorizarse la voluntad del Municipio al convocar a un concurso público es 

mediante la dictación de un decreto alcaldicio”, el cual “debe emitirse 

necesariamente con antelación a la publicación del aviso en el periódico a 

que alude el artículo 18 de la Ley N° 18.883, puesto que tal aviso es el 

medio por el cual se publicita la voluntad de convocar al concurso público”15. 

 Respecto a los errores producidos en una convocatoria que sin causar 

desmedro a determinados concursantes sin la existencia de arbitrariedades, 

no sería, prima facie, un acto ilegal y arbitrario, sin embargo CGR ha 

dictaminado que “en lo sucesivo los errores en una convocatoria a concurso 

deberá el Servicio rectificarlos a través de una publicación con las mismas 

formalidades y por el mismo medio utilizado para el llamado a concurso”16. 

 Finalmente en cuanto a los errores graves producidos en una 

convocatoria, el Organismos Contralor ha establecido que, al no ajustarse a 

derecho y al impedir la toma de razón de los instrumentos, debe “efectuarse 

una nueva convocatoria y elaboración de las pautas, sin perjuicio de los 

                                                           
14

 Dictamen N° 50.670 de Octubre de 2004 (aplica criterios contenidos en dictámenes N° 22.389 de 1997; 44.729 de 
2001; 47.633 de 2004 y 19.680 de 2004).  
15

 Dictamen N° 12.973, de abril de 1998.  
16

 Dictamen N° 11.550, de octubre 2000.  
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demás trámites posteriores que correspondan, procedimientos que deben 

realizarse acatarse estrictamente la preceptiva y jurisprudencia”17. 

4.  Publicación de las bases; 

 En cuanto al objeto de este acto administrativo, el Organismo Contralor, 

aplicando los dictámenes N°s 19.848 de 1996 y 2.619 de 1999, ha 

expresado que “uno de los presupuestos esenciales de todo proceso de 

selección es la confección y publicación de las bases administrativas 

que lo regirán, exigencia que tiene la finalidad de dar a conocer a los 

interesados (…) los factores sujetos a ponderación por parte del comité de 

evaluación, los antecedentes requeridos, la fecha y lugar de recepción de 

éstos, las fechas  y lugar en que tomarán las pruebas de oposición, si 

procediere, y el día en que se resolverá el concurso”18.  (El destacado es de 

nuestra autoría). La CGR también ha establecido que la entidad licitante 

“debe velar para que la publicación de las bases administrativas en el portal 

mercado público se realice en un día tal que permita contabilizar veinte días 

corridos desde el llamado hasta el cierre de las ofertas”19 de acuerdo a lo 

dispuesto en el artículo 25 del decreto N° 250 de 2004 del Ministerio de 

Hacienda.  

 Respecto al llamado a concurso público de antecedentes para proveer 

cargos en la Administración, la CGR ha estipulado que el artículo 20 de la 

                                                           
17

 Dictamen N° 61.927, de agosto de 2014.  
18

 Dictamen N° 36.142, de julio de 2009.  
19

 Dictamen N° 88.765 de noviembre de 2014.  



13 
 

Ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, establece que “la autoridad 

facultada para hacer el nombramiento publicará un aviso con las bases del 

concurso en el Diario Oficial los días 1° o 15° de cada mes o el primer día 

hábil siguiente si aquéllos fueren feriado, sin perjuicio de las demás medidas 

de difusión que estime conveniente adoptar”.20 

5. Período de redefinición de bases (aclaraciones); 

 En cuanto a la definición de “aclaraciones”, la CGR ha dictaminado que 

“considerando el sentido natural y obvio de la palabra aclaración, en cuanto 

se orienta a precisar, clarificar el alcance de algo, y, por otra parte, las bases 

administrativas especiales señalan que las aclaraciones que se pidan y se 

den, no podrán ni alterar la esencia o el precio de la misma, ni violar el 

principio de igualdad de los oferentes (…)”21. 

 En cuanto al objetivo de las aclaraciones, la Contraloría ha 

dictaminado que “las aclaraciones tienen como finalidad dejar sentado el 

verdadero sentido y alcance de las bases de la licitación y, además, forman 

parte de los antecedentes del proceso, dándose a conocer a todos los 

licitantes, los que, necesariamente deben considerar dicha circunstancia en 

sus ofertas”22.  

                                                           
20

 Dictamen N° 53.468, de noviembre de 2007. 
21

 Dictamen N° 40.991 de octubre de 1999. 
22

 Dictamen N° 36.846 de septiembre de 2002. 
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 Finalmente, la CGR ha dado por establecido que la etapa de consultas y 

aclaraciones, junto con las bases respectivas y la oferta, rigen todo el 

proceso licitatorio y los contratos que celebre la Administración del Estado23. 

6. Recepción de las ofertas; 

 Respecto a esta etapa, CGR se ha dedicado a fijar criterios en cuanto a 

que la recepción de las ofertas debe hacerse mediante los sistemas 

electrónicos correspondientes, siendo éste la regla general. Por el contrario, 

“las causales que habilitan a la exclusión aludida, se encuentran señaladas 

en el artículo 62 del reglamento de la Ley N° 19.886, debiendo consignarse 

en el texto de las bases las razones o hechos constitutivos que justifiquen la 

concurrencia de alguna de ellas”24. 

 Además, el organismo Contralor ha sido enfático en señalar que de 

acuerdo al artículo 9° de la Ley N° 19.886, “no procede declarar las ofertas 

como inadmisibles antes de efectuar la revisión de los antecedentes en ellas 

contenidos”25. 

 En cuanto al plazo para la recepción de las ofertas, el organismo 

Contralor ha manifestado que “debe ajustarse a lo dispuesto en el inciso 

segundo del artículo 25 del decreto N° 250, de 2004, del Ministerio de 

Hacienda, reglamento de la Ley N° 19.886, conforme al cual cuando el 

monto de la contratación sea igual o superior a 1.000 UTM, el llamado se 

                                                           
23

 Dictamen N° 19.534 de abril de 2008. 
24

 Dictamen N° 14.552 de abril de 2008.  
25

 Dictamen N° 894 de enero de 2011. 
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publicará en el Sistema de Información de la Dirección de Compras y 

Contratación Pública con una antelación de a lo menos 20 días corridos 

anteriores a la fecha de recepción de ofertas (…)”26. 

7. Apertura de los sobres; 

 Respecto a la finalidad de este acto, CGR ha explicado que con la 

apertura de los sobres “se realiza un mero examen formal de los 

instrumentos presentados por los oferentes, lo que no obsta, por cierto, a 

que con posterioridad la Administración examine en detalle, y con mayor 

precisión si esos documentos dan cumplimiento a las respectivas bases de 

licitación (…)”27.  

 Es importante destacar también que la CGR ha sido uniforme en 

establecer que el acto de apertura de sobres se rige por las bases de la 

licitación. En el caso que las bases prohíban recepción de ofertas luego de 

la apertura de sobres, “la admisión aludida vulneraría las bases que 

establecen que únicamente se consideran las ofertas que hayan sido 

presentadas hasta el instante de la apertura de las propuestas técnicas, por 

lo que una vez abierto el primer sobre, no se admitirá propuesta alguna, ni 

modificaciones de las presentadas ni pedidos de explicaciones o 

aclaraciones”28. 

                                                           
26

 Dictamen N° 46.702 de 25 de junio de 2014 (en el mismo sentido, Dictamen N° 15.772 de abril de 2015) 
27

 Dictamen N° 34.051 de julio de 2005.  
28

 Dictamen N° 3.364 de febrero 1992.  
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 Respecto a las modificaciones a las bases, sigue la misma regla 

anterior, en efecto, “la jurisprudencia de este Órgano Superior de Control, ha 

concluido que, en general, procede introducir modificaciones a las bases 

administrativas hasta antes del Acto de Apertura de la propuesta pública, 

sólo en la medida que la administración, al efectuar tales modificaciones, 

resguarde debidamente los intereses de los eventuales proponentes, para lo 

cual deberá notificar a todos ellos de los cambios experimentados por las 

bases, otorgándoseles a su vez un plazo prudencial para que los 

interesados en la propuesta puedan concurrir a la licitación”29. (El subrayado 

es de nuestra autoría). 

8. Evaluación de las ofertas; 

 Respecto a los criterios de evaluación que rigen una licitación pública, 

la Contraloría ha establecido expresamente que “los criterios que componen 

la respectiva evaluación, su ponderación y asignación de puntajes, 

constituyen aspectos cuyo mérito, conveniencia u oportunidad, le compete 

calificar a la propia Administración, sin perjuicio del control jurídico que sobre 

ellos le corresponde a esta Entidad Fiscalizadora”30. También la autoridad 

Contralora, en relación al inciso primero del artículo 40 del decreto N° 250 

del año 2004 del Ministerio de Hacienda31, ha explicado que deben 

“considerarse entre los criterios de evaluación el cumplimiento de los 

                                                           
29

 Dictamen N° 38.519 de octubre 2000.  
30

 Dictamen N° 20.710 de abril 2011.  
31

 CHILE. Ministerio de Hacienda. 2004. D.S. N° 250. Aprueba reglamento de la Ley N° 19.886 de bases sobre 
contratos administrativos de suministro y prestación de servicios. 



17 
 

requisitos formales de presentación de la oferta, a fin de otorgar menor 

puntaje a aquellas que no adjuntaron, dentro de plazo, todo lo requerido”32. 

En el mismo sentido, la Contraloría ha dictaminado que “corresponde a la 

Municipalidad ponderar ofertas presentadas en una propuesta pública a la 

que ha convocado, pues se le han entregado a la administración activa las 

atribuciones para seleccionar (…) conservando el derecho a elegir la que 

estime más necesaria para el Servicio”33.  

 En lo referente a las llamadas Comisiones Evaluadoras, la CGR ha 

establecido que “las decisiones de las comisiones de apertura y de 

evaluación de las ofertas deben adoptarse fundadamente y teniendo en 

consideración los criterios que sobre la materia ha establecido la 

jurisprudencia de esta Entidad de Control (aplica criterio contenido en los 

oficios N°s 13.858, 32.188 y 39.627, todos de 2012, de este Órgano de 

Fiscalización)”34. 

 Finalmente, la Contraloría ha dicho que si la Comisión Evaluadora ya ha 

examinado los antecedentes correspondientes y ha emitido una decisión, no 

corresponde que sea esta autoridad Contralora que intervenga en dicha 

calificación35, dado que “a Contraloría General sólo le compete estudiar la 

legalidad de una licitación pública y controlar el cumplimiento de los 

                                                           
32

 Dictamen N° 71.923 de noviembre 2013.  
33

 Dictamen N° 20.203 de junio 1999.  
34

 Dictamen N° 67.027 de agosto 2014.  
35

 Dictamen N° 987 de enero 2015. 
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principios señalados, sin que pueda intervenir en aspectos de conveniencia 

y oportunidad que son propios de la Administración activa”36. 

9. Adjudicación; 

 CGR ha dictaminado que, para que la adjudicación sea válida 

jurídicamente debe manifestarse por el medio idóneo, como lo es un 

decreto o resolución. En efecto, CGR ha resuelto que si las bases 

establecen que deberá notificarse por carta certificada la adjudicación al 

proponente favorecido, “dicha cláusula no exime del cumplimiento de la 

obligación que le asiste al citado Ministerio en el sentido de que los 

acuerdos de voluntades a los que concurren los órganos de la 

administración deben aprobarse mediante un acto administrativo formal, el 

que en este caso se encuentra sujeto a toma de razón”37. 

 En un caso en que el decreto de adjudicación no se haya ajustado a las 

bases de la propuesta respecto al modo de pago de los trabajos, el que se 

enmendó con la dictación de un nuevo decreto, rectificándose también el 

contrato que se suscribió con la empresa adjudicataria, lo que a juicio de la 

CGR se ajustó a derecho “pero, en lo sucesivo deberá adoptar medidas 

necesarias a fin de evitar que se produzcan contradicciones entre decreto de 

adjudicación y bases administrativas de la propuesta”38. 

                                                           
36

 Dictamen N° 7.348 de febrero de 2007. 
37

 Dictamen N° 23.548 de julio 1994.  
38

 Dictamen N° 34.968 de septiembre de 1999. 
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 Finalmente, en cuanto a la posibilidad de una adjudicación múltiple, el 

Ente Contralor ha sido unánime en señalar que “resulta improcedente la 

modalidad de adjudicación múltiple sin emisión automática de orden de 

compra a menos que se trate de suministros susceptibles de contratar por 

ítems o rubros específicamente determinados, en que la multiplicidad de 

adjudicados sólo se explique por el hecho de que por cada ítem o rubro se 

seleccione a un oferente”39. 

10. Actos posteriores de formalización. Entre ellos cabe mencionar los 

siguientes: 

10.1. Notificación de la adjudicación; 

 La jurisprudencia administrativa ha sido enfática en señalar que “la 

convocatoria pública constituye un procedimiento reglado que se afina 

con la adjudicación, por lo tanto, una vez que esta se encuentra 

válidamente notificada nace, para las partes, el derecho a suscribir el 

convenio (…)”40. 

 Por otro lado, CGR ha dictaminado que respecto a la notificación 

de la adjudicación, de acuerdo al artículo 6 del decreto N° 250, “dicha 

notificación se entenderá realizada luego de 24 horas transcurridas 

desde que la entidad publique en el sistema de información la 

correspondiente resolución, sin que sea necesario incluir los demás 

                                                           
39

 Dictamen N° 20.452 de abril de 2011. 
40

 Dictamen N°94.493 de diciembre 2012. 



20 
 

documentos que allí se señalan”41. De este modo, respecto a las 

compras públicas, es contraria a derecho una cláusula contenida en las 

bases de licitación que estipule que la notificación de la adjudicación 

debe realizarse vía carta certificada, fax o correo electrónico, “puesto 

que no se aviene al artículo 6° del citado decreto N° 250, según el cual 

la referida notificación debe formalizarse mediante la publicación de la 

resolución de adjudicación en el Sistema de Información de la Dirección 

de Compras y Contratación Pública (aplica criterio contenido en el 

dictamen N° 78.601 de 2011)”42. 

 Finalmente, el organismo Contralor ha estipulado que “en cuanto 

al cómputo de los plazos establecidos en el contrato, debe expresarse 

que comenzarán a correr a partir de la notificación del acto que adjudica 

y aprueba el contrato, totalmente tramitado y no desde la de la toma de 

razón del mismo, como se indica”43. 

10.2. Negociación del contrato; 

 En efecto, por lo general una vez notificado al adjudicatario, los 

representantes de la Administración y el contratista se reúnen para 

discutir los detalles finales del contrato y, sucesivamente, para 

presenciar a la firma oficial del mismo. Sin embargo, en la mayoría de 

los casos la negociación incluye solamente detalles de ejecución del 

                                                           
41

 Dictamen N° 40.512 de julio 2012. 
42

 Dictamen N° 57.470 de septiembre 2012.  
43

 Dictamen N° 39.888 de agosto 2005.  
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contrato, puesto que en esta fase cualquier cambio de mayor 

envergadura en el mismo requeriría de una nueva licitación. 

 En efecto, nuestra CGR ha establecido que si ésta etapa no se 

menciona en las bases respectivas, puede permitir “que en virtud de un 

mecanismo posterior a su apertura, se inicie un proceso de 

negociaciones que pueda significar la modificación de los servicios y 

precios ofrecidos en detrimento de la administración (…)”44. 

 En un dictamen más reciente, el organismo contralor consideró 

que “El párrafo final del N° 5.3 considera una etapa de definición y 

negociación, previa a la suscripción del convenio, que resulta inaplicable 

al proceso de la especie, por cuanto el artículo 107 del decreto N° 250 

de 2004, solo contempla esta fase para la contratación de servicios 

personales especializados, naturaleza que no tiene la licitación de la 

especie”45. 

10.3. Aprobación del contrato; 

 La CGR ha estipulado expresamente que “la aprobación del 

contrato deberá hacerse por resolución fundada, que se comunicará al 

superior jerárquico del suscriptor, a la Contraloría General de la 

República y a la Cámara de Diputados, y en el caso del Congreso 

Nacional y del Poder Judicial, a los órganos que se indican”46. 

                                                           
44

 Dictamen N° 6795 de fecha 22 de febrero de 1996.  
45

 Dictamen N° 47806 de fecha 27 de junio de 2014.  
46

 Dictamen N° 40.100 de septiembre 2007. 
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 En cuanto a la posibilidad de modificar las bases con posterioridad 

a la adjudicación y aprobación del contrato, se vulneraría el principio 

de igualdad de los oferentes, y por ende, “se desvirtuaría en su 

esencia el procedimiento de licitación pública, ya que el establecimiento 

posterior para el adjudicatario de unas condiciones diversas de las 

previstas en aquel pliego y que no pudieron ser conocidas y evaluadas 

por los demás proponentes para mejorar sus ofertas, o por otras 

personas para resolverse a participar en la licitación, afecta obviamente 

el principio de igualdad señalado” 47.  

 Finalmente, en cuanto a la posibilidad de desconocer los efectos 

de un contrato adjudicado y aprobado, CGR ha dictaminado que, al 

cumplirse el plazo de vigencia del contrato, “los derechos y obligaciones 

que emanaron del mismo ya se han hecho efectivos, lo que impide que 

por vía administrativa se desconozca la validez de los actos relativos a 

la situación que se analiza”48, lo anterior, sin desmedro de establecer las 

responsabilidades administrativas que procedan. 

10.4. Suscripción del contrato.  

 El organismo contralor ha dictaminado que “para las partes la 

celebración del contrato se perfecciona y produce plenos efectos desde 

                                                           
47

 Dictamen N° 23.620 de agosto 1990.  
48

 Dictamen N° 15.850 de marzo de 2004.  
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el momento en que ha sido válidamente suscrito con las solemnidades 

requeridas”49. 

 Si no se ha estipulado en las bases plazo para suscribir el contrato 

de suministro y servicio, “se entiende que dicho contrato deberá 

suscribirse dentro del plazo previsto en el artículo 65, inciso segundo, 

del decreto N° 250, de 2004, del Ministerio de Hacienda”50 51. 

 Finalmente en cuanto a exigir documentos para suscribir un 

determinado contrato producto de una licitación pública, la CGR ha 

expresado que “no corresponde exigir que para la suscripción del 

contrato se deba acompañar el certificado de deuda a que alude el N° 

20.2 de las bases administrativas (…) toda vez que no se advierte su 

justificación ni su fundamento normativo”52 (aplica criterio de dictamen 

N° 65.672 de 2013).  

 En virtud de lo explicado anteriormente, la convocatoria debe (y 

puede) plantearse como una verdadera oferta de compra que hace la 

autoridad administrativa, por cuanto es mediante dicho acto que la 

Administración ofrece el proyecto contenido en los pliegos de condiciones a  

los interesados, vale decir, ofrece la eventual celebración de un contrato 

determinado, previa adjudicación. 

 

                                                           
49

 Dictamen N° 14.440 de agosto de 1985. 
50

  D.S. 250 artículo 65 inciso segundo: El contrato definitivo será suscrito entre la Entidad Licitante y el Adjudicatario 
dentro del plazo establecido en las Bases, debiendo publicarse en el Sistema de Información. 
51

 Dictamen N° 41.860 de agosto de 2009.  
52

 Dictamen N° 34.973 de mayo de 2014.  
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11.  Convocatoria vs Ofertas públicas de adquisición de valores (OPAS) 

 A mayor abundamiento, con el objeto de ilustrar y complementar esta 

idea (convocatoria como oferta de compra) es posible efectuar un paralelo 

entre esta etapa de la licitación pública con las llamadas OPAS (ofertas 

públicas de adquisición de valores).  

 Sin analizar detalladamente esta interesante figura comercial, puesto que 

no es el objeto de este trabajo, una comparación con la convocatoria a una 

licitación pública puede ser ilustrador para representarse este acto 

administrativo como una oferta de compra, con características especiales en 

tanto acto administrativo. 

  Antes de establecer el paralelo entre ambas ofertas, cabe destacar que 

el la Ley de OPAS53 fue publicada en el Diario Oficial el día 20 de diciembre 

del año 2000, creándose adicionalmente una serie de cambios en la 

legislación sobre mercado de valores, sociedades anónimas, fondos mutuos 

y de inversión. Dichas modificaciones fueron introducidas en un nuevo título 

XXV en la Ley del Mercado de Valores. En suma, “una OPA es una oferta de 

compra de las acciones de sociedades anónimas registradas que hagan 

oferta pública de dichas acciones o valores convertibles en ellas”54. 

 

                                                           
53

 CHILE. Ministerio de Hacienda. 2000. Ley N°19.705. REGULA LAS OFERTAS PUBLICAS DE ADQUISICION DE 
ACCIONES (OPAS) Y ESTABLECE REGIMEN DE GOBIERNOS CORPORATIVOS. 
54

 LAZÉN, Vicente y SEPÚLVEDA Ana Cristina. Desarrollo de las tomas de control corporativo en Chile después de la 
Ley de OPAS. Documento de Trabajo n° 4. Superintendencia Valores y Seguros. Noviembre 2004. P. 7 
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Característica OPA CONVOCATORIA A LICITACIÓN 

Objetivo  Las OPAS representan 

un mecanismo más 

transparente y 

competitivo para adquirir 

el control de una 

sociedad que hace oferta 

pública de sus acciones.  

 Las licitaciones públicas no deben 

establecer barreras de entrada, de 

manera que puedan participar la 

mayor cantidad de competidores, 

evitando exclusiones y corrupción 

en la adjudicación.  

Principios 

reguladores 

 Igualdad de trato de los 

accionistas y otros 

destinatarios de la OPA; 

 Derecho de todos los 

accionistas a recibir la 

misma información; 

 Control del accionista 

mayoritario debes ser 

ejercido de buena fe.  

 Competencia; 

 Igualdad en el tratamiento de los 

licitantes; 

 Transparencia en la adjudicación; 

 Responsabilidad administrativa; 

 Debido proceso; 

 Publicidad; 

 Obtención del menor precio por el 

Estado.  

Publicidad  La OPA se difunde 

mediante un anuncio en 

prensa o mediante una 

carta dirigida a los 

accionistas. 

 Implica la posibilidad de que el 

mayor  número de interesados 

tome conocimiento de la 

convocatoria, por lo que debe 

asegurarse su amplia difusión.  
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Duración de 

la oferta 

 Debe mantenerse 

durante 20 días como 

mínimo y 30 días como 

máximo 

 Las bases de licitación son las 

encargadas de establecer el plazo 

en que se entenderá cerrada la 

convocatoria. De no presentarse 

propuestas, se declarará desierto 

el concurso o se llamará a una 

nueva convocatoria.  

Revocabilidad  Las OPA es irrevocable, 

sin embargo, la 

aceptación de la oferta es 

retractable, total o 

parcialmente.  

 La convocatoria como acto 

administrativo es esencialmente 

revocable lo que no implica que 

pueda imputarse algún tipo de 

responsabilidad a la 

Administración.  

 

12. Convocatoria como la oferta de compra hecha por la Administración 

 Siguiendo lo explicado anteriormente, las etapas de una licitación pública 

si bien pueden analizarse teóricamente de manera separada, en la práctica, 

forman un todo concatenado de actos, donde el acto posterior contiene el 

acto anterior, en este caso, la convocatoria contiene el pliego de condiciones 

o bases de licitación, por lo que sólo mediante el llamado a una licitación 

pública, acto que se funda en una resolución o decreto del órgano 

administrativo correspondiente y se materializa en la publicación de los 
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avisos, los interesados pueden enterarse y conocer de esta oferta hecha por 

la Administración.  

 Como bien lo plantea el jurista argentino, Agustín Gordillo, “luego de 

(…) preparados los planos, proyectos y pliegos que habrán de regir la 

licitación, se dispone – previa audiencia pública en su caso – el llamado a 

licitación pública”55. (El destacado es nuestro)  

 En nuestra doctrina nacional, esta es la posición sustentada por buena 

parte de ella. Particularmente, el académico Osvaldo Oelckers Camus, ha 

explicado que “la doctrina ha entendido a la proposición del interesado como 

una oferta que éste hace a la Administración Pública. A nuestro entender, 

ésta no se constituye como una oferta, sino como una respuesta a 

proposición a la Administración de la oferta que ella ha hecho (…) si la 

Administración no manifestara su voluntad a través de la oferta, el particular 

interesado no existiría, pues él sólo existe en razón de la oferta de la 

Administración”56. (El subrayado es de nuestra autoría)  

 Así, la convocatoria no sería sólo una simple invitación a formular 

ofertas, sino más bien, sería la oferta de compra hecha por la 

Administración, y los particulares “responderían a dicha oferta”, iniciando 

así la formación del consentimiento en un proceso licitatorio.  

                                                           
55

 GORDILLO, Agustín. GORDILLO, Agustín. 2009. “La licitación pública”. En: Tratado de Derecho Administrativo. 
Tomo 2. La defensa del usuario y del administrado. 9° edición. Buenos Aires, Fundación de Derecho Administrativo. 
P. 26 
56

 OELCKERS C., Osvaldo. 1981. “La licitación pública y la selección de contratistas en el contrato administrativo de 
obra pública”. Revista de Derecho de la Universidad Católica de Valparaíso (5). P. 168 
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 Sin embargo la llamada “convocatoria” no contiene las mismas 

características que una oferta comercial, pues, en tanto acto administrativo, 

se rige por principios y reglas propios de dicha área, algunas totalmente 

distintas a las reguladas en el derecho privado. Es por esto que la formación 

del consentimiento en una licitación pública es un acto complejo, en donde si 

bien pueden aplicarse supletoriamente las normas del derecho privado que 

regulan la materia (Código de Comercio particularmente) principalmente en 

lo que digan relación con la obligación de indemnizar gastos y perjuicios (por 

ejemplo, a causa de la revocación de la convocatoria; su invalidación; o para 

los casos en que se decida no aceptar las propuestas recibidas por los 

interesados a pesar de cumplir con todos los requisitos de las bases) 

siempre tendrá principios y características propias del derecho 

administrativo, como se explica en el numeral siguiente. 

 No obstante lo anterior, tal y como lo explica claramente el profesor 

Claudio Moraga, “resultaría completamente frustrante para la Administración 

no poder integrar sus contratos con el Derecho Privado (…) de simple forma 

supletoria o accesoria, teniendo en cuenta que precisamente allí están los 

mayores desarrollos jurídicos sobre la contratación, sus efectos y tipos”57. 

 

                                                           
57

 MORAGA K. Claudio. 2007. “Contratación Administrativa”. Ob. Cit. p. 55  
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A.2 Requisitos para la validez de la Oferta en nuestro ordenamiento 

jurídico.  

 La oferta es la manifestación unilateral que hace una persona a otra, con 

el objeto de celebrar un determinado contrato o negocio jurídico. Es esta 

misma línea se ha dicho que la oferta “es una declaración unilateral de 

voluntad negocial por medio de la cual una persona propone, en firme, a uno 

o varios destinatarios determinados  o determinables la celebración de un 

contrato”.58 La particularidad está dada en este caso por el hecho que en 

una licitación pública “la oferta” no se formula “en firme”, sino que es 

esencialmente revocable.  Sin embargo como se explicará más adelante, 

dicha convocatoria una vez que se ha adjudicado deviene en irrevocable 

para la Administración.    

 Siguiendo al autor citado y las reglas comunes de nuestro ordenamiento 

jurídico, podemos establecer que, toda oferta para ser perfecta a la vida del 

derecho debe contar con las siguientes características: 

1. Requiere de a lo menos dos partes. 

 Sin embargo, en el derecho administrativo se habla de 

“interesados” como lo estipula el artículo 21 de la Ley N° 19.88059. 

En una licitación pública ellos son, por un lado, el órgano del 

                                                           
58

 SAAVEDRA G., Francisco. Op. Cit. p. 270 
59

 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Artículo 21. Interesados. Se consideran interesados 
en el procedimiento administrativo: 1. Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses individuales o 
colectivos. 2. Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la 
decisión que en el mismo se adopte. 3. Aquéllos cuyos intereses, individuales o colectivos, puedan resultar afectados 
por la resolución y se apersonen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva. 
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Estado al realizar la convocatoria, y por otra parte, los particulares 

destinatarios de esta oferta.  

2. Debe manifestarse de forma libre, debiendo emanar de la 

voluntad del oferente. 

 Por supuesto que una licitación se manifiesta de forma libre, 

puesto que es la propia Administración del Estado la que se 

encarga de formular el pliego de condiciones (tanto las llamadas 

bases técnicas como económicas), y las bases se aprueban por 

un decreto o resolución de la Autoridad pertinente.  

3. Deber ser seria, esto es, emitida por persona capaz y con el 

propósito de vincularse jurídicamente. 

 No cabe duda que el órgano del Estado licitante debe ser una 

persona jurídica capaz de adquirir derechos y contraer 

obligaciones. Por otro  lado, la convocatoria es seria por cuanto es 

la manifestación inequívoca que revela el propósito de vincularse 

contractualmente en caso que el destinatario resulte elegido. 

Además, los gastos que arroje el contrato deben estar 

contemplados en el presupuesto del año del servicio respectivo. 

Por lo demás, esta seriedad no se ve afectada por el hecho de 

que la convocatoria pueda revocarse en cuanto acto 

administrativo por razones de mérito, oportunidad o conveniencia, 
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sin embargo esta potestad revocatoria tiene ciertas excepciones, 

como analizaremos más adelante.  

4. Debe ser precisa y completa, esto es, debe contener los 

elementos esenciales del negocio. 

 Esto significa que la oferta debe ser “autosuficiente”, vale decir, 

que haga falta solamente la aceptación para entender formado el 

consentimiento.  

 He aquí una diferencia fundamental con la Convocatoria en una 

licitación pública, puesto que las propuestas de los interesados no 

constituyen aceptación de la oferta como suele tratarse en el 

derecho privado, dado que aún así la Administración puede 

revocar la convocatoria, además aún cabe la posibilidad de 

negociar cláusulas antes de suscribir el contrato final. Por lo 

demás, el hecho de que se exija una garantía de seriedad de la 

oferta implica un reconocimiento que la retractación del particular 

interesado es posible.  

 Como se explicará más adelante (ver numeral 9), además, la 

convocatoria deberá publicitarse mediante lo que comúnmente se 

conoce como avisos. Bien lo explica el profesor Claudio Moraga, 

“el aviso debe ser lo suficientemente explícito para dar una cabal 

idea a los destinatarios sobre la licitación. Por ello, se señala que 

a lo menos debe individualizar el organismos licitante y 
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contratante, y describir en lo medular el tipo, materia y objeto del 

contrato, el precio de las bases de licitación y el plazo y lugar en 

que ellas pueden ser adquiridas y la fecha, hora y lugar del acto 

de recepción de las ofertas de los proponentes licitantes”60. 

5. Debe estar revestida de las formas exigidas por la ley.  

 Esto debe cumplirse en toda licitación. Si bien no existe en 

nuestro derecho una ley uniforme de licitaciones públicas, las 

formalidades de la Convocatoria (principalmente en lo que dice 

relación con las bases de licitación y publicación de avisos) se 

encuentran reguladas tanto en la Ley N° 18.575 Orgánica 

Constitucional de Bases Generales de la Administración del 

Estado; Ley N° 19.880 Bases de los Procedimientos 

Administrativos; Ley N° 19.886 Bases sobre contratos 

administrativos de suministro y Prestación de servicios; en el 

llamado Reglamento de la Ley N° 19.88661 y los dictámenes de 

CGR, sin perjuicio de otros cuerpos especiales.    

6. Debe ser definitiva, esto es, contener la voluntad decidida del 

oferente de celebrar un contrato. 

 El oferente primario es la Administración del Estado. La voluntad 

de celebrar un contrato es clara, por cuanto toda licitación pública 

                                                           
60

 MORAGA, Claudio. Op. Cit. pp. 170-171.  
61

 CHILE. Ministerio de Hacienda. 2004. D.S. N° 250. Aprueba reglamento de la Ley N° 19.886 de bases sobre 
contratos administrativos de suministro y prestación de servicios.  
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se caracteriza porque su objetivo final será siempre adjudicar la 

licitación a la oferta más conveniente que le presenten los 

interesados. O sea, se licita para adjudicar al interesado que 

presente la llamada “oferta más conveniente”.   

 Es preciso destacar que si bien el oferente tiene la voluntad de 

celebrar el contrato final, pueden ocurrir que por distintos motivos 

dicho contrato no se celebre, ya sea por la revocación de la 

convocatoria, la invalidación de la adjudicación, etc., siempre que 

se cumplan con los requisitos establecidos en las leyes.  

7. El oferente debe estar debidamente identificado. 

 Para los efectos de esta tesis, el oferente se limitará a un órgano 

de la Administración del Estado62 y dentro de ésta, será siempre 

un organismo en particular el que hará el llamado (ministerio, 

departamento, unidad, etc.). 

8. Debe ser recepticia.  

 Esto es, debe dirigirse a un destinatario, el que puede ser una o 

varias personas determinadas o determinables. 

 Toda licitación pública es recepticia por cuanto va dirigida a todos 

los interesados en participar en la convocatoria y presentar sus 

                                                           
62

  Una licitación pública es un medio amplio de negociación, en el ámbito público el oferente puede ser tanto la 
Administración Pública, el Congreso Nacional, el Poder Judicial y otros órganos que no forman parte de la 
Administración. Las Municipalidades también efectúan licitaciones públicas. Cabe destacar que los particulares 
también pueden efectuar una licitación pública para negociar, sin embargo no se encuentran obligados a ello.  
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ofertas con intenciones de que la Administración les adjudique el 

contrato ofrecido.  

 Es en las bases de licitación donde la Administración especifica 

quiénes pueden participar en dicha convocatoria, siempre que 

dicha selección no signifique una discriminación arbitraria ni 

vulnere el principio de igualdad de los oferentes.  

9. Debe hacerse conocer al destinatario por cualquier medio 

idóneo.  

 Esto es lo que se conoce, en todo proceso licitatorio, como 

“avisos”, los que forman parte esencial de la convocatoria. Como 

bien lo plantea el profesor Claudio Moraga, “la publicidad del aviso 

o llamado a licitación o concurso es un trámite esencial del 

procedimiento administrativo (…) normalmente la convocatoria 

misma comienza con el anuncio del llamado a licitación, por vía de 

la publicación de una inserción en el Diario Oficial y en un 

periódico de amplia difusión o de circulación nacional (…)”63.  

 Sin embargo, hoy en día por lo general la convocatoria suele 

hacerse además de un diario de circulación nacional o regional 

según sea el caso, y en los propios portales web de cada órgano 

                                                           
63

 MORAGA, Claudio. Op. Cit. p. 168 
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licitante. Interesante es el caso de las compras públicas donde el 

llamado debe publicarse en el Sistema de Información64. 

10.  Debe tener un plazo.  

 Este es un requisito esencial de toda convocatoria, por cuando se 

vincula directamente con los principios de publicidad, buena fe y 

seguridad jurídica que exige todo llamado a licitación. Como bien 

lo plantea el catedrático citado anteriormente, Claudio Moraga, “la 

Administración debe fijar un igual plazo de publicidad de las bases 

de licitación y de presentación de la ofertas para todos los 

interesados, que sea razonable (…)”65 con el carácter, objeto, y 

complejidad de la contratación.  

 Dicho requisito además se encuentra exigido en el artículo 24 del 

llamado Reglamento de la Ley de Compras Públicas66.  

 

 Pues bien, como se ha dicho anteriormente, la Convocatoria en una 

licitación pública cumple con las características propias de una oferta de 

compra (salvo en lo que dice relación con la irrevocabilidad de la misma), 

incluso como se analizó anteriormente, contiene muchas semejanzas a la de las 

                                                           
64

 “Sistema de Información de compras y contratación públicas y de otros medios para la compra y contratación 
electrónica de las Entidades, administrado y licitado por la Dirección de Compras y compuesto por software, 
hardware e infraestructura electrónica, de comunicaciones y soporte que permite efectuar los Procesos de Compra”.  
(Artículo 2 N° 29 del Decreto N° 250 del año 2004).  
65

 Ibíd. Op. Cit. p. 171 
66

 D.S. N° 250. Artículo 24. “Llamado: El llamado a presentar ofertas deberá publicarse en el Sistema de Información 
y deberá contener al menos la siguiente información: (…) 4. Fecha y hora de la recepción y apertura de las ofertas”.  
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llamadas OPAS, pero con definiciones propias del derecho público y 

administrativo. 

 En el derecho privado, para que el consentimiento se entienda formado 

es necesaria la aceptación de la oferta por parte del destinatario. Sin embargo 

en una licitación pública, si bien el interesado “acepta” participar en la 

convocatoria, el consentimiento no se entenderá formado en esta etapa. En 

efecto, es la propia Administración quien seleccionará finalmente a aquél que 

haya presentado la oferta más conveniente, adjudicándole el contrato 

respectivo. Vale decir, el consentimiento en este caso no se formará por 

una oferta y aceptación inicial, sino que mucho después, con la 

suscripción y notificación del contrato.  

 

A. 3. Formación del consentimiento en una licitación pública 

 Como lo ha explicado claramente el catedrático Francisco Saavedra, “en 

los contratos por concurso, en estricto rigor, el contrato se celebra, no con 

quien acepta las condiciones del proponente, sino con quien resulta mejor 

calificado para adjudicarse la oferta”67. 

 Lo anterior significa que en los contratos por concurso (o por licitación 

pública), el contrato final no se va a celebrar con todos los “partícipes” de la 

oferta o convocatoria, sino con quien presente la llamada “oferta más 

conveniente”, oferta que se encargará de evaluar y elegir el propio órgano 

                                                           
67

 Ibíd. Op. Cit. p. 309 
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licitante, y deberá ser a ese contratante a quien se le adjudique el contrato 

objeto de la licitación. 

 Lo particular de la formación del consentimiento en una licitación pública 

es que es la propia Administración quien “ofrece celebrar un contrato” para 

que posteriormente, ella misma sea quien “acepte o adjudique” las 

propuestas recibidas por parte de los particulares, “esta aceptación se 

verificará a través de la dictación de un acto administrativo, que podrá ser un 

decreto o una resolución, dependiendo de la autoridad facultada para ello”68. 

Recordemos que es la Ley N° 19.880 la que se encarga de definir decreto y 

resolución69. 

 En relación a lo explicado, es posible establecer que la licitación pública 

“no es un acto, sino un conjunto de actos y hechos del oferente, que 

concurren a formar la voluntad contractual. En efecto, la licitación no es el 

contrato público que celebra la administración, el contrato sea de 

suministros, obras públicas, concesiones de servicio público, u otro, surge 

de la licitación70” (El subrayado es de nuestra autoría). 

                                                           
68

 BERMUDEZ SOTO, Jorge. 2011. “Derecho Administrativo General”. Santiago, LegalPublishing, p. 220.  
69

 CHILE. Ley N° 19.880, artículo 3: El decreto supremo es la orden escrita que dicta el Presidente de la República o 
un Ministro “por orden del Presidente de la República”, sobre asuntos propios de su competencia. Las resoluciones 
son los actos de análoga naturaleza que dictan las autoridades administrativas dotadas de poder de decisión”. (El 
subrayado es nuestro).  
70

 CORREA, Isabel. 2002. “Manual de licitaciones públicas”. Instituto Latinoamericano y del Caribe de Planificación 
Económica y Social – ILPES. Dirección de Proyectos y Programación de inversiones. Santiago de Chile, p. 20. 
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 A mayor abundamiento, en el caso de la legislación española71, el Real 

Decreto Legislativo 3/2011 que aprueba el texto refundido de la Ley de 

Contratos de Sector Público, señala claramente en su artículo 27 que “los 

contratos que celebren los poderes adjudicadores se perfeccionan con su 

formalización”, estipulando luego en el numeral 2 del artículo 28 que “Los 

contratos que celebren las Administraciones Públicas se formalizarán de 

acuerdo con lo previsto en el artículo 156, sin perjuicio de lo señalado para 

los contratos menores en el artículo 111”. Pues bien, el artículo 156 de 

dicha Ley, estipula que los mencionados contratos “deberán formalizarse en 

documento administrativo que se ajuste con exactitud a las condiciones de 

la licitación (…) el contratista podrá solicitar que el contrato se eleve a 

escritura pública”, siendo fundamental dicha formalización, por cuanto el 

numeral 5 del mencionado artículo expresa que “No podrán iniciarse la 

ejecución del contrato sin su previa formalización”, exceptuando los casos 

de tramitación de emergencia indicados en el artículo 113 de la referida Ley.  

 Importante es también destacar los numerales 4 y 5 de la señalada 

disposición legal. El primero de ellos se refiere al caso en que por causas 

imputables al adjudicatario no se hubiese formalizado (o perfeccionado) el 

contrato dentro del plazo correspondiente, en este caso señala la ley que “la 

Administración podrá acordar la incautación sobre la garantía definitiva del 

                                                           
71

 En la presente Memoria se citará a menudo y a modo de comparación la legislación y jurisprudencia 
administrativa española, pues fue uno de los principales modelos en los cuales se basó nuestro procedimiento 
administrativo actual como puede apreciarse en la Historia de la Ley N° 19.880. 
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importe de la garantía provisional que, en su caso hubiese exigido”. El 

numeral 5 se refiere al caso contrario, vale decir, en el que el contrato no se 

hubiese perfeccionado dentro del plazo fijado pero esta vez por causas 

imputables a la Administración. En este caso señala la Ley que “se 

indemnizará al contratista de los daños y perjuicios que la demora le 

pudiera ocasionar”. 

 Por otro lado, la doctrina administrativista argentina, también se ha 

referido a explicar el momento en que se perfecciona el contrato en una 

licitación pública. El jurista Agustín Gordillo ha explicado que “en principio, 

el contrato quedaría perfeccionado con la notificación al interesado de la 

adjudicación efectuada en su favor. Sin embargo según las distintas clases 

de contratos, la normativa aplicable establece recaudos específicos para 

cada uno de ellos”72. Así, dicho autor explica que los contratos de 

suministros, quedan perfeccionados el día en que se notifica la orden de 

compra, cuya emisión debe darse dentro del plazo de mantenimiento de la 

oferta; en el contrato de obra pública, el vínculo jurídico se perfecciona 

con la firma del contrato y con el cumplimiento de los demás requisitos 

señalados en la ley; en las privatizaciones, también debe existir un 

documento contractual que deben firmar las partes, sin poderse negociar 

con posterioridad a la adjudicación. Es importante destacar que para dicho 
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 GORDILLO, Agustín. Ob. Cit. p. 48. 
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autor, “el documento del contrato debe formar parte de los pliegos y en todo 

caso ser discutido en la misma ocasión en que se debaten los pliegos”73. 

 Otro jurista trasandino, Miguel Marienhoff, explica que “el principio o 

regla en materia de contratos administrativos, realizados mediante el trámite 

de licitación, es que los mismos se perfeccionan con la notificación de la 

adjudicación al proponente que resultó adjudicatario. La excepción, que 

entonces requiere texto expreso, consiste en que el perfeccionamiento del 

contrato requiere la redacción de un documento especial”74.   

 En nuestra doctrina, muchos juristas han escrito sobre este tema. Uno de 

ellos, el profesor y actual Contralor General de la República, Jorge 

Bermúdez Soto ha explicado claramente que “a diferencia de lo que ocurre 

en el Derecho Civil, en que los contratos se perfeccionan al mismo momento 

de la formación del consentimiento de las partes, en el Derecho público, la 

voluntad de la Administración se manifiesta al dictar el correspondiente acto 

de autoridad que sanciona el acuerdo, y una vez que aquél ha sido 

totalmente tramitado”75. Por tanto, continúa el citado autor, “luego de dictar 

el decreto o resolución respectivo, la autoridad debe remitir, si procediere, el 

acto a la CGR para que ésta efectúe el trámite de toma de razón, a través 

del cual se revisará la legalidad del acto. A continuación, el acto deberá 
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 Ibíd.  
74

 MARIENHOFF, Miguel. “Tratado de derecho administrativo”. Contratos de la Administración Pública. Teorías 
general y de los contratos en particular. Buenos Aires, Tomo III A. Editorial Abeledo Perrot, 1977, p. 99.  
75

 BERMÚDEZ, Jorge. Op. Cit., p. 221.  
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notificarse al contratante, y en el caso del contrato de concesión de obra 

pública, debe publicarse (D.F.L. N° 900 de 1996, arts. 8° y 25 inc. 2°)”76.  

 Otro autor nacional, el profesor Claudio Moraga, explica que “el 

perfeccionamiento del contrato administrativo dependerá de la forma que 

prescriba la ley en cada caso particular o, en su defecto, de la decisión que 

adopte el ente licitante en cada oportunidad”77. Así, continúa el autor, y a 

modo de ejemplo, explica la forma de perfección de distintos contratos 

administrativos, los que pasan a detallarse brevemente a continuación. 

1) En el caso de la municipalidades que han dado en concesión el 

subsuelo de bienes nacionales de uso público o bienes 

municipales, “formalizan el contrato mediante la elaboración de un 

verdadero documento contractual que es suscrito por el alcalde y por 

el apoderado del adjudicatario, el que, junto con las bases de 

licitación, circulares aclaratorias y la oferta del particular, es 

protocolizado en una notaría, dentro de un plazo específico”78. 

2) En los contratos de concesión de servicio público, se entienden 

perfeccionados desde la publicación del decreto de adjudicación en el 

Diario Oficial y de su reducción a escritura pública por parte del 

adjudicatario.  

                                                           
76

 Ibíd. 
77

 MORAGA, Claudio. Op. Cit., p. 197. 
78

 Ibíd. 
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3) Los contratos de concesión de servicio de telecomunicaciones 

de libre recepción o de radiodifusión, se perfeccionan otorgando el 

correspondiente decreto supremo de adjudicación y tras su toma de 

razón, se procede a la publicación en el Diario Oficial.  

4) En el caso de los contratos de concesión de  Servicio Público 

Eléctrico, la concesión definitiva se otorga de manera indefinida, por 

parte de un decreto supremo del Ministerio del Interior, dictado por 

orden del Presidente de la República, debiendo dicho decreto, 

reducirse a escritura pública por el interesado antes de treinta días 

desde su publicación en el Diario Oficial.  

5) En el caso de los contratos de concesión de obra pública, primero, 

“la adjudicación se resuelve por decreto supremo del Ministerio de 

Obras Públicas, que debe llevar, además, la firma del Ministerio de 

Hacienda”79, y dicho contrato, se perfecciona con la publicación 

hecha en el Diario Oficial del decreto supremo que adjudica la 

concesión.  

6) En el caso de los contratos de obra pública, se perfeccionan y rigen 

“desde la fecha en que la resolución o decreto que aceptó la 

propuesta o adjudicó el contrato ingrese totalmente tramitado a la 

oficina de partes del Ministerio, de la  Dirección General o de alguna 
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 POBLETE VINAIXA, Julia. 2008. “Actos y Contratos Administrativos”. Colección de Manuales. Cuarta Edición. 
Santiago, Chile. LexisNexis. p. 163.  
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de las demás direcciones del MOP, según proceda”80. Luego, dentro 

de treinta días el contratante debe entregar dos copias de la 

protocolización de la transcripción de la resolución o decreto a la 

Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas, para que remita uno de los 

ejemplares a la correspondiente Dirección para su archivo.  

7) En el caso de los contratos de suministros y de prestación de 

servicios, la ley no menciona su forma de perfeccionamiento. Sin 

embargo, el artículo 4 inciso cuarto81, distingue entre adjudicación  y 

perfeccionamiento del contrato. Lo anterior, se ve complementado por 

el artículo 10 de la señalada ley, estableciendo que “el contrato 

definitivo se suscribe por la entidad licitante y por el adjudicatario, 

dentro del plazo establecido en las bases de licitación y, en su 

defecto, en los 30 días siguientes a la notificación de la 

adjudicación”82. 

A. 4. Jurisprudencia de Contraloría General de la República.  

 Nuestra Contraloría, a través de numerosos dictámenes ha analizado 

también los casos de formación de consentimiento y perfeccionamiento del 

contrato en las licitaciones públicas. 
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 MORAGA, Claudio. Op. Cit., p. 199. 
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 CHILE. Ministerio de Hacienda. 2002. Ley N° 19.886. Ley de bases sobre contratos administrativos de suministro y 
prestación de servicios.  artículo 4 inciso segundo: Cada entidad licitante podrá establecer, respecto del 
adjudicatario, en las respectivas bases de licitación, la obligación de otorgar y constituir, al momento de la 
adjudicación, mandato con poder suficiente o la constitución de sociedad de nacionalidad chilena o agencia de la 
extranjera, según corresponda, con la cual se celebrará el contrato y cuyo objeto deberá comprender la ejecución de 
dicho contrato en los términos establecidos en esta ley. (Los subrayados son de nuestra autoría).  
82

 Ibíd. Op. Cit., p. 200.  
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 Primero que todo, el organismo Contralor ha sido categórico en señalar 

que la manifestación de la voluntad del organismo licitante debe 

manifestarse de forma expresa, con la emisión del correspondiente acto 

administrativo. En efecto, la CGR ha dictaminado que “de acuerdo con el 

artículo 3° de la Ley N° 19.880 (…) en armonía con el principio de certeza 

jurídica que regula la relación de los entes públicos con sus agentes y con 

terceros, determina que no es posible concebir que el consentimiento tanto de 

la repartición como del prestador de los servicios se manifieste en forma tácita, 

como postula el reclamante (aplica criterio contenido en el dictamen N° 2.444 

de 2013)”83. 

 Por otro lado, en relación a los acuerdos entre el Concejo municipal y la 

respectiva Municipalidad para las contrataciones públicas, la Contraloría ha 

establecido que “esa oportunidad deberá ser anterior a la dictación del 

respectivo acto administrativo adjudicatorio, ya que desde ese momento nacen 

derechos y obligaciones para las partes en relación con la celebración del 

contrato”84. 

 Finalmente, respecto a la resolución que aprobó las bases 

administrativas de la licitación pública destinada a la suscripción de un convenio 

de suministro de insumos médicos, período Noviembre 2009 – Septiembre 

2010, del Hospital de Carabineros, la CGR ha estipulado que, tal como lo 

establece el artículo 63, inciso 1° del decreto N° 250 de 2004 del Ministerio de 
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 Dictamen N° 82.692 de diciembre de 2013.  
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 Dictamen N°21.140, 05 de mayo de 2006. 
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Hacienda, en el caso de adquisiciones mayores a 100 UTM, “debe 

necesariamente formalizarse el consentimiento a través de la suscripción de un 

contrato de compraventa, el que una vez aprobado a través del correspondiente 

acto administrativo, debidamente tramitado, se entenderá vigente, emitiéndose 

a partir de entonces la orden de compra”85.  

A. 5. Jurisprudencia de los Tribunales Superiores de Justicia.  

 Para finalizar este análisis, cabe destacar lo que han dicho nuestros 

Tribunales Superiores de Justicia respecto a la formación del consentimiento 

y perfección del contrato en el ámbito de la contratación administrativa y 

licitaciones públicas. 

 La Corte de Apelaciones de San Miguel86, ha fallado que “el proceso de 

licitación pública culminó con la adjudicación del contrato a la Empresa Aussicht 

Chile Limitada, formalizada mediante decreto exento de la I. Municipalidad de 

La Cisterna N° 2854, de fecha 5 de diciembre de 200”. La Corte caracteriza los 

contratos administrativos en virtud de que su proceso formativo se rodea de 

formalidades y garantías, mediante el procedimiento conocido como licitación o 

propuesta, constituyendo así, verdaderos contratos de adhesión87. Finalmente, 
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 Dictamen N°67 de enero 2010.  
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 Sentencia Rol 5.421-2006. Considerando 4°. Confirmada por la Excma. Corte Suprema. 
87

 Corte de Apelaciones de San Miguel. Rol 1350-2003. Considerando 13°: “Que estos contratos se caracterizan, 
entre otras peculiaridades, porque su proceso formativo está rodeado de diversas formalidades y garantías, desde 
sus inicios, mediante un procedimiento concursal denominado "licitación o propuesta", en las que se enuncian y 
establecen con carácter obligatorio, la mayoría de las normas que constituirán el contrato que la Administración 
ofrece celebrar con los particulares. Estos acuerdos de voluntades, como puede apreciarse, constituyen verdaderos 
contratos de adhesión, que contemplan derechos, prerrogativas y potestades que ceden en favor del ente público. 
Ellas son ajenas al principio de igualdad de las partes, que impera en el derecho común privado, y por lo mismo se 
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la Corte distingue tres etapas claras en la contratación administrativa como son: 

1) la formación del contrato, vía licitación pública; 2) El perfeccionamiento del 

mismo y 3) El contenido esencial88. 

 Finalmente, la Excma. Corte Suprema, en sentencia rol N° 9110-2009, 

de fecha 03 de julio del año 2012, acogiendo un recurso de casación en el 

fondo, y siguiendo al profesor Claudio Moraga, trata con igual significado las 

voces “celebración” y “perfeccionamiento” del contrato administrativo, 

entendiendo que éste se perfecciona luego de la formación de la voluntad 

contractual, que como se ha explicado a lo largo de este trabajo, por regla 

general, debe llamarse a una licitación pública. En dicho fallo además, la Corte 

Suprema establece que una vez celebrado el contrato administrativo, este 

es una ley para las partes, al igual que un contrato privado en base al 

artículo 1545 del Código Civil. Finalmente dicho fallo establece que, con el 

perfeccionamiento del contrato, ambas partes deben ejecutar dicho acuerdo de 

buena fe89.  

                                                                                                                                                                           
han denominado por la doctrina como "cláusulas exorbitantes", por cuanto de contenerse en contratos entre 
particulares regidos por el derecho privado serían ilegítimas. (…)”  
88

 Ibíd. Considerando 14°: Que por lo expuesto, es dable afirmar que el contrato que se ha descrito en los motivos 4º 
a 7º precedentes, celebrado por la I. Municipalidad de La Cisterna con la Sociedad Inmobiliaria e Inversiones Aussicht 
Chile Limitada es, en su formación, perfeccionamiento y contenido esencial, un contrato administrativo, celebrado 
por un Servicio Público de la Administración Municipal del Estado con un particular, para el cumplimiento de los 
fines públicos de aquél (…)”.  
89

 Corte Suprema. Sentencia Rol 9110-2009, Considerando Séptimo: “Que en doctrina se ha expuesto: "A la luz de lo 
establecido en el artículo 1545 del Código Civil, debe afirmarse que al igual que un contrato entre privados, también 
el contrato administrativo, celebrado o perfeccionado previo procedimiento de formación de la voluntad 
contractual, es una ley para los contratantes (...)". Se agrega: "el contrato se rige por las normas legales y 
reglamentarias que lo tipifican o regulan, por las normas y cláusulas de las bases de licitación, por la oferta 
adjudicada y por las demás concernientes prescripciones técnicas, generales y particulares. Con el 
perfeccionamiento del contrato, ambas partes Administración Pública y contratante particular asumen la obligación 
de ejecutar de buena fe dicho contrato y cumplir las obligaciones que se imponen para cada una de ellas. En otras 
palabras, cada parte deberá cumplir sus obligaciones en la forma contraída y deberá estarse a lo pactado, sin que le 
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B. SOBRE LA INVALIDACIÓN Y REVOCACIÓN EN UNA LICITACIÓN PÚBLICA.  

 Como se ha explicado en la sección anterior, toda convocatoria va 

precedida por la elaboración de las bases de licitación (administrativas y 

económicas) conforme a las cuales se realiza el respectivo llamado.  

 Además, en toda convocatoria deben cumplirse los siguientes requisitos 

o principios esenciales, como son: 

I. La libertad para presentarse al llamado: 

 En efecto, es una elección de cualquier persona presentarse al 

llamado, esto es, a formular sus ofertas a la convocatoria que ha 

realizado la Administración. Esta “libertad” que tienen las personas a 

presentarse en una convocatoria es lo que se conoce como 

“principio de libre concurrencia al llamado”, principio por lo 

demás, esencial de toda licitación pública.  

 Este principio jurídico se encuentra plenamente reconocido por un 

nuestra legislación como queda estipulado en el artículo 9 inc. 

segundo de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la 

Administración del Estado90. 

II. La sujeción a las bases administrativas: 

 Como lo ha reiterado en innumerable ocasiones nuestra Contraloría, 

“las cláusulas de las bases administrativas deben observarse de 

                                                                                                                                                                           
sea posible eximirse de dicho cumplimiento, sino en las circunstancias especialmente previstas en el mismo contrato 
o en la ley"  
90

 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2001. Ley N° 18.575. Artículo 9° Inciso segundo: “El 
procedimiento concursal se regirá por los principios de libre concurrencia de los oferentes al llamado administrativo 
y de igualdad ante las bases que rigen el contrato”. (El subrayado es mío)  
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modo irrestricto y constituyen la fuente principal de los derechos y 

obligaciones tanto de la Administración como de los oponentes, de 

manera que su transgresión desvirtúa todo el procedimiento”91. (El 

subrayado es de nuestra autoría) 

 Además, en el caso de las compras públicas, dicho principio alcanza 

consagración expresa en el artículo 10° inciso tercero de la Ley de 

Compras Públicas92. 

III. Igualdad ante las bases que rigen el contrato: 

 A modo de ejemplo, son manifestaciones de este principio las 

siguientes: las bases no pueden establecer diferencias arbitrarias 

entre los proponentes; pueden contratar con la Administración las 

personas naturales o jurídicas; en las licitaciones públicas cualquier 

persona podrá presentar ofertas; acciones legales correspondientes 

para toda persona natural o jurídica que tenga un interés actualmente 

comprometido; se debe solicitar a todos los oferentes la misma 

garantía, no pudiendo establecer diferencias entre los oferentes; entre 

otras. 

 Este principio encuentra su consagración en el artículo 9° de la  Ley 

18.57593, como asimismo en el artículo 20 inciso final del Reglamento 

de la Ley de Compras Públicas94. 
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 Contraloría General de la República de Chile. Dictamen N° 75.983 del año 2010. 
92

 Ley N° 19.886. Artículo 10, inciso tercero: “Los procedimientos de licitación se realizarán con estricta sujeción, de 
los participantes y de la entidad licitante, a las bases administrativas y técnicas que la regulen. Las bases serán 
siempre aprobadas previamente por la autoridad competente”. (El subrayado es mío)  
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IV. El llamado debe hacerse a través de los medios idóneos 

establecidos para tales efectos: 

 Como es posible desprender de acuerdo a una correcta interpretación 

de lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley de Compras Públicas95 en 

relación a los principios rectores de toda licitación pública, lo que se 

prioriza mediante estos mecanismos es la transparencia y publicidad 

que debe guiar todo procedimiento de licitación pública.  

 

 Como lo ha señalado Contraloría a través de números dictámenes, la 

inobservancia de los principios explicaos anteriormente, producirá la 

ineficacia de una propuesta sólo en la medida en que se constate que 

realmente la omisión tipificada: 1) Cause desmedro a los intereses estatales; 

2) Reste transparencia al proceso; o 3) Rompa el principio de igualdad de 

                                                                                                                                                                           
93

 Ley 18.575. Artículo 9. “El procedimiento concursal se regirá por los principios de libre concurrencia de los 
oferentes al llamado administrativos y de igualdad ante las ases que rigen el contrato”. 
94

 D.S. n° 250. Artículo 20 inciso final. Estas condiciones no podrán afectar el trato igualitario que las entidades 
deben dar a todos los oferentes, ni establecer diferencias arbitrarias entre éstos, como asimismo, deberán 
proporcionar la máxima información a los proveedores, contemplar tiempos oportunos para todas las etapas de la 
licitación y evitarán hacer exigencias meramente formales, como, por ejemplo, requerir al momento de la 
presentación de ofertas documentos administrativos, o antecedentes que pudiesen encontrarse en el Registro de 
Proveedores, en el caso de los oferentes inscritos”.  
95

 Ley N° 19.886. Artículo 18. Los organismos públicos regidos por esta ley deberán cotizar, licitar, contratar, 
adjudicar, solicitar el despacho y, en general, desarrollar todos sus procesos de adquisición y contratación de bienes, 
servicios y obras a que alude la presente ley, utilizando solamente los sistemas electrónicos o digitales que 
establezca al efecto la Dirección de Compras y Contratación Pública. Dicha utilización podrá ser directa o 
intermediada a través de redes abiertas o cerradas, operando en plataformas de comercio electrónico o mercados 
digitales de transacciones, sea individualmente o acogiéndose a los beneficios de los contratos marco que celebre la 
señalada Dirección. Dicha actividad deberá ajustarse a lo dispuesto en sus respectivas leyes orgánicas, en la ley de 
firma electrónica y en las normas establecidas por la presente ley y su reglamento.  
(inciso segundo) Los organismos públicos regidos por esta ley no podrán adjudicar contratos cuyas ofertas no hayan 
sido recibidas a través de los sistemas electrónicos o digitales establecidos por la Dirección de Compras y 
Contratación Pública. No obstante, el reglamento determinará los casos en los cuales es posible desarrollar procesos 
de adquisición y contratación sin utilizar los referidos sistemas (el subrayado es mío). 
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los licitantes, tal como lo ha establecido la jurisprudencia de este ente de 

fiscalización mediante el Dictamen N° 62.48396 de 2004, entre otros”97. 

 En virtud de lo anterior, “la ineficacia” que pueda tener una propuesta 

debido al incumplimiento de una o más de las formalidades que se han 

enunciado anteriormente, pueden materializarse en los siguientes actos que 

puede adoptar la Administración, como lo son: 1) Invalidar la convocatoria; 

2) revocar el llamado, o bien, 3) suspender el procedimiento licitatorio 

(estrictamente, esta última medida no deja sin efecto el procedimiento, sino 

sólo lo “suspende” temporalmente). Estas potestades administrativas las 

analizaremos pormenorizadamente a continuación:  

 

B.1. SOBRE LA INVALIDACIÓN DE UNA LICITACIÓN: 

 Primero, debemos tener presente que la invalidación de un acto emitido 

por la Administración, es materia de regulación expresa en el artículo 53 de 

nuestra Ley N° 19.88098.  
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 “(…) de manera que la inobservancia de las formalidades producirá o no la ineficacia de la propuesta de 
un oferente sólo en la medida en que se constate que realmente la omisión tipificada cause desmedro a los 
derechos del Estado, reste transparencia al proceso o rompa el principio de igualdad de los licitantes en forma que la 
conducta infractora privilegie a uno de ellos en perjuicio de los demás”.  
97

 Contraloría General de la República de Chile. Dictámenes N° 48.488 del año 2011 y 11.122 del año 
2009(En:http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?
OpenFrameset)  
98

 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley N° 19.880 Bases de los Procedimientos 
Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado. Artículo 53. Invalidación: “La 
autoridad administrativa podrá, de oficio o a petición de parte, invalidar los actos contrarios a derecho, previa 
audiencia del interesado, siempre que lo haga dentro de los dos años contados desde la notificación o publicación 
del acto. 
(inciso segundo) La invalidación de un acto administrativo podrá ser total o parcial. La invalidación parcial no 
afectará las disposiciones que sean independientes de la parte invalidada. El acto invalidatorio será siempre 
impugnable ante los Tribunales de Justicia, en procedimiento breve y sumario”. 

http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFrameset
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFrameset
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1. Definición  

 Algunos autores la han entendido como “un retiro, ya que invalidar un 

acto es retirarlo del mundo jurídico en que existe, en atención a que adolece 

de un vicio por infracción a Derecho. Lo anterior se efectúa mediante una 

manifestación de voluntad de contrario imperio al acto administrativo 

inicial”99.  

 El concepto de invalidación puede extraerse perfectamente de sus 

características: 

a) La invalidación de los actos contrarios a derecho puede ser de oficio o 

a petición de parte; 

b) Dicha invalidación podrá ser total (contra todo el procedimiento), o 

bien, parcial (contra uno o más actos determinados); 

c) Para ello, es necesario previamente que el interesado tenga derecho 

a presentar sus descargos contra la decisión administrativa (“previa 

audiencia”); 

d) El ejercicio de la acción para declarar un acto inválido tendrá como 

plazo fatal el término de dos años desde la publicación o notificación 

del acto; 
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 LARA, José Luis y GUERRERO, Gonzalo. 2011. “Aspectos críticos de la invalidación administrativa en la Ley N° 
19.880: Análisis en la jurisprudencia de la Contraloría General de la República a 8 años de su vigencia”. Revista de 
Derecho Escuela de Postgrado. Facultad de Derecho, Universidad de Chile (1):17-44 
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e) Siempre se podrá recurrir a la justicia ordinaria para ejercer las 

acciones que se estimen convenientes contra la decisión 

invalidatoria de la Administración.  

 Complementando lo dispuesto en el artículo anteriormente citado, la 

CGR ha dicho que “(…) no es sólo una facultad sino también deber de todo 

órgano de la Administración invalidar sus actos administrativos contrarios a 

derecho. Así resulta de lo expresamente previsto en los incisos primero y 

segundo del artículo 6° de la Constitución Política de la República (…) al 

margen de que también se consagra el mismo principio en el artículo 53 de 

la LBPA que contempla dicha potestad”100. 

 Por lo demás, se debe tener presente que nuestra CGR en numerosos 

dictámenes101 ha sido enfática en señalar que la potestad invalidatoria 

corresponde a la Administración Activa y no a dicho organismo contralor.  

 

2. Invalidación y Nulidad de Derecho Público 

 La nulidad de derecho público se basa en un argumento doctrinario 

elaborado bajo la Constitución de 1980 y que durante muchos años tuvo 

influencia en la doctrina y jurisprudencia. Esta concepción asume que la 

nulidad de derecho público es una de carácter constitucional (por regulación 

y contenido, negando su aplicación del derecho civil), de pleno derecho, 

insubsanable e imprescriptible.  

                                                           
100

 Contraloría General de la República de Chile. Dictamen N° 53.290 del año 2004.   
101

 Dictámenes N° 5.387 y 35.681 del año 2009; 28.097 y 64.271 del año 2011.  
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 En efecto, para algunos autores, la nulidad de derecho público fue 

establecida como el mecanismo fundamental para eliminar del ordenamiento 

jurídico los actos dictados en contravención a la Constitución, opera de 

pleno derecho, por el solo ministerio de ella, tan pronto como se incurra en 

tal infracción102. 

 Sin embargo, otros autores han explicado que desde principios del año 

2000, la Corte Suprema ha mantenido una regularidad a través de una serie 

de sentencias que en resumen afirman que a) el texto constitucional no 

regula la nulidad de pleno derecho y por tanto debe declararse 

judicialmente; b) la nulidad no es la única sanción que puede afectar al acto; 

c) no constituye un juicio de constitucionalidad sobe el acto; d) opera 

solamente contra los vicios del inciso 1° del artículo 7 de la Carta 

Fundamental; e) es prescriptible conforme a las reglas generales103. 

 En efecto, “podrán advertirse semejanzas y diferencias entre la 

invalidación y la nulidad, las que a su vez se entremezclan tratándose del 

antecedente mismo de ambas, esto es, la contravención a Derecho, toda 

vez que la invalidación importa una causal genérica de contravención a 

Derecho dispuesta en el contexto de la regulación prevista en la Ley 19.880, 

sobre Procedimiento Administrativo”104. 

                                                           
102

 SOTO KLOSS, Eduardo. 1997. La Nulidad de Derecho Público: Su Actualidad. Revista de Derecho de la Universidad 
Católica de Valparaíso (XVII): 347-355. 
103

 CORDERO Vega, Luis. “Notas sobre la Invalidación y la Nulidad de Derecho Público” (s.a.) En línea https://www.u-
cursos.cl/derecho/2011/1/D123A0632/3/material_docente/bajar?id_material=349155  p. 11. 
104

 LARA, José Luis y GUERRERO, Gonzalo. Ob. Cit., p. 38. 

https://www.u-cursos.cl/derecho/2011/1/D123A0632/3/material_docente/bajar?id_material=349155
https://www.u-cursos.cl/derecho/2011/1/D123A0632/3/material_docente/bajar?id_material=349155
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 En efecto, por una parte la nulidad de derecho público, importa el preciso 

efecto jurídico que la Constitución ha previsto para aquellos actos que la 

contravienen (investidura; competencia y procedimiento) conforme al artículo 

7 del referido texto Constitucional105, y a diferencia de la invalidación, la 

referida acción debe conocerse en un juicio de lato conocimiento, seguido 

ante los juzgados civiles competente, y por ende, importa un acto 

jurisdiccional que la declare y/o constate su concurrencia.  

 Por otro lado, como se ha mencionado anteriormente, la Invalidación se 

encuentra expresamente establecida en la Ley N°. 19.880, sin embargo, el 

referido cuerpo legal no reglamenta esta institución latamente, ni en cuanto 

a su procedimiento ni en cuanto a los actos que podrían ser invalidados, por 

el contrario, consagra más bien un régimen común de invalidación 

administrativa, referido a una causal única expresada en la fórmula amplia 

de ser el acto “contrario a derecho”.  

 Cabe destacar finalmente, y como se explicará a continuación, en opinión 

de algunos autores, no es posible “disponer de la invalidez y nulidad de 

actos administrativos cuando estos han producido efectos en el patrimonio 

de los ciudadanos que se relacionan con la administración (…)”106. 

 

                                                           
105

 Constitución Política de la República. Artículo 7º.- “Los órganos del Estado actúan válidamente previa 
investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley (inc. primero). 
Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias 
extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la 
Constitución o las leyes (inc. segundo). Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las 
responsabilidades y sanciones que la ley señale (inc. tercero)”.  
106

 CORDERO Vega, Luis. “Notas sobre (…)”. Ob. Cit. p. 20. 
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3. Límites a la potestad invalidatoria de la Administración 

 Para responder a las preguntas que surgen en esta sección, como son 

¿puede la Administración invalidar una licitación pública una vez que se ha 

adjudicado? ¿Bajo qué causales? ¿La invalidación debe ser total o puede 

ser parcial?, debemos antes que todo, mencionar y explicar cada uno de los 

límites que tiene esta potestad invalidatoria de la Administración. Dichos 

límites configurarían los casos en que la Administración no podría invalidar 

un llamado a licitación. Éstos son los siguientes107: 

1) La Potestad subsanadora del artículo 13 inciso final de la Ley N° 

19.880 

 Esta potestad dice relación con el llamado “principio de 

conservación” introducido por la doctrina comparada. “De acuerdo a 

este principio, el ordenamiento jurídico propugna la mantención de 

todos aquellos actos que, pese a infringir la legalidad, son capaces de 

cumplir con la finalidad que el legislador ha previsto al crear la 

competencia”108. 

 Lo anterior, se ve reforzado con lo dispuesto en el artículo 13 de la 

Ley N° 19.880109, que establece que, por regla general, el vicio de 

                                                           
107

 Dichos límites a la potestad invalidatoria de la Administración son los mencionados y explicados en el excelente 
trabajo de MOLINA PÉREZ DE CASTRO, Francisco Javier. 2011. “Revisión crítica de la invalidación regulada en la Ley 
N° 19.880”. Memoria para optar al grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales. Santiago, Universidad de 
Chile. Facultad de Derecho. Pp. 45 y ss.  
108

 Ibíd., Op. Cit. p. 45 
109

 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley N° 19.880. Artículo 13. “Principio de la no 
formalización. El procedimiento debe desarrollarse con sencillez y eficacia, de modo que las formalidades que se 
exijan sean aquéllas indispensables para dejar constancia indubitada de lo actuado y evitar perjuicios a los 
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procedimiento o de forma no afecta la validez del procedimiento, 

salvo que recaiga en algún requisito esencial del mismo y genere 

perjuicio al interesado. Por lo demás, se estipula expresamente que la 

Administración podrá subsanar los vicios de que adolezcan los actos 

que emita, siempre que con ello no se afecten intereses de terceros.  

 De acuerdo a los criterios anteriormente expuestos, es posible 

establecer que para determinar cuáles vicios son o no esenciales, 

sumado al perjuicio del interesado, se debe atender a la función o 

finalidad del requisito en relación con el acto. Así, “será esencial 

cuando no sea capaz de cumplir satisfactoriamente con los fines de 

interés general que le son prescritos por el ordenamiento jurídico”110. 

 En virtud de lo dicho en el punto anterior, es posible establecer que 

en un “llamado a licitación pública” el vicio será esencial, y por ende, 

su consecuencia será la invalidación del acto administrativo, cuando 

afecte los principios esenciales de toda convocatoria, como son 

principalmente: la libertad para presentarse al llamado; la estricta 

sujeción a las bases; la igualdad ante las bases y la publicación 

del “llamado” en los medios idóneos previstos.  

                                                                                                                                                                           
particulares (inc. primero).  El vicio de procedimiento o de forma sólo afecta la validez del acto administrativo 
cuando recae en algún requisito esencial del mismo, sea por su naturaleza o por mandato del ordenamiento jurídico 
y genera perjuicio al interesado (inc. segundo). La Administración podrá subsanar los vicios de que adolezcan los 
actos que emita, siempre que con ello no se afectaren intereses de terceros (inc. tercero y final)”. (El subrayado es 
nuestro) 
110

 MOLINA, Francisco Javier. Op.  Cit. p. 47 
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 Por el contrario, una convocatoria no debería declararse inválida 

cuando afecte a requisitos meramente formales que puedan ser 

subsanados por la Administración y no generen perjuicio al 

interesado. Por ejemplo: 

i. En el caso que las propias bases de licitación contemplen 

fórmulas o mecanismos para salvar errores u omisiones de las 

ofertas presentadas. Así lo ha reconocido nuestra CGR: “Como 

puede advertirse, no toda omisión debiera necesariamente 

conducir a la exclusión de una oferta del proceso de licitación, 

pues las bases contemplaron expresamente una alternativa para 

subsanar vicios u omisiones, cuando no afecten lo sustancial del 

proceso. (…) la omisión denunciada reviste un carácter formal y 

no constituye un error esencial que afecte la validez de la oferta 

(…)”111. 

ii. En el mismo sentido, no invalida una convocatoria el hecho que un 

oferente haya incurrido en errores numéricos en su oferta que 

forman una mínima parte del total de datos que ésta debía 

contener. En efecto, “(…) los errores cometidos en los Anexos D.2 

y E.4, (…) no pudieron constituir un error esencial que impida una 

adecuada inteligencia de los bienes y servicios ofertados, toda vez 

                                                           
111

 Dictamen N° 25.330 del 25 de abril de 2013. 



58 
 

que sólo se trata de un defecto dentro de un número considerable 

de datos que el proponente debía ingresar en su oferta (…)”112. 

iii. La CGR ha dictaminado también que en el caso que no se realice 

la publicación del aviso en el medio específico contemplado en la 

ley, por el hecho de que se publique en otros medios de amplia 

difusión nacional y en los sitios electrónicos del organismo 

Licitante, cumple con los principios de publicidad y transparencia 

de los actos administrativos (Dictamen N° 49.751 del 08 de agosto 

del año 2011)113. Este dictamen puede ser merecedor de críticas, 

por cuanto cabe la posibilidad de que produzca algún tipo de 

perjuicio en los interesados. 

iv. En general, diremos que el vicio formal NO afecta la validez del 

procedimiento cuando: 

a. Beneficie el resguardo de otros principios114; 

b. No genere perjuicios a los demás oferentes115; 

                                                           
112

 Dictamen N° 60.430 del 12 de octubre de 2010 
113

 “Al respecto, cabe señalar que si bien la aludida publicación no se llevó a efecto, lo cierto es que de los 
antecedentes examinados se ha podido verificar que la convocatoria al proceso de selección en cuestión fue 
divulgada en un diario de circulación nacional, poniéndose, además, a disposición de los eventuales participantes 
toda la información pertinente en los sitios electrónicos tanto de la mencionada Cartera Ministerial como de la 
repartición convocante, dándole con ello la debida difusión al procedimiento concursal de que se trata, con lo que se 
ha cumplido con el principio de publicidad y transparencia de los actos administrativos consagrado en el artículo 16 
de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos 
de la Administración del Estado”. (El subrayado es de nuestra autoría)  
114

 Sentencia Rol 16-2008 del Tribunal de la Contratación Pública. Considerando 13: “(…) como lo fue en este caso, 
respecto de la transparencia del proceso y de la igualdad de los concurrentes”. En el mismo sentido, Sentencia Rol 
78-2007.  
115

 Ibíd. Considerando N° 15: “Que, por otra parte, el error de forma en que incurrió la empresa impugnada y que la 
autoridad calificó como de escritura, no generó perjuicio a ninguno de los otros oferentes, puesto que al no verse 
alterado el precio ofertado en el Presupuesto de la Obra, hizo que su oferta se mantuviera en similares condiciones 
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c. No afecte aspectos esenciales de la licitación116; 

d. No genere perjuicio a ninguno de los oferentes117; 

e. No genere una situación de privilegio o ventaja respecto de los 

demás contratantes118. 

2) La invalidación parcial 

 Este límite a la “invalidación total” del procedimiento licitatorio, se 

encuentra expresamente garantizado en el artículo 53 inciso 

segundo de la Ley N° 19.880119.  

 El criterio fundamental es el fin mismo del acto administrativo. En 

virtud de esto, “si el sentido, alcance y fin del acto administrativo se 

cumple para el destinatario, aun cuando el acto sea susceptible de 

invalidarse, la administración no deberá invalidarlo”120. 

 En el caso de una licitación pública, por ejemplo, si el vicio afecta a la 

publicación de las bases (siempre que el vicio no sea esencial como 

se explicó anteriormente), no debiera invalidarse per se toda la 

convocatoria, puesto que si bien la publicación de las bases es una 

                                                                                                                                                                           
frente a la de los demás proponentes, no viéndose con ello afectado el principio de igualdad de los concurrentes 
(…)”.  
116

 Sentencia Rol 48-2010 del Tribunal de la Contratación Pública, Considerando 18°: “(…) se admite la corrección de 
aspectos formales, que no afecten el principio de igualdad de los oferentes, ni aspectos esenciales, como lo son las 
garantías que caucionen las obligaciones de los participantes en licitaciones superiores a 1.000 UTM, características 
que a juicio del Tribunal, si reúne el incumplimiento en que incurrió la demandante”.  
117

 Sentencia Rol 83-2006 del Tribunal de la Contratación Pública, Considerando 17°: “(…) resulta indudable que el 
error de forma en que incurrió la empresa (…) no generó perjuicio a ninguno de los otros oferentes, puesto que su 
oferta económica se evaluó en iguales condiciones en relación a las de los demás proponentes, de manera que con 
ello no se afectó el principio de igualdad de los concurrentes (…)”.  
118

 Ídem. ““(…) resulta indudable que el error de forma en que incurrió la empresa (…) tampoco produjo una 
situación de privilegio, así como tampoco le generó ventaja respecto de los otros concursantes”. 
119

 Ley 19.880. Artículo 53 inciso segundo: “La invalidación de un acto administrativo podrá ser total o parcial. La 
invalidación parcial no afectará las disposiciones que sean independientes de la parte invalidada”.  
120

 MOLINA, Francisco Javier. Op. Cit. p. 48 
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formalidad esencial de todo “llamado a licitación”, dependiendo de la 

“gravedad” del vicio podría este ser subsanado por la Administración 

(puesto que una situación es derechamente no publicarse y la otra, 

publicarse erróneamente, pudiendo subsanar tal vicio) sin tener que 

incurrir en nuevos recursos para llamar a una “nueva convocatoria”, lo 

cual además, resultaría poco eficiente para el interés social.  

3) Plazo fatal de dos años 

 Respecto de este límite temporal a la invalidación, algunos autores lo 

han calificado como un plazo de caducidad y no de prescripción. 

Esto es relevante por cuanto, de considerarse un plazo de 

“prescripción”, procedería la suspensión y/o interrupción de dicho 

plazo por el solo acto de solicitar la invalidación. Por el contrario, dado 

que es un plazo de caducidad “(…) atiende únicamente al hecho 

objetivo del transcurso del plazo, importaría la improcedencia tanto de 

la interrupción como de la suspensión (…) por lo que transcurridos los 

2 años expiraría irredarguiblemente el plazo para invalidar”121. 

 Importante es destacar que este plazo se cuenta desde la notificación 

(actos particulares) o publicación (actos generales) del acto.  

 En el caso de una convocatoria, obviamente el plazo corre desde la 

publicación del aviso en el Diario Oficial (por regla general) en los 

                                                           
121

 LARA, José Luis y GUERRERO, Gonzalo. Op. Cit. p. 36 
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diarios de circulación  nacional o en los medios electrónicos 

establecidos en las propias bases.  

4) Límites al efecto retroactivo de la invalidación 

 El problema surge en este caso con el artículo 52 de la Ley N° 

19.880122 que consagró expresamente la “irretroactividad” de los 

actos administrativos, toda vez que la invalidación es también un acto 

administrativo, y ya vimos que, como toda nulidad, sus efectos son 

retroactivos.  

 Sin embargo, el artículo mencionado anteriormente contempló dos 

excepciones expresas. Vale decir, el acto administrativo tendrá 

efectos retroactivos cuando: a) produzcan consecuencias favorables 

para los interesados, b) no lesione derechos de terceros. De acuerdo 

a esto y al principio de legalidad al que está sujeto todo Órgano del 

Estado, la invalidación vendría a tener este carácter de 

“excepción” a la regla general que es la irretroactividad.  

 De acuerdo a lo anterior, ha sido la doctrina y la jurisprudencia 

quienes se han encargado de mencionar y explicar los límites al 

efecto retroactivo de la invalidación, los cuales serían los siguientes: 

i. Derechos adquiridos; 

o Si bien, este concepto se consagró como un límite a la 

revocación de los actos, la jurisprudencia administrativa lo ha 

                                                           
122

 Ley 19.880. Artículo 52. “Retroactividad. Los actos administrativos no tendrán efecto retroactivo, salvo cuando 
produzcan consecuencias favorables para los interesados y no lesionen derechos de terceros”. 
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hecho aplicable también como límite a la potestad 

invalidatoria123 124.  

o Se ha dicho ya de manera unánime, que con la presentación 

de las propuestas por parte de los interesados no se generan 

derechos adquiridos a favor de ellos. Los derechos y 

obligaciones tanto para la Administración como para los 

proponentes recién se generan y se adquieren con el acto de 

adjudicación de la licitación. 

o Una visión más restringida establece que dichos derechos y 

obligaciones sólo se adquieren con la notificación de la 

adjudicación a los proponentes125, que es la posición 

sustentada, como se explicará más adelante, por la mayor 

parte de la jurisprudencia y doctrina administrativa. Sin 

embargo es criticable esta idea por cuanto los efectos de la 

formación del consentimiento quedarían al arbitrio de la 

Administración, pudiéndose utilizar muchas veces para 

perjudicar a los particulares.  

                                                           
123

 Los límites que a continuación se mencionan, son los explicados en el artículo de los autores LARA, José Luis y 
GUERRERO, Gonzalo. Ob. Cit. pp. 23 y ss.  
124

 Dictamen N° 7.348 del año 2008: “el ejercicio de la potestad invalidatoria de los actos administrativos debe ser 
armonizada con los principios generales informadores del ordenamiento jurídico, como son la buena fe y la 
seguridad o certeza jurídica (…) En este sentido, debe considerarse la conveniencia de proteger a las personas que 
han actuado de buena fe y la de mantener la estabilidad de las situaciones originadas al amparo de actos irregulares 
de la Administración (…)”. En el mismo sentido se pronuncian los Dictámenes N° 16.238 del año 2007 y 7.941 del año 
2006. 
125

 MANTERO, Elías. Op. Cit. p. 146 establece que para algunos autores (interpretación que por lo demás tampoco 
comparte el autor) “la adjudicación otorga el derecho a reclamar a la Administración que contrate, pero no hace 
surgir el contrato, en tanto todavía no hay consentimiento por la ausencia de notificación”.  
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ii. Buena fe; 

o La doctrina ha entendido que este límite a la potestad 

invalidatoria se encuentra reconocido con anterioridad a la 

vigencia de la Ley N° 19.880. Situación que ha reconocido 

expresamente la jurisprudencia de la CGR126.  

iii. Seguridad jurídica; 

o Este límite al efecto retroactivo de la invalidación también ha 

sido reconocido expresamente por la jurisprudencia de la 

CGR127. 

iv. Confianza legítima; 

o Es el resguardo que debe dar el Juez al ciudadano frente a la 

Administración, en cuanto ésta ha venido actuando de cierta 

manera y lo seguirá haciendo bajo las mismas circunstancias. 

o Dicho límite también ha sido reconocido por la CGR128. 

o Sin embargo, este límite a la potestad invalidatoria ha sido 

rebatido por parte de la doctrina dado que “no siempre es un 

valor positivo la preservación de una determinada estabilidad o 

                                                           
126

 Dictamen N° 8.085 del año 2009: “(…) debe entenderse restringido el límite a la potestad invalidatoria de la 
Administración cuando el acto administrativo ilegal atenta contra los principios de la seguridad jurídica o la certeza 
derivada de ella y la buena fe de los terceros involucrados, esto  es, la creencia de encontrarse en una situación 
regular y legítima”. (El subrayado es del autor) 
127

 Ibíd. (…) no resulta posible aplicar la sanción de nulidad cuando ella produce efectos más perniciosos que los que 
se intentan evitar con esa medida, puesto que de lo contrario, se atentaría contra principios elementales de 
seguridad de las relaciones jurídicas, advirtiéndose la conveniencia de proteger a las personas que han actuado de 
buena fe (…)” (El subrayado es del autor). En el mismo sentido anterior se pronuncia el Dictamen N° 12.500 del año 
2002.  
128

 Dictamen N° 48.554 del año 2004. “(..) no todo vicio conduce necesariamente a la invalidación de los actos 
administrativos (…) el municipio debe considerar (…) la confianza en los actos de la Administración, lo que no puede 
aprovecharse de su propia negligencia”. (Subrayado añadido) 
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inmovilidad de las situaciones jurídicas (…) esa predictibilidad 

debe lidiar junto al legítimo interés de la comunidad de ir 

modificando sus normas jurídicas para ir avanzando hacia 

regulaciones más justas y mejores (…)”129.   

v. Prescripción adquisitiva; 

o En este sentido se pronuncian claramente los dictámenes de la 

CGR números 17.563 del año 2008130 y 4.350 del año 2008, 

así como también dictámenes anteriores números 42.506 del 

año 2004 y 23.942 del año 2003. 

 

B.2. SOBRE LA REVOCACIÓN EN UNA LICITACIÓN PÚBLICA: 

 La Ley de Bases de Procedimientos Administrativos se encarga 

expresamente de regular “la revocación” de los actos administrativos en el 

artículo 61131, correspondiente al párrafo 4° del Cap. IV “Revisión de los actos 

administrativos”.  

 

                                                           
129

 LETELIER W., Raúl. (2014). “Contra la Confianza Legítima como Límite a la Invalidación de Actos Administrativos”. 
Revista Chilena del Derecho. Vol. 41(2): 609-634. 
130

 “(…) la existencia de un vicio que pudiera producir la invalidación de un acto de concesión de un beneficio, no 
impide que éste se incorpore irrevocablemente al patrimonio de su titular por el vencimiento de los plazos de 
prescripción adquisitiva, dado que habiendo transcurrido (…) se han extinguido todas las acciones que se pudieron 
ejercer en su momento para cuestionar la validez de dicho acto”. 
131

 Ley N° 19.880. Artículo 61. “Procedencia. Los actos administrativos podrán ser revocados por el órgano que los 
hubiere dictado. 
La revocación no procederá en los siguientes casos: 
a) Cuando se trate de actos declarativos o creadores de derechos adquiridos legítimamente; 
b) Cuando la ley haya determinado expresamente otra forma de extinción de los actos; o 
c) Cuando, por su naturaleza, la regulación legal del acto impida que sean dejados sin efecto”.  (El subrayado es del 
autor)  
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1. Definición 

 La doctrina ha explicado que, “la revocación, a diferencia de la 

invalidación, es el retiro del acto administrativo, o su eliminación por razones 

de bien común o interés público. El acto se adecua a la legalidad, pero la 

Administración decide dejarlo sin efecto por causal de mérito, oportunidad o 

conveniencia”132. 

 En la misma línea anterior, nuestra CGR ha definido la revocación en los 

siguientes términos: “la jurisprudencia de esta Entidad de Control, contenida, 

entre otros, en el dictamen N° 26.178, de 2013, ha establecido que la 

revocación consiste en dejar sin efecto un acto por la propia 

Administración mediante uno nuevo de contrario imperio, en caso que 

aquel vulnere el interés público general o específico de la autoridad 

emisora, debiendo fundarse en razones de mérito, conveniencia u 

oportunidad, entendiéndose limitada por la consumación de los alcances 

del mismo o por la existencia de derechos adquiridos”133. (Destacado 

añadido) 

2. Fundamentos de la potestad revocatoria 

 Como lo da a conocer el dictamen citado anteriormente, la  jurisprudencia 

de nuestra CGR ha sido unánime en establecer que la potestad revocatoria 

de la autoridad administrativa se fundamenta en razones de mérito, 

conveniencia u oportunidad. 

                                                           
132

 POBLETE VINAIXA, Julia. Ob. Cit., p. 65. 
133

 Dictamen N° 462 del 03 de enero del año 2014.  
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 Parte de la doctrina ha expresado que “la revocación aparece única y 

exclusivamente sustentada en la puesta en juego por parte de la 

Administración de motivaciones o juicios de oportunidad, en definitiva, de 

valoraciones subjetivas al decidir cuándo la necesaria satisfacción del 

interés público obliga a revocar un acto”134 (Destacado es del autor).  

 Otra parte de la doctrina, ha defendido con muy buenos argumentos 

también la posición que plantea el hecho que Contraloría puede y debe 

revisar las decisiones de la Administración cuando haga uso de su potestad 

revocatoria por razones de mérito, oportunidad o conveniencia. Así se ha 

dicho que “la autoridad contralora debe revisar los aspectos de mérito, 

oportunidad y conveniencia de las decisiones administrativas en función de 

la finalidad positivizada, como es, la atención/satisfacción de la necesidad 

pública respectiva, en un marco de continuidad, permanencia, eficacia, 

eficiencia, racionalidad, razonabilidad y proporcionalidad que el derecho 

impone”135. 

3. Limitaciones a la potestad revocatoria de la Administración 

 El artículo 61 de la Ley N° 19.880 señala expresamente tres causales 

que hacen improcedente la revocación. Éstas son: 

                                                           
134

 FORTES MARTIN, Antonio. ESTUDIO SOBRE LA REVOCACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Revista Derecho 
(Valdivia) [online]. 2006, vol.19, n.1 [citado  2014-12-19], pp. 149-177. Disponible en: 
http://www.scielo.cl/scielo.php?pid=S0718-09502006000100007&script=sci_arttext#n13  
135

 MORALES E. Baltazar. 2012. “El Mérito, Oportunidad y Conveniencia en la Contraloría General de la República”. La 
Contraloría General de la República. 85 años de vida institucional (1927-2012). Pp. 207-221. Disponible En: 
http://www.contraloria.cl/NewPortal2/portal2/ShowProperty/BEA%20Repository/Portal/Informacion/Aniversario85
.pdf 
 

http://www.scielo.cl/scielo.php?pid=S0718-09502006000100007&script=sci_arttext#n13
http://www.contraloria.cl/NewPortal2/portal2/ShowProperty/BEA%20Repository/Portal/Informacion/Aniversario85.pdf
http://www.contraloria.cl/NewPortal2/portal2/ShowProperty/BEA%20Repository/Portal/Informacion/Aniversario85.pdf
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a. Cuando se trate de actos declarativos o creadores de derecho 

adquiridos legítimamente; 

b. Cuando la ley haya determinado expresamente otra forma de 

extinción de los actos; o 

c. Cuando, por su naturaleza, la regulación legal del acto impida que 

sean dejados sin efecto.  

 La doctrina administrativista plantea que en nuestro derecho ha existido 

una evolución tanto respecto de la revocación, como de la invalidación. La 

corriente inicial136, se circunscribía en una concepción fuertemente potestativa 

del derecho público, que era favorable a la invalidación por motivos de 

ilegalidad, y favorable a la revocación por motivos de mérito o conveniencia. 

 La segunda corriente, descarta la revocación en el caso que el acto 

administrativo genere consecuencias patrimoniales para terceros. En efecto, los 

autores de esta segunda corriente expresaban que “como nadie puede ir contra 

sus propios actos (…) a la autoridad le está vedado retirar dichas decisiones 

cuando los supuestos vicios o anomalías jurídicas que los afectaría no 

provienen de un hecho imputable al interesado, sino que obedecen a un error 

cometido por esa misma autoridad (…)”137. 

                                                           
136

 ARÓSTICA M. Iván. 2003. “La intangibilidad de los actos administrativos favorables como límite a la revocación e 
invalidación de oficio”. En: CONFERENCIAS SANTO Tomás de Aquino; 19 de noviembre de 2003. Santiago, 
Universidad Santo Tomás, Escuela de Derecho, Academia de Derecho. P. 65 
137

 Ibíd., p. 66 
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 A mayor abundamiento, en igual sentido se pronuncia la legislación 

administrativa española138 con la acotación que la potestad revocatoria de la 

Administración se encuentra aún más limitada que en nuestra legislación. En 

efecto, en dicha legislación se establece, por regla general, sólo la revocación 

de los actos administrativos de gravamen o desfavorables, siempre que dicha 

revocación: a) no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes; b) 

no sea contrario al principio de igualdad; c) no sea contrario al interés público; y 

d) no sea contrario al ordenamiento jurídico. 

4. ¿Desasimiento administrativo como límite a la potestad 

revocatoria? 

 El desasimiento es una institución consagrada expresamente en nuestro 

derecho procesal civil, específicamente en el artículo 182 del Código de 

Procedimiento Civil139.   

 Al respecto es interesante explicar la relación entre ambas instituciones 

(revocación y desasimiento), dado que como se ha explicado, en virtud de la 

potestad revocatoria que tiene la Administración activa, ésta puede dejar sin 

efectos sus propios actos, sin embargo cabe preguntarse lo siguiente: 

                                                           
138

 ESPAÑA. Jefatura del Estado. 1992. Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Artículo 105. “Revocación de actos y 
rectificación de errores. 1. Las Administraciones públicas podrán revocar en cualquier momento sus actos de 
gravamen o desfavorables, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, 
o sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico. 2. Las Administraciones 
públicas podrán, asimismo, rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia de los interesados, los errores 
materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos”. (el subrayado es mío) 
139

 Artículo 182: “Notificada una sentencia definitiva o interlocutoria a alguna de las partes, no podrá el tribunal que 
la dictó alterarla o modificarla en manera alguna. (…)”.  
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¿puede la administración dejar sin efectos sus actos una vez que han sido 

notificados?  

 La respuesta de nuestra CGR ha sido afirmativa, es más, de manera 

unánime sus dictámenes han expresado que el desasimiento no procede en 

el derecho administrativo, y por tanto, esta institución no sería un límite a la 

potestad revocatoria. Al respecto, ilustradores son los dictámenes números 

33926 del año 1995140; 18662141 y 77071142 del año 2010 y 76788 del año 

2013143.  

 

C. ¿SE AJUSTA A DERECHO EL HECHO QUE LA ADMINISTRACIÓN REVOQUE O INVALIDE 

UNA LICITACIÓN PÚBLICA UNA VEZ QUE SE HA ADJUDICADO? ¿BAJO QUÉ 

CAUSALES? 

 

C.1. EN CUANTO A LA REVOCACIÓN: 

 Por regla general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley N° 

19.880 anteriormente citado, la revocación es válida por motivos de 

                                                           
140

 Dictamen N° 33926 del 26 de octubre de 1995: “(…) en el ámbito del derecho administrativo no cabe aplicar los 
conceptos de ejecutoriedad, cosa juzgada y desasimiento con el mismo sentido y alcance que se les otorga en el 
campo del derecho privado, ya que en esta materia rige como principio general aquel, según el cual, los actos 
administrativos son esencialmente revocables. 
141

 Dictamen N°18.662 del 09 de abril del año 2010: “El desasimiento (…) establecido en el artículo 182 del Código de 
Procedimiento Civil, no se aplica a los dictámenes de la Contraloría General de la República, por cuanto éstos son 
actos que emanan de un órgano administrativo y no de un tribunal de justicia”.  
142

 Dictamen N° 77.071 del 21 de diciembre del 2010: El desasimiento “no cabe aplicarlo en el ámbito del derecho 
administrativo, puesto que los actos que emanan de la Administración tienen una naturaleza absolutamente distinta 
al de las resoluciones judiciales – respecto de las cuales si opera el desasimiento – siendo revisables y esencialmente 
revocables”.  
143

 Dictamen N° 76.788 del 22 de noviembre del año 2013: Este efecto de las resoluciones judiciales, llamado 
desasimiento, “no tiene aplicación en el ámbito del derecho administrativo, puesto que los actos que emanan de la 
Administración tienen una naturaleza absolutamente distinta a la de aquéllas”.  
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oportunidad, mérito o conveniencia, con las limitaciones que se han 

señalado anteriormente.  

 ¿Qué ha dicho nuestra jurisprudencia administrativa?   

 En la misma línea que lo dispuesto en Ley N° 19.880, por regla general 

se acepta la revocación de los actos que ha emitido la propia 

Administración, con ciertas precisiones. Así, en el Dictamen N° 85.299 del 

30 de diciembre del año 2013, la CGR ha establecido que “el artículo 61 de 

la ley N° 19.880, contempla que los actos administrativos podrán ser 

revocados por el órgano que los hubiere dictado, siempre que no se trate de 

actos declarativos o creadores de derechos adquiridos legítimamente (…) la 

revocación aparece sustentada en motivos de oportunidad o conveniencia 

administrativa (…)”. En igual sentido anterior se pronuncia el dictamen N° 

74.478 del 28 de noviembre del año 2011 respecto de un llamado a 

concurso público para proveer el cargo de contralor interno en una 

Universidad144.  

 De acuerdo a lo explicado anteriormente, es necesario responder a dos 

preguntas esenciales: 

                                                           
144

 “(…) los actos administrativos pueden ser revocados por el órganos que los hubiere dictado, siempre que no se 
trate de actos declarativos o creadores de derechos adquiridos legítimamente (…) la voluntad manifestada por la 
autoridad administrativa al llamar a concurso en comento, no configuró una declaración de derechos que haya 
podido incorporarse en la esfera jurídica de uno o varios destinatarios en particular, pues sólo se trató de la 
comunicación de una invitación dirigida hacia eventuales interesados en participar en un certamen, el que, por lo 
demás, como se anotó, no llegó a término”. (el subrayado es obra del autor) 
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 1° ¿En una licitación pública, qué acto es declarativo o creador de 

derechos adquiridos legítimamente y que por tanto, no podría 

revocarse?   

Si bien la respuesta puede ser objeto de discusión, la mayor parte de la 

doctrina administrativista ha señalado que en una licitación pública, el acto 

declarativo o creador de derechos adquiridos legítimamente por las partes 

es la adjudicación del contrato debidamente notificada a los interesados.  

 La adjudicación, es el acto que dicta la Administración del Estado (el que 

puede tomar la forma de resolución, simple decreto, decreto supremo, 

decreto alcaldicio, etc.) por medio del cual elige a su contratante.  

 Como bien lo explica el profesor Claudio Moraga “la adjudicación crea 

en el oferente respectivo un derecho subjetivo de convertirse en contratista 

de la Administración en las condiciones establecidas en las bases de 

licitación”145.  

 Lo anterior, tiene plena concordancia con la norma legal que regula la 

revocación. En efecto, el ya citado artículo 61 de la Ley N° 19.880 menciona 

como uno de los límites a la potestad revocatoria del Estado, aquél acto que 

ha creado derechos adquiridos por el destinatario (siempre que se adquieren 

legítimamente), y la adjudicación correspondería a uno de estos actos donde 

ya no es posible que la Autoridad pueda revocar por cuanto compromete su 

                                                           
145

 MORAGA, Claudio. Op. Cit. p. 195 
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buena fe por ende, aquella decisión constituye un acto administrativo 

contrario a derecho, sujeto a invalidación. 

 

 2° ¿Y si la licitación aún no se ha adjudicado, esto implica la 

absoluta “irresponsabilidad” de la Administración respecto de los 

afectados con dicha revocación? 

 El principio sustentado en esta Memoria es el siguiente: Si bien la 

Administración, por regla general, tiene la potestad de revocar sus actos, 

salvo las excepciones contempladas en el artículo 61 de la Ley 19.880 ya 

analizadas, esto no significa de ninguna manera que sea absolutamente 

irresponsable por los eventuales perjuicios que pueden derivar de dicha 

revocación. En efecto, en una convocatoria aún no se han creado “actos 

declarativos o creadores de derechos adquiridos legítimamente” según lo 

establece la Ley, sin embargo la Administración puede resultar responsable 

extracontractualmente al revocar un llamado a licitación en el caso que 

recibió ofertas y los interesados hayan incurrido en diversos tipos de gastos 

y costos en ellas (daño emergente), en base al principio general de 

responsabilidad del Estado administrador, que se explicará en las páginas 

siguientes.  

C.2. En cuanto a la Invalidación: 

 Por regla general, tal y como lo establece el artículo 53 de la Ley N° 

19.880, la autoridad administrativa podrá invalidar, de oficio o a petición de 
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parte, todos los actos que sean contrarios a derecho. Cabe tener presente 

además, que siempre podrá recurrirse a la justicia ordinaria para ejercer las 

acciones que en derecho correspondan, en contra de la decisión 

invalidatoria de la Administración. 

1° ¿Qué ha dicho nuestra jurisprudencia administrativa? 

 La Contraloría ha sido enfática en señalar que el legislador ha impuesto 

límites a la potestad invalidatoria, en relación a resguardar los actos de 

contenido favorable, calidad que poseen los actos de adjudicación, 

impidiendo que estos sean dejados sin efectos146. 

 2° ¿Y si la licitación aún no se ha adjudicado? 

 Cabe tener presente que, si antes de adjudicarse una licitación pública 

ésta se llegase a invalidar de manera total, la CGR ha establecido que “en 

situaciones como la de la especie, en que se procede a la invalidación de un 

concurso, debe realizarse una nueva convocatoria, ateniéndose 

estrictamente a la normativa vigente”147. 

 Por otro lado, es importante destacar, y como se argumentará en el 

capítulo final de la presente Memoria, aunque se haya notificada la 

adjudicación de una licitación, y ésta se llegase a invalidar de manera total, 

ello no es óbice para que la Administración vuelva a realizar una nueva 

convocatoria al respecto, o bien, proceda a adjudicar al segundo mejor 

oferente que cumpla con los requisitos exigidos en la convocatoria.  

                                                           
146

 Dictamen N° 38.825 del 19 de junio de 2013.  
147

 Dictamen N° 70.767 de noviembre de 2014.  



74 
 

 Respecto a si la Autoridad puede invalidar una licitación pública una vez 

que se ha adjudicado y notificado a los interesados, esta pregunta resulta 

ser fundamental para el presente trabajo, puesto que en el análisis del caso 

particular de esta Memoria, explicado exhaustivamente en el capítulo final, 

conocido como la “Licitación del litio en Chile”, la autoridad correspondiente 

adjudicó la licitación a la empresa Soquimich, sin embargo, posteriormente 

otro de los oferentes acusó que la referida sociedad no cumplía con uno de 

los requisitos exigidos en las bases y en de acuerdo a dicho antecedente la 

Administración (en una acto que a juicio de este memorista no se ajustó a 

derecho) decidió invalidar la resolución que adjudicó la referida licitación, 

junto con invalidar además todo el proceso licitatorio y no aceptar finalmente 

ninguna de las propuestas recibidas.  

 

D. DEBER DE INDEMNIZAR PERJUICIOS POR PARTE DE LA ADMINISTRACIÓN EN UN 

PROCESO LICITATORIO.  

  

D.1. Consideraciones previas 

 Como se ha explicado a lo largo de este primer capítulo, la 

“convocatoria” en una licitación pública es una verdadera oferta de 

compra dirigida a los interesados que pueden optar por aceptarla 

participando en el concurso por medio de la presentación de sus 

propuestas a la Administración.  
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 El hecho de aplicar las normas del derecho privado en un proceso 

licitatorio, resulta relevante en este caso, con el objeto de imputar algún 

tipo de responsabilidad a la Administración en el caso que decida revocar 

y/o invalidar una convocatoria adjudicada y de ello resultasen perjuicios 

para los particulares que participaron de dicho proceso.   

 En efecto, nuestros Tribunales Superiores de Justicia han fallado 

que un contrato administrativo es ley para las partes al igual que lo 

contratos celebrados entre particulares, aplicando el artículo 1545 del 

Código Civil para esos casos, por lo mismo, siendo la formación del 

consentimiento una materia tratada exclusivamente en las normas del 

Código de Comercio, supletorias a todo contrato, podrían ser 

perfectamente aplicables a un proceso licitatorio respecto a la 

responsabilidad que pueda imputarse a la Administración y siempre que 

no contravengan los principios esenciales del derecho administrativo y lo 

contenido en las propias bases de licitación148. 

 Como se ha explicado anteriormente, de acuerdo al artículo 61 de 

la Ley N° 19.880, por regla general todo acto administrativo es 

susceptible de ser revocado salvo tres excepciones que figuran en dicho 

artículo. Se ha explicado también que ha sido la jurisprudencia y la 

doctrina administrativa quienes han dedicado a explicar las excepciones 

                                                           
148

 Excma. Corte Suprema. Sentencia Rol N° 6988-2012, Considerando Décimo: “(…) Así, en la especie, era 
plenamente aplicable el artículo 1545 del Código Civil, puesto que al igual que un contrato entre particulares, el 
contrato administrativo es una ley para los contratantes, no siendo jurídicamente posible dejarlo sin efecto o no 
cumplirlo por un motivo no contemplado en éste, como es el esgrimido por el demandado, ahora recurrente de 
casación (…)”.  



76 
 

a la revocación de los actos administrativos cuando estos “generan 

derechos adquiridos legítimamente” a los destinatarios.  

 En concordancia con lo estipulado el artículo 61 de la Ley 19.880, 

sumado a lo explicado por la jurisprudencia tanto administrativa como por 

la emanada de nuestros Tribunales Superiores de Justicia y conforme al 

principio general de Responsabilidad del Estado, es posible establecer, 

de manera racional y fundada, si la Administración decide revocar y/o 

invalidar una licitación pública una vez que se ha notificado la 

adjudicación a los interesados, se encontrará obligada (como una 

primera sanción) a indemnizar perjuicios a quienes hayan resultado 

afectados con tal decisión, naturaleza y monto de los perjuicios que 

deberá discutirse en el proceso correspondiente para el caso particular, 

no obstante las demás sanciones que en derecho correspondan. 

 Respecto a la revocación y/o invalidación de un proceso licitatorio 

antes de haberse notificado la adjudicación a los interesados, a juicio de 

este memorista, igualmente corresponde la indemnización de los 

perjuicios (al menos del daño emergente) en que han incurrieron los 

particulares para participar de tal proceso. En efecto, en un llamado a 

licitación pública, el órgano Administrativo representativo de los 

intereses sociales, se compromete a esperar legítimamente la mayor 

cantidad de propuestas formuladas por los interesados en la 

licitación, debiendo, de buena fe, esperar esta contestación 
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(propuestas) dentro del plazo indicado en “el llamado” y que se ha 

fijado en las propias bases. Tan específico es el plazo que otorga la 

Administración para recibir las propuestas que no sólo se indica un día 

determinado sino que además, se establece como máximo una hora 

determinada después de la cual no se aceptarán ofertas de ningún tipo. 

Así suele realizarse en la práctica149. 

 Prueba además del hecho que la Administración se compromete a 

esperar dentro del plazo fijado las eventuales propuestas de los 

interesados es que si no se presentan ofertas dentro de dicho plazo, el 

órgano administrativo cuenta con la potestad para declarar “desierta” 

dicha licitación, como bien lo establece el artículo 9° de la Ley de 

Compras Públicas150. A mayor abundamiento, es importante tener con 

absoluta claridad que el hecho  que la Administración se comprometa, de 

buena fe, dentro de cierto plazo a “esperar” la formulación de propuestas 

no significa de ningún modo que la Administración se compromete a 

“adjudicar”. Lo primero no trae como consecuencia lo otro, pues son 

actos completamente diferentes en cuanto a sus efectos. 

 

 

                                                           
149

 En efecto, el Reglamento de la Ley de Compras públicas establece en el artículo 24 que el llamado a presentar 
ofertas deberá publicarse en el Sistema de información y deberá contener al menos la siguiente información: 4° 
Fecha y hora de la recepción y apertura de las ofertas”. (Subrayado añadido) 
150

 “El órgano contratante declarará (…) desierta una licitación cuando no se presenten ofertas, o  bien, cuando éstas 
no resulten convenientes a sus intereses. (inc. segundo) En ambos casos la declaración deberá ser por resolución 
fundada. (El subrayado es del autor) 
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D.2. Principio General de Reparación por los Daños Causados.  

 Gran parte de la doctrina administrativista desde ya hace varios 

años, ha establecido como un principio general de derecho, la llamada 

“responsabilidad del Estado” y ha explicado que, “probada, entonces, la 

existencia del daño o perjuicio sufrido por un sujeto de Derecho, probada 

la autoría de dicho daño producido por una autoridad o ente 

administrativo  (…) y probada obviamente la relación causal que media 

entre la acción u omisión administrativa y el perjuicio en cuestión, toca al 

Juez determinar el monto de la indemnización con que ha de ser 

reparada a la víctima, de acuerdo al perjuicio sufrido por ésta en lo suyo 

(…)151”. En esta misma línea se ha planteado además que la 

Administración debe responder por los perjuicios que origina haya 

o no, actuado conforme a derecho, de lo contrario, tal daño 

correspondería a una “carga especial y anormal” impuesta por la 

Administración a los particulares por lo que la víctima debe ser 

indemnizada de conformidad al principio constitucional de igualdad ante 

las cargas públicas.  

 Asimismo, el profesor Claudio Moraga ha explicado con absoluta 

claridad que, “en caso que la Administración se desistiere de contratar o 

se abstuviere de perfeccionar el contrato por una causa no contemplada 

en el régimen jurídico de que se trate, comprometerá su 

                                                           
151

 SOTO KLOSS, Eduardo. 1977. “La Responsabilidad Extracontractual del Estado Administrador. Un principio general 
del derecho Chileno”. Revista de derecho Universidad de Concepción. (165): 131-139. 
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responsabilidad extracontractual y deberá indemnizar al 

particular”152. (El destacado es de nuestra autoría) 

 Asimismo, el  profesor Osvaldo Oelckers ha expuesto que surge 

“el vínculo contractual al finalizar el procedimiento con la resolución de 

adjudicación definitiva notificada al interesado. Al terminar el 

procedimiento licitatorio, tenemos la existencia de un contrato 

administrativo y serán solo ciertos aspectos formales los que impidan la 

ejecución inmediata del mismo”153. (Subrayado añadido)   

 Finalmente, y sin entrar en una análisis exhaustivo respecto a la 

naturaleza jurídica de los perjuicios por los cuales debe indemnizar la 

Administración, por cuanto dicho objetivo corresponde a un análisis in 

extenso de la Responsabilidad del Estado, es necesario realizar la 

siguiente clasificación: 

1. Revocación o Invalidación de la licitación antes de la notificación 

de la Adjudicación a los interesados.  

 Este es el caso en que la Administración del Estado sería 

responsable “pre contractualmente”. La doctrina comparada ha dicho 

que “se manejan frecuentemente como hipótesis en las que se genera 

responsabilidad pre contractual de la Administración, por el 

                                                           
152

 MORAGA, Claudio. Op. Cit. p. 195 
153

 OELCKERS, Osvaldo. Op. Cit. p. 172 
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incumplimiento de la obligación antedicha, las siguientes: Revocación, 

modificación y suspensión del llamado a licitación (…)”154. 

 Ahora bien, es razonable preguntarse ¿por cuáles perjuicios 

debe responder en este caso la Administración? Como se trataría de 

una responsabilidad de tipo pre contractual, dado que aún no se ha 

celebrado contrato alguno, la Administración se obliga solamente a 

responder de lo que se conoce como “interés negativo” 155, éstos son 

los gastos en que han incurrido los particulares en confeccionar sus 

ofertas que presentarían y/o presentaron al llamado. Y como todo daño, 

debe probarse por quien lo alega, debiendo rechazarse la demanda del 

particular en caso de no acreditar debidamente los perjuicios que le ha 

ocasionado la revocación de la convocatoria en la que él participó.  

 En efecto, no hay duda en que la  Administración tiene la potestad 

para revocar sus actos fundado en razones de mérito, oportunidad o 

conveniencia (posición que se ha morigerado en el último tiempo en favor 

de los “administrados”). Sin embargo, de esta potestad no se deriva “la 

irresponsabilidad de la Administración” como ya se ha explicado 

anteriormente. Entonces, en el caso de licitaciones públicas, si la 

Administración ocasiona perjuicios con la revocación y/o invalidación de 

la convocatoria a los particulares que estaban interesados en participar 
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 MANTERO, Elías. Ob. Cit. P. 134 
155

 Ibíd. Ob. Cit. P. 133. “Nótese en este sentido la magnitud que pueden revestir estos daños cuando se trata de una  
licitación importante en donde los gastos de preparación de la propuesta suelen ser elevados (costos de pliegos, 
planos, proyectos, estudios, etcétera)”.  
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de ella y realizaron gastos e incurrieron en costos para preparar sus 

ofertas, la Administración debe reparar ese daño. Esta es la posición que 

debe mantenerse en nuestro derecho por cuanto es la que, de algún 

modo, protege a los interesados que están dispuestos a contribuir con los 

fines sociales (y propios de los órganos del Estado) y que, por tanto, si 

incurren en costos para preparar sus propuestas, lo justo y legítimo, es 

que sean indemnizados por la Administración. 

2. Revocación o Invalidación de la licitación después de la 

notificación de la Adjudicación a los interesados.  

 En este segundo caso es necesario realizar un nuevo distingo: 

1) Revocación de la licitación: 

 Se ha explicado fundadamente que esta decisión es totalmente 

contraria a derecho por cuanto no es procedente que la 

Administración “revoque” la licitación una vez notificada la 

adjudicación al interesado por cuanto, formado el consentimiento, 

éste ha adquirido un acto declarativo o creador de derecho adquirido 

legítimamente (adjudicación del contrato), que en nuestro 

ordenamiento jurídico, actúa como un límite a la potestad revocatoria, 

lo cual además, no es óbice para iniciar ante la justicia ordinaria las 

acciones indemnizatorias que se estimen pertinentes.  
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2) Invalidación de la licitación: 

 Como bien se ha explicado anteriormente, la invalidación de una 

licitación pública una vez que se ha notificado la adjudicación al 

interesado viene a configurar una excepción en nuestro derecho dado 

que, en virtud de los conceptos explicados anteriormente como 

derechos adquiridos, buena fe y seguridad jurídica, principalmente, 

configuran un límite a la potestad invalidatoria en este caso.  

 Sin embargo, en caso de invalidarse finalmente la referida 

licitación, es justo y conforme a derecho que el o los interesados que 

se han visto perjudicados por tal decisión puedan entablar ante la 

justicia ordinaria las acciones indemnizatorias que estimen 

pertinentes. En relación a ello, para algunos autores, el daño que se 

produciría en esta fase del proceso licitatoria alcanzaría incluso lo que 

en nuestro derecho se conoce como el “lucro cesante”, esto es, la 

pérdida de oportunidades de celebrar otros contratos y/o negocios, “el 

único límite en la indemnización está en que la parte no puede quedar 

en mejor posición que en la que habría quedado de celebrarse el 

contrato (…)”156, por lo que obviamente, también es perfectamente 

posible y legítimo accionar respecto del daño emergente e incluso del 

posible daño moral para los participantes del proceso, sobre todo 

                                                           
156

 SAN MARTÍN N., Lilian. 2013. “Responsabilidad Precontractual por ruptura injustificada de negociaciones. Jiménez 
Mira, David Alejandro con Armijo Cerda, Antonio de los Ángeles. Corte Suprema, Rol 1872-2010”. Revista Chilena de 
Derecho. Vol. 40 (1): 315-322.  
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respecto del adjudicatario o de quien se encontrare en posición e 

adjudicarse el contrato, principales afectados por la decisión 

administrativa.  

 No existe contradicción entre este tipo de responsabilidad con la 

que le es imputable a la Administración por las consecuencias 

derivadas de sus actos administrativos. 
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CAPITULO SEGUNDO 

II. ¿ES ADMISIBLE INCLUIR EN UNA CONVOCATORIA CLÁUSULAS 

DISCLAIMERS QUE AUTORICEN A LA AUTORIDAD A NO ACEPTAR LAS 

OFERTAS, A DECLARAR DESIERTO EL CONCURSO; O A NO ADJUDICAR, 

POR LAS RAZONES QUE INDICA O, INCLUSO, SIN EXPRESIÓN DE 

CAUSA? 

 

A. ¿QUÉ ENTENDEMOS POR CLÁUSULAS DISCLAIMERS? 

 “Un disclaimer es generalmente cualquier declaración intencionada para 

especificar o delimitar el alcance de derechos y obligaciones que pueden ser 

ejercidas e impuestas por las partes en una relación legalmente 

reconocida”157. 

 Las cláusulas disclaimers en nuestro derecho pueden ser entendidas 

como “cláusulas de exclusión o limitación de responsabilidad”, puesto que 

se insertan con el objeto de limitar o excluir de manera total o parcial, la 

obligación de indemnizar perjuicios por los eventuales daños que puedan 

ocasionarse.  

 El gran problema que presentan los disclaimers es que algunos, en la 

práctica pueden llegar a significar una renuncia total de obligaciones para 

una de las partes o interesados en su propio beneficio. En efecto, “un 
                                                           
157

 VALDERRAMA, José Enrique. Fiscal Adjunto Provincial. 2014. “Disclaimer: Límites a la responsabilidad Civil”
 
[en 

línea] http://blog.pucp.edu.pe/item/26218/disclaimer-limites-a-la-responsabilidad-civil [consulta: 05 enero 2015]
 

http://blog.pucp.edu.pe/item/26218/disclaimer-limites-a-la-responsabilidad-civil
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disclaimer puede especificar términos y condiciones mutuamente acordados 

y preparados en privado como parte de un contrato; o pueden especificar 

advertencias o expectativas al público en general a fin de cumplir una 

obligación de responsabilidad para prevenir el riesgo irrazonable de daño o 

injuria”158. 

 Por lo demás, existen distintas clases de disclaimers para cada tipo de 

contrato o negocio, y la licitación pública como se verá en el acápite 

siguiente no ha quedado excluida de este tipo de cláusulas.  

  

B. CLÁUSULAS DISCLAIMERS EN UNA LICITACIÓN PÚBLICA 

 El uso de disclaimers hoy en día es muy habitual en las diversas formas 

de contrataciones, tanto públicas como privadas. Cabe destacar además, 

que  por lo general, dichas cláusulas son impuestas por el órgano estatal, 

llegando de esta manera asimilarse a las cláusulas preestablecidas en un 

“contrato de adhesión”.  

 En efecto, qué mejor ejemplo que mencionar algunos disclaimers de uso 

frecuente en los productos de consumo diario. En un envase de jabón es 

frecuente encontrar lo siguiente: “Indicaciones: Utilizar como jabón normal”; 

en productos de aseo y limpieza se puede leer: “Importante: Mantener fuera 

del alcance de los niños y las mascotas”; etc. Por el lado de los servicios es 

posible leer en los estacionamientos de supermercados lo siguiente: “No nos 

                                                           
158

 Ibíd. 
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hacemos responsables por pérdidas o daños a su vehículo”; en un local de 

comida se lee: “Este local no se hace responsable por robos o pérdidas en 

su interior”, entre muchos otros ejemplos que pueden encontrarse en la vida 

cotidiana.  

 De acuerdo a los ejemplos anteriores, el profesor Joel González ha 

explicado que los disclaimers son más bien verdaderas clausulas 

exonerativas de responsabilidad, por lo que ha dicho, ironizando: “y no sería 

de extrañar, que animado por esta profusa fiebre de irresponsabilidad, algún 

día viéramos un conductor salir en su vehículo con una leyenda ¡No 

respondo por daños!”159. 

 En una licitación pública es frecuente encontrar disclaimers en las 

propias bases de licitación. Típicos disclaimers en este tipo de 

procedimiento son los siguientes: 

1. “La Autoridad se reserva el derecho a rechazar todas las ofertas”; 

2. “La Administración se reserva el derecho a no aceptar las propuestas 

que reciba”; 

3. “La Administración se reserva el derecho a rechazar las ofertas si no 

las estimase convenientes a sus intereses”; 

4. “La Autoridad licitante se reserva el derecho a rechazar todas o 

algunas de las ofertas sin expresión de causa”; 

                                                           
159

 GONZÁLEZ CASTILLO, Joel. 2011. “Las cláusulas limitativas, exonerativas o agravantes de responsabilidad en 
materia contractual. Validez y límites”. Revista Chilena del Derecho. Vol. 38 (1). Pp. 89-100. 
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5. “La Administración se reserva el derecho a declarar desierta la 

licitación”; entre muchas otras cláusulas.  

 Como es posible apreciar, algunos disclaimers pueden parecer 

totalmente legítimos tomando en cuenta las llamadas “potestades exorbitantes” 

que tiene la Administración del Estado para contratar con los particulares. Sin 

embargo, como se analizará en el acápite final de esta capítulo, un tema es que 

la Administración pueda declarar ofertas inadmisibles por cuanto éstas no se 

ajustan a las bases, o no tener la obligación de adjudicar cuando ninguna de las 

propuestas sea ventajosa para sus intereses, y otro muy distinto es que la 

Administración se reserve el derecho para no aceptar las propuestas sin 

expresión de causa o no adjudicar porque ella cree no estar obligada a hacerlo 

aún cuando el oferente cumpla todos los requisitos y se trate de una oferta 

conveniente. Es más, tampoco puede legitimarse cualquier argumento dado por 

el organismo convocante para hacer uso de tal o cual disclaimer. 

 Peor aún es lo que ocurrió en el caso que trataremos en el capítulo final 

de esta Memoria en el que se desarrolla el tema particular de este trabajo, el 

que puede resumirse de la siguiente forma: la Administración llama a licitación, 

adjudica al oferente que presentó la oferta más conveniente, luego uno de los 

competidores, legítimamente, impugna el acto por cuanto el adjudicatario no 

cumplía con los requisitos establecidos en las bases, por lo que la 

Administración declara finalmente no aceptar ninguna de las propuestas 

recibidas junto con declarar inválido todo el procedimiento licitatorio, a 
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pesar de existir oferentes que sí cumplían con todos los requisitos del 

concurso.  

 Dado lo anterior, es posible establecer, por regla general, la validez de 

las cláusulas disclaimers, pero éstas deben ser interpretadas estricta y 

restrictivamente dado su carácter excepcional al principio general de la 

responsabilidad del Estado. Además, cabe recordar que detrás de toda 

licitación pública se encuentra el interés público comprometido160 y a la 

comunidad le interesa que se cumplan los contratos que celebre la 

Administración para satisfacer sus necesidades, por ende, a la sociedad le 

interesa que se termine un procedimiento licitatorio de manera normal, vale 

decir, con el acto final de adjudicación. Sin embargo, cabe destacar que 

también el interés social puede verse salvaguardado declarando desierto un 

concurso o no adjudicando por no resultar conveniente ninguna de las 

propuestas de los oferentes, pero siempre cargando con las responsabilidades 

ulteriores que dicha decisión pueda generar.   

 Por otra parte, la Administración sabe que detrás de cada propuesta hay 

un costo no menor comprometido. En efecto, los particulares han invertido 

tiempo, mano de obra, gastos en estudios, investigaciones, etc. por lo que, 

prima facie, no es ajustado a derecho el hecho que la Administración rechace 

                                                           
160

 Contraloría General de la República. Dictamen N° 72.362 del año 2014: “(…) atendido que mientras más 
numerosas sean las ofertas válidas que concurran a una licitación, mayor es el ámbito de acción de la Administración 
para elegir la propuesta más satisfactoria al interés público”. Igual criterio se aplica en los dictámenes N°s. 48.488 
del año 2011; 79.294 del año 2013 y 76.198 del año 2016. 
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sin fundamento alguno las propuestas, como tampoco sería válido que no 

adjudique a alguno de los interesados puesto que “deseaba” que el ganador 

fuese otro. Este último caso es gravísimo por cuanto no sólo se están 

vulnerando principios bases de nuestro sistema económico y de toda licitación 

pública como son la libre competencia, la igualdad de los oferentes, etc. sino 

que además detrás de tales decisiones puedan estar vinculados casos de 

corrupción, tráficos de influencias, etc., actos que merecen la mayor sanción del 

ordenamiento jurídico. En relación a lo anterior, como lo ha dicho 

magistralmente ya hace bastantes años el jurista trasandino, Agustín Gordillo, 

“deben existir concretas razones que justifiquen no adjudicar y dejar sin efecto 

el llamado, pues despierta ciertas sospechas que en una situación la 

administración, luego de conocer todos los precios de los oferentes, se niegue a 

concluir el trámite de manera normal, celebrando el contrato; de esa manera 

puede llamar a una nueva licitación en que sus amigos tienen la ventaja de 

conocer los precios de los competidores”161(Subrayado añadido).  

 

C. DISCLAIMERS EN UNA LICITACIÓN PÚBLICA: EN BÚSQUEDA DE UN FUNDAMENTO 

LEGAL.  

 Es importante distinguir los disclaimers, de ciertas potestades que tiene 

la Administración en la contratación pública, pues ambas instituciones 

                                                           
161

 GORDILLO, Op. Cit. p. 44 
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pueden llevar a que el procedimiento licitatorio no culmine con el acto 

normal de adjudicación, como se explicará a continuación.  

C.1. Invalidación y revocación del acto: 

 Ambas potestades ya fueron analizadas exhaustivamente en el 

primer capítulo de la presente memoria por lo que no se analizarán 

mayormente en esta sección. Sin embargo, para el objetivo del tema 

tratado en este apartado, es importante destacar los siguientes 

puntos: 

 Respecto a la invalidación, dicha potestad se encuentra 

expresamente estipulada en el artículo 53 de la Ley N° 19.880, la 

cual procede sólo cumpliendo los estrictos requisitos establecidos en 

dicha disposición. Por lo demás, como se explicó en el capítulo 

anterior, existen una serie de límites al ejercicio de esta potestad por 

parte de la Administración.  

 También se analizó en el capítulo anterior la nulidad de derecho 

público, sanción para aquellos actos que contravienen el artículo 7 del 

texto Constitucional (investidura; competencia y procedimiento) y que, 

a diferencia de la invalidación, la nulidad de derecho público importa 

un acto jurisdiccional que la declare y/o constate su concurrencia. 

 En cuanto a la potestad revocatoria, ésta se encuentra 

consagrada en el artículo 61 de la Ley N° 19.880 ya latamente 

estudiado.  
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C.2. Suspensión del acto: 

 La suspensión de los actos administrativos sólo permite a la 

Administración detener temporalmente el inicio del acto o su 

ejecución. Respecto a la suspensión de los efectos del acto, existe 

mayor discusión dado la ejecutoriedad del acto administrativo 

estipulada expresamente en el artículo 51 de la Ley N° 19.880162. 

 En la misma línea anterior se pronuncia el artículo 57 de la ley 

citada, esta vez respecto de la suspensión del acto en cuanto a la 

interposición de recursos administrativos, dicha disposición es clara 

en señalar que la regla general es la no suspensión de la ejecución 

del acto:  

 “La interposición de los recursos administrativos no suspenderá 

la ejecución del acto impugnado. 

 Con todo, la autoridad llamada a resolver el recurso, a petición 

fundada del interesado, podrá suspender la ejecución cuando el 

cumplimiento del acto recurrido pudiere causar daño irreparable o 

hacer imposible el cumplimiento de lo que se resolviere, en caso de 

acogerse el recurso” (El destacado es nuestro). 

 Al igual que la potestad de invalidar y revocar que tiene la 

Administración activa, la suspensión es una de ellas. En efecto, la 

                                                           
162

 Ley 19.880. Artículo 51, inciso primero: “Ejecutoriedad. Los actos de la Administración Pública sujetos al Derecho 
Administrativo causan inmediata ejecutoriedad, salvo en aquellos casos en que una disposición establezca lo 
contrario”.  
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mayor parte de los casos dice relación con la suspensión de una 

convocatoria por determinados motivos, pero también la 

Administración puede suspender el inicio o prosecución de otros 

actos administrativos que componen un proceso de licitación pública, 

como son por ejemplo, la recepción de ofertas, la apertura de los 

sobres, la evaluación de las ofertas y hasta puede suspender 

temporalmente el acto de adjudicación.   

 Como toda potestad, la Administración debe ejercerla cumpliendo 

estrictamente con el principio de juridicidad y buena fe y algunos de 

los límites ya analizados respectos de la invalidación y revocación.  

 La Contraloría ha dictaminado que, “acorde con el criterio 

contenido en los dictámenes N°s. 29.104 y 34.105, ambos de 2012, 

entre otros, que la ley N° 10.336 no habilita a este Organismo 

Contralor para ordenar la suspensión de los actos administrativos de 

las entidades sometidas a su fiscalización, ni para revocarlos, 

medidas que sólo pueden emanar de los distintos órganos de la 

Administración en el ejercicio de las facultades que les confieren 

los artículos 57 y 61 de la Ley N° 19.880 (…)”163 (El destacado es 

nuestro). 

 En otro dictamen, respecto de la suspensión en una convocatoria 

a concursos internos para proveer cargos vacantes en las plantas de 

                                                           
163

 Contraloría General de la República, Dictamen N° 19.554 del 2 de abril 2013.  
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un servicio, la Contraloría ha dicho “que el hecho que no se encuentre 

obligada legalmente a realizar tales procesos en una determinada 

oportunidad, no implica que se pueda suspender indefinidamente 

su realización, ya que ello atentaría con la carrera funcionaria 

consagrada en el artículo 38 de la Constitución Política de la 

República, en armonía con lo señalado en el dictamen N° 23.219 de 

2014, de esa procedencia”164 (El destacado es de nuestra autoría).  

C.3. Principio de sujeción estricta a las bases. 

 Como se explicó en el primer capítulo de la presente memoria, 

este principio es uno de los rectores y fundantes de todo 

procedimiento de licitación pública. En efecto, Contraloría General de 

la República ha establecido, de manera reiterada, que “las cláusulas 

de las bases administrativas deben observarse de modo irrestricto y 

constituyen la fuente principal de los derechos y obligaciones tanto de 

la Administración como de los oponentes, de manera que su 

transgresión desvirtúa todo el procedimiento”165 (el subrayado es 

nuestro). 

 Cabe destacar que para el caso de las compras públicas, dicho 

principio se encuentra expresamente consagrado en el inciso 

                                                           
164

 Contraloría General de la República, Dictamen N° 72.978 del 23 de septiembre 2014 
165

 Contraloría General de la República de Chile. Dictamen N° 75.983 del año 2010. 
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tercero del artículo 10 de la Ley de Compras públicas166, y en el 

artículo 2 N° 3 del Reglamento de dicha Ley167. La Administración 

puede basarse para el uso de disclaimers en un procedimiento 

licitatorio, por cuanto, es en las bases del concurso donde este tipo 

de cláusulas se estipulan con el objeto de que los interesados 

conozcan desde sus inicios el hecho que el órgano convocante se 

reserve tal o cual derecho como los mencionados en los ejemplos 

iniciales.  

 En relación a lo explicado anteriormente, como los disclaimers se 

encuentran estipulados en las bases del concurso y estas son 

obligatorias tanto para la Administración como para los interesados 

que participan de ella, las referidas cláusulas deberían respetarse por 

este sólo hecho. Es más, por participar los interesados en una 

convocatoria, podría interpretarse que aceptan las condiciones y 

términos del concurso (fijados en las bases), de lo cual es posible 

concluir que también aceptan los disclaimers fijados. Sin embargo, 

como se analizará a continuación, si bien las bases del concurso son, 

como en el derecho civil, una “ley para las partes”, en el caso de una 

                                                           
166

 “Los procedimientos de licitación se realizarán con estricta sujeción, de los participantes y de la entidad licitante, 
a las bases administrativas y técnicas que la regulen. Las bases serán siempre aprobadas previamente por la 
autoridad competente”. 
167

 En ella se definen las Bases como los “Documentos aprobados por la autoridad competente que contienen el 
conjunto de requisitos, condiciones y especificaciones, establecidos por la Entidad Licitante, que describen los bienes 
y servicios a contratar y regulan el Proceso de Compras y el contrato definitivo. Incluyen las Bases Administrativas y 
Bases Técnicas”. 
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licitación pública, la decisión de la Autoridad que se basa en tal o cual 

disclaimer debe ajustarse al principio de juridicidad, de 

proporcionalidad, y de racionalidad, como asimismo debe encontrarse 

debidamente fundada y motivada, entre  otros límites y requisitos que 

no puede omitir ninguna decisión. De lo contrario, llegaríamos al 

absurdo que cualquier estipulación en las bases sería por ese sólo 

hecho válida, lo cual podría transformar al procedimiento de licitación 

pública en un instrumento usado caprichosamente por la 

Administración, situación que no puede aceptarse por el 

ordenamiento jurídico.   

 Finalmente es importante destacar que parte de la doctrina y 

jurisprudencia administrativa han dicho que este principio debe 

ceder frente al principio de igualdad entre los oferentes que rige 

en toda licitación pública. En efecto, la doctrina administrativista ha 

planteado que “cabe considerar la preponderancia del principio de 

igualdad frente a las bases que rigen el contrato, postulado receptivo 

de todos los fundamentos constitucionales atingentes al derecho de 

igualdad que reconoce la Constitución y expresamente previsto para 

el caso por el artículo 8 bis de la citada Ley 18.575168, el que ha dado 

vida, además a una invariable jurisprudencia administrativa”169. 

                                                           
168

 Ley 18.575. artículo 8 bis. “Los contratos administrativos se  celebrarán previa propuesta pública, en conformidad 
a la ley (inciso primero).  El procedimiento concursal se regirá por los principios de libre concurrencia de los 
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C.4. Ley de Compras Públicas: 

 Los casos que se analizan a continuación resultan ser ilustradores 

de normas expresas que permiten la estipulación de uno o más 

disclaimers en un procedimiento licitatorio, contemplando situaciones 

que se aplican a toda licitación pública como se explicará en los 

párrafos siguientes.  

1. Artículo 9 de la Ley N° 19.886 

 Dicha disposición estipula lo siguiente:  

 “El órgano contratante declarará inadmisibles las ofertas 

cuando éstas no cumplieren los requisitos establecidos en las bases. 

 Declarará desierta una licitación cuando no se presenten 

ofertas, o bien, cuando éstas no resulten convenientes a sus 

intereses. 

 En ambos casos la declaración deberá ser por resolución 

fundada”. (El destacado es nuestro). 

 El citado artículo, contempla dos casos. Por una parte, la llamada 

“licitación fracasada o abortada” esto es, la potestad que tiene el 

órgano licitante para “declarar inadmisible las ofertas” cuando no 

cumplan con los requisitos establecidos en las bases. Sin embargo se 

                                                                                                                                                                           
oferentes al llamado administrativo y de igualdad ante las bases que rigen el contrato (inciso segundo). La licitación 
privada procederá, en su caso, previa resolución fundada que así lo disponga, salvo que por la naturaleza de la 
negociación corresponda acudir al trato directo (inciso tercero). 
169

 SOTO KLOSS, Eduardo y MENDOZA ZÚÑIGA, Ramiro. 2003. “Presentación de una boleta de Garantía Errónea en 
un Concurso Público”. Informe en Derecho. Revista Chilena del Derecho. Vol. 30° (1). P. 196 
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debe presente un límite legal, que es el llamado “principio de la no 

formalización” que rige todo procedimiento administrativo. Como bien 

lo explica Agustín Gordillo, “no cabe requerir sino lo necesario y 

cuando es necesario, dispensando requisitos inútiles, meramente 

burocráticos o indebidamente restrictivos de la participación en la 

licitación”170. 

 Por otro lado, la citada disposición establece la potestad que tiene 

la Administración para “declarar desierta una licitación” por no 

haberse presentado oferentes, o bien, cuando las ofertas presentadas 

sean inconvenientes a los intereses del órgano contratante. Así, 

“declarada desierta una licitación, bien podría proceder la 

Administración a utilizar alguno de los otros procedimientos de 

formación de voluntad contractual administrativa, por ejemplo, la 

licitación privada, o, derechamente, el trato directo”171. 

 La mayor parte de los disclaimers estipulados en las bases de 

licitación tiene su fundamento en esta potestad de la Administración.  

Sin embargo, es sumamente importante tener en cuenta el inciso final 

de esta disposición en cuanto establece  que “En ambos casos la 

declaración deberá ser por resolución fundada”. El órgano 

licitante al consagrar disclaimers en una convocatoria muchas veces 

cree que la ejecución de dichas cláusulas dependen absolutamente 
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 GORDILLO, Agustín. Ob. Cit. p. 37 
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 MORAGA, Claudio. “Contratación Administrativa”. Ob. Cit. p. 184. 
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de su arbitrio, llegando hasta el extremo de no fundar el uso de lo 

estipulado en el disclaimers, lo cual, como se verá en el acápite 

siguiente, es totalmente contrario a derecho.  

2. Artículo 7 de la Ley 19.886.  

 En cuanto a la adjudicación, esta disposición establece que por 

medio de un llamado público, la Administración convoca “a los 

interesados para que, sujetándose a las bases fijadas, formulen 

propuestas, de entre las cuales seleccionará y aceptará la más 

conveniente”. (El destacado es nuestro) 

 El Reglamento de Compras sigue la misma línea anterior, 

indicando en su artículo 2 N° 21 que en una Licitación Pública la 

Administración realiza un llamado “convocando a los interesados para 

que, sujetándose a las bases fijadas, formulen sus propuestas, de 

entre las cuales seleccionará y aceptará la más conveniente”. 

Por su parte, el inciso segundo del artículo 41 del citado 

reglamento establece que “la Entidad Licitante aceptará la 

propuesta más ventajosa, considerando los criterios de evaluación 

con sus correspondientes puntajes y ponderaciones, establecidos en 

las Bases y en el Reglamento”. (El destacado es de nuestra autoría) 

 Las disposiciones analizadas anteriormente también constituyen la 

fuente jurídica por la cual la Administración, vía disclaimers, se 

reserva en las Bases del concurso el derecho a no adjudicar, 
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estimando que ninguna de las ofertas ha sido “ventajosa”. Aún así 

este tipo de cláusulas puede criticarse puesto que las disposiciones 

citadas hablan de la oferta “más” ventajosa, pudiendo interpretarse 

en el sentido que, de todas maneras la Administración debiese 

adjudicar a la oferta que encuentre con mayores ventajas sobre las 

demás. A su vez, este raciocinio igualmente puede ser objeto de 

críticas por cuanto existe ya asentada jurisprudencia que se refiere a 

que la adjudicación es un acto discrecional por parte de la 

Administración activa, llegando incluso algunos fallos y dictámenes a 

establecer que no existe obligación alguna de adjudicar por parte del 

órgano convocante de la licitación, todo lo cual se analizará en el 

capítulo final de la presente memoria. Sin embargo, como se 

explicará a continuación, existen límites jurídicos claros a tal decisión.  

En efecto, a pesar que la Administración “se reserve el derecho a no 

adjudicar”, esta decisión deberá siempre fundarse, vale decir, la 

decisión deberá ser debidamente motivada, y para ello no es 

suficiente hacer alusión a una o más normas legales ni a tal o cual 

principio, sino que las exigencias legales son mucho mayores. De lo 

contario, la decisión no motivada, sería un acto contrario a derecho 

objeto de invalidarse.  
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D. VALIDEZ DE LAS CLÁUSULAS DISCLAIMERS EN UN PROCEDIMIENTO DE LICITACIÓN 

PÚBLICA. 

D.1. Potestad discrecional de la Administración  

 De acuerdo a lo explicado anteriormente, dado que los disclaimers tienen 

un fundamento legal en nuestro ordenamiento jurídico, es jurídicamente 

correcto decir que por regla general este tipo de cláusulas son válidas. Es 

más, es posible establecer que la presencia o no de disclaimers en una 

licitación pública no es más que la materialización de la potestad 

discrecional que tiene la Administración pública, principalmente en 

cuanto a la aceptación o no de las ofertas y en cuanto a la adjudicación del 

contrato.  

 Sin embargo, resulta relevante explicar, como se detallará a 

continuación, que la potestad discrecional de la Administración tiene ciertos 

límites, los cuales no podrá vulnerar el órgano licitante con el 

establecimiento de disclaimers arbitrarios, irracionales o que, por ejemplo, 

contradigan  los principios fundantes de todo procedimiento de licitación 

pública.  

 Existe abundante literatura respecto de las llamadas potestad reglada y 

discrecional que tiene la Administración del Estado.  La Administración debe 

actuar conforme lo estipula la Constitución y las leyes, y dichos cuerpos 

jurídicos son quienes le otorgan un grado de “libertad” en algunas ocasiones 

para decidir y optar por tal o cual decisión.  No obstante lo anterior, el hecho 
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que la potestad sea “discrecional” no equivale de ningún modo a decir que la 

Administración es libre para decidir allí donde exista vacío legal, sino muy 

por el contrario: la misma discrecionalidad que detenta la Administración 

encuentra su fundamento en la ley, no teniendo una “libertad arbitraria de 

actuar” cuando exista algún vacío legal.  

 Lo explicado anteriormente lo ha enunciado con gran claridad  el jurista 

nacional Osvaldo Oelckers, quien ha dicho que “para que la Administración 

detente cualquier potestad, sea o no discrecional, es necesario que exista 

norma atributiva (…) La discrecionalidad no supone una actuación según lo 

que subjetivamente estime justo y apropiado la Administración, sino la 

integración de la norma impresa, según los valores inmanentes y objetivos 

del ordenamiento jurídico”172. Por otro lado, el profesor Hugo Caldera ha 

argumentado que “la discrecionalidad administrativa existe, pero ella sólo 

puede tener cabida dentro de nuestro ordenamiento jurídico cuando se la 

interpreta a la luz del ordenamiento establecido en la Constitución, debiendo 

respetarse las limitaciones establecidas para el ejercicio de la soberanía”173. 

En la doctrina administrativa argentina, el jurista Juan Carlos Cassagne ha 

explicado que “(…) la facultad de elección en que básicamente radica la 

discrecionalidad opera siempre dentro de la Constitución y de los principios 

que la nutren que se han señalado, cuya esencia radica en no transgredir la 
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 OELCKERS CAMUS, Osvaldo. 1977, “Notas a la potestad discrecional de la Administración Pública”. Revista de 
Derecho Universidad de Concepción. (165): 161-168 
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  CALDERA DELGADO, Hugo. 1989. “Límites Constitucionales de la Discrecionalidad Administrativa”. Revista 
Chilena del Derecho. Vol. 16 (2), año XLIV: 423-428 
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prohibición de arbitrariedad o irrazonabilidad. Discrecionalidad y 

razonabilidad son así como dos caras de una moneda que circula hasta 

tanto el juez compruebe que algunas de esas facetas no es válida o 

legítima”174. 

 Se ha explicado anteriormente que los disclaimers en una licitación 

pública se estipulan en las bases de licitación y se refieren por lo general a 

la admisibilidad de las ofertas, la deserción del procedimiento y a la 

adjudicación. Respecto a las ofertas, es frecuente encontrar cláusulas como 

“la Administración se reserva el derecho a no aceptar ninguna de las 

ofertas”. En cuanto a la adjudicación del contrato, también es frecuente 

encontrar (pero menos que en el caso anterior) cláusulas como aquella que 

establece que “la Administración no se encuentra obligada a adjudicar el 

contrato”. Se ha explicado también que dichas potestades encuentran su 

fundamento en el principio fundante de toda licitación pública, como lo es el 

de estricta sujeción a las bases. 

 Sin embargo como se analizará, la doctrina y la jurisprudencia 

mayoritarias, han señalado que “la Administración debe ejercer la potestad 

discrecional respetando el Ordenamiento Jurídico en su integridad, 

decidiendo de forma razonable, conveniente, proporcional, oportuna, eficaz 

y prudente en miras al bien común, cuidando no sólo de no incurrir en 
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 CASSAGNE, Juan Carlos. “La Discrecionalidad Administrativa”, p. 18 [en línea]    
≤http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/La_discrecionalidad_administrativa.pdf≥ [consulta: 11 abril 2016] 
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una ilegalidad sino que también evitando caer en la arbitrariedad”175. (El 

destacado es nuestro). 

 Pues bien, el tema que se tratará a continuación dice relación con los 

límites que tienen estas cláusulas disclaimers en una convocatoria, los que 

no son si no los límites que la doctrina y la jurisprudencia han establecido a 

la potestad discrecional de la Administración.  

 

D.2. LÍMITES A LA POTESTAD DISCRECIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN  

 A continuación se tratarán los límites o requisitos que ha impuesto tanto 

la doctrina, como la Contraloría General de la República y el Tribunal de 

Compras Públicas a la potestad discrecional de la Administración para los 

casos de disclaimers en una convocatoria, principalmente en cuanto a la 

potestad que tiene el órgano licitante para declarar inadmisible las ofertas, 

declarar desierta la licitación y adjudicar a la oferta más conveniente.  

 Discrecionalidad para establecer y aplicar disclaimers.  

 Previo al análisis propiamente tal, es necesario distinguir dos tipos de 

discrecionalidades en este caso. Una, es la discrecionalidad que tiene la 

Administración para establecer los disclaimers en las bases de licitación, y 

por otra parte la discrecionalidad que se tiene para aplicar disclaimers en un 

procedimiento licitatorio.   
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 CARRASCO FUENTES, Pablo. 2012 (II semestre). “Elementos básicos de la arquitectura normativa de la 
discrecionalidad administrativa”. Revista de Derecho Público (77). P. 69 
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 El establecimiento y aplicación de cláusulas disclaimers derivan de las 

potestades discrecionales con que cuenta la Administración del Estado, las 

que también se aplican en el ámbito de la contratación administrativa.  

 La potestad que tiene la Administración para establecer disclaimers 

deriva directamente de uno de los principios rectores de la contratación 

administrativa como lo es el de “desigualdad de las partes”, a diferencia de 

lo que ocurre en el derecho privado, aquí la Administración cuenta con las 

llamadas potestades exorbitantes.  En efecto, “el contratante tiene pocas 

posibilidades de discutir los términos del contrato, ya que éstos vienen 

expresados en las bases de licitación, en la que se fijan las condiciones de 

contratación. En los hechos, la principal manifestación de libertad 

contractual se encuentra en la posibilidad del contratista de participar o no 

en la licitación”176. Sin perjuicio de lo anterior, debe tenerse presente que el 

acto administrativo que contenga tal o cual disclaimer deberá aprobar el 

examen de legalidad realizado por Contraloría General de la República 

mediante la toma de razón, como dispone el artículo 1° de la Ley N° 

19.880177. 

 En lo referente a la potestad que tiene el órgano administrativo para 

aplicar tal o cual disclaimer, aquella deriva primero que todo, de las propias 

bases de licitación a las que las partes deben ceñirse estrictamente. En 
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 BERMÚDEZ SOTO, Jorge.  “Derecho Administrativo General”, ob. cit. p. 205.  
177

 Ley N° 19.880. Artículo 13 inciso segundo: “La toma de razón de los actos de la Administración del Estado se 
regirán por lo dispuesto en la Constitución y en la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la 
República”.  
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segundo lugar, cobra relevancia el principio general de la ejecución del 

contrato de buena fe, en virtud del cual la Administración debe ejecutar el 

contrato conforme lo exija el interés general que se encuentra 

comprometido, por lo cual puede decidir aplicar tal o cual disclaimer en 

beneficio del interés público.  

 1. Límites establecidos por la doctrina   

  La doctrina ha sido unánime en explicar que “se debe equilibrar, 

por una parte, la necesidad de la existencia de facultades discrecionales 

y, por otra, la debida protección de los derechos de las personas, a 

través del principio de juridicidad (…) tal actividad tiene límites y así, 

como toda otra actividad administrativa, debe ejercerse conforme a 

derecho, pues si bien se desenvuelve en una esfera de libre 

predeterminación legal, no escapa al principio de juridicidad (arts. 6° y 7° 

de la Constitución)”178. Vale decir, tanto la doctrina como la 

jurisprudencia han establecido una serie de límites al ejercicio de la 

potestad discrecional de la Administración, límites que son perfectamente 

aplicables a los disclaimers en una licitación pública, pues como hemos 

dicho, éstas cláusulas no son más que la materialización del ejercicio de 

esta potestad en un procedimiento concursal.  

  Los principales límites que se han configurado son los siguientes: 
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 PONCE DE LEÓN, Sandra y FRINDT, María Soledad. 1998. “El principio de juridicidad administrativa frente a los 
derechos públicos Subjetivos”. Revista de Derecho Universidad de Concepción. (203), año LXVI. P. 396  
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1) Causales para la anulación de actos administrativos: 

 Como lo ha explicado el jurista nacional y ex Ministro de la Excma. 

Corte Suprema, Pedro Pierry, los medios de control de la potestad 

discrecional “se encuentran dentro de las causales que contempla el 

derecho administrativo para la anulación de los actos administrativos, 

las que se refieren a la violación de los requisitos establecidos para la 

validez de dichos actos (…) son: incompetencia, vicio de forma o de 

procedimiento, desviación de poder y violación de la ley”179. 

 Respecto a la anulación o invalidación de los actos 

administrativos, el tema fue tratado ampliamente en el capítulo I de la 

presente Memoria por lo que una reiteración sería innecesaria. Sin 

embargo es importante destacar uno de los límites señalados 

anteriormente, como es el caso de la desviación de poder, por su 

conexión que tiene con el capítulo final del trabajo. 

 El autor citado anteriormente define la desviación de poder como 

“el vicio que afecta a aquella decisión administrativa, que ha sido 

dictada por la autoridad competente, teniendo en vista un fin diverso 

de aquel para el cual el acto podía ser dictado”180. A su vez plantea 

que este control o límite a la discrecionalidad administrativa es posible 

encontrarlo en dos aspectos bien precisos como son: 1) La noción de 
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 PIERRY ARRAU, Pedro. 1984. “El Control de la Discrecionalidad Administrativa”. Revista de Derecho Universidad 
Católica de Valparaíso (8). P. 165 
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 Ibíd. 
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interés público, y 2) la determinación por el Juez de los fines 

específicos de la norma, las que se explican a continuación.  

 i) La noción de interés público: Esto es, “todo acto de la 

Administración debe tender, en último término, al beneficio de la 

colectividad, por lo que sí es otro el fin que ha presidido su dictación, 

el acto será nulo”181.  

 En el caso de los disclaimers en una licitación pública, la autoridad 

podría incluir perfectamente este tipo de cláusulas en las bases de 

licitación con el fin de querer contratar con tal o cual proveedor, 

realizando una especia de “filtro” a la contratación. Por ejemplo, el 

siguiente disclaimer: “La Administración se reserva el derecho a 

no aceptar ninguna de las ofertas”. Dicha cláusula podría entrar en 

conflicto con principios rectores de la licitación pública, como lo 

son la igualdad de los oferentes y la libre competencia que 

debiese existir entre ello. El caso es éste: La Administración 

realiza la convocatoria, se presentan tres interesados (el órgano 

licitante tiene preferencia por uno de ellos), sin embargo el 

“preferido por la Administración” no cumple tal o cual requisito por 

lo que el ente licitante, haciendo uso del disclaimer contemplado 

en las bases decide no aceptar ninguna de las ofertas. ¿Acaso 

esta situación puede ser válida en un procedimiento licitatorio? De 
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ninguna manera, pues esta decisión es totalmente contraria al 

principio de igualdad de los oferentes, dado que los demás 

participantes o, uno de ellos (a pesar de que sus ofertas podrían 

haber sido menores en relación al primer seleccionado) tenían la 

aptitud e idoneidad para cumplir con lo exigido por la 

Administración, que es, lo requerido a fin de cuentas, por la 

sociedad en general.   

 ii) La determinación por el Juez de los fines específicos de la 

norma: El autor citado explica que este límite o control a la 

discrecionalidad se refiere a “la búsqueda que puede hacer el juez de 

los fines particulares y específicos que la ley o la norma general que 

preside el acto ha tenido cuando ella ha guardado silencio al 

respecto”182. 

 Caso típico en una licitación pública es por ejemplo el hecho que 

la Administración, haciendo uso de uno de los disclaimers 

contemplados en las bases, declare inadmisible las ofertas por no 

cumplirse tal o cual requisito. Sin embargo, resulta que el vicio es 

de los llamados “de forma” y no reunía los requisitos para afectar 

el procedimiento, por lo que el Juez, interpretando la norma en 

particular, debe declarar que tal o cual oferta es admisible y debe 

                                                           
182

 Ibíd. Ob. Cit. p. 167 
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evaluarse junta con las demás, retrotrayendo el proceso a dicha 

etapa.  

2) Motivación del acto: 

 Además de ser uno de los requisitos formales de todo acto 

administrativo, también es uno de los principales medios de control ya 

que en virtud de esta causal, el acto administrativo que se pronuncia 

sobre la inadmisibilidad de las ofertas, la que declara desierto un 

procedimiento licitatorio o aquella resolución que no adjudique a 

ninguno de las oferentes el contrato, deberá siempre ser fundado. 

Vale decir, no basta la remisión al disclaimer  contenido en las bases, 

ni a tal o cual norma jurídica sino que debe explicarse y justificarse 

fundadamente la decisión. Y esto es válido para todo acto 

administrativo pero, con mayor razón, en los casos de disclaimers 

contenidos en una licitación pública, puesto que en ella están en 

juego los intereses de la sociedad y además los intereses de las 

personas que participaron en el concurso. Como  lo explica 

claramente el jurista nacional Iván Aróstica, “resulta claro la 

necesidad de motivar la decisión de la autoridad, a fin de constatar, 

desde el mismo instante de su aparición como norma, que sea un 

acto reflexivo, fruto de un análisis acabado de las condiciones de 

hecho y de derecho que deben apoyarla, y no un acto ilegal o 
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arbitrario, es decir contrario a derecho”183 (el destacado es de nuestra 

autoría). Por lo demás, este ha sido uno de los principales medios de 

revisión por parte de la Contraloría General de la República como se 

verá en el acápite dedicado a ello.  

 Cabe destacar que un acto administrativo fundado no es óbice a la 

responsabilidad que pueda imputarse a la Administración por los 

perjuicios causados y, por ende, a su obligación de indemnizar en los 

casos que corresponda.  

 Por lo demás, como lo ha dicho la jurisprudencia, este límite no es 

más que expresión del principio de publicidad y el principio de 

transparencia, contemplados en los artículos 8 de la Constitución 

Política de la República184, artículo 13 de la Ley N°18.575185 y en 

el artículo 11 de la Ley N°19.880186 que obligan a la Administración 

a expresar los fundamentos de sus decisiones. En este sentido, el 

profesor Augusto Quintana ha explicado que “es muy importante el 

alcance global que la Contraloría le da a este principio, aduciendo que 
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 ARÓSTICA MALDONADO, Iván. 1986. “La Motivación de los Actos Administrativos en el Derecho Chileno”. Revista 
de Derecho Universidad Católica de Valparaíso (10). P. 505 
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 Constitución Política de la República de Chile. Artículo 8: “Artículo 8º.- El ejercicio de las funciones públicas obliga 
a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones (inciso primero).  Son 
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 Ley N° 18.575. artículo 13 inciso segundo: “La función pública se ejercerá con transparencia, de manera que 
permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se 
adopten en ejercicio de ella”. 
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 Ley N° 19.880. artículo 11 inciso segundo: “Los hechos y fundamentos de derecho deberán siempre expresarse en 
aquellos actos que afectaren los derechos de los particulares, sea que los limiten, restrinjan, priven de ellos, 
perturben o amenacen su legítimo ejercicio, así como aquellos que resuelvan recursos administrativos”.  



111 
 

debe observarse  incluso tratándose de potestades 

discrecionales. Es más (…) mientras más discrecionales sean las 

potestades públicas mayores han de ser las exigencias de 

motivación o fundamentación y de control”187 (El destacado es de 

nuestra autoría).  

 En este mismo sentido se han explicado también algunos criterios 

establecidos por la Excma. Corte Suprema, por cuanto el Máximo 

Tribunal del país “ha manifestado que la facultad discrecional 

concedida al Jefe de Estado no lo releva de la obligación de 

expresarla causa real o efectiva de sus actos. Lo no motivado es ya, 

por ese solo hecho, arbitrario. Y agrega ese mismo fallo: que a falta 

de motivación que sostenga la decisión administrativa, su único apoyo 

radicaría exclusivamente en la sola voluntad del funcionario que 

adopta dicha decisión, apoyo que, como es obvio, resulta insuficiente 

en un Estado de Derecho en que no hay margen – por principio – 

para el poder puramente personal”188 (destacado añadido).  

3) Principio de juridicidad y derechos subjetivos: 

 Respecto al principio de juridicidad, se ha dicho que la 

Administración debe someterse absolutamente al ordenamiento 
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jurídico. La doctrina de manera unánime ha encontrado su 

consagración Constitucional en los artículos N° 6189 y 7190 de nuestra 

Carta Fundamental.  

 Al respecto cabe destacar la amplia extensión que le ha dado 

Contraloría General de la República al principio de juridicidad en sus 

últimos dictámenes191, vinculándolo de manera inexorable a otros 

principios fundamentales como el de racionalidad, igualdad, no 

discriminación arbitraria, etc. En efecto, Contraloría ha dicho que: “el 

principio de juridicidad en un concepto amplio y moderno conlleva la 

exigencia de que los  actos administrativos tengan una motivación y 

un fundamento racional y no obedezcan a un mero capricho de la 

autoridad, pues en tal caso, resultarían arbitrarios y por ende 

ilegítimos”192. 
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 Constitución Política de la República. Artículo 6°: “Los órganos del Estado deben someter su acción a la 
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regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley (inciso primero). Ninguna 
magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias 
extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la 
Constitución o las leyes (inciso segundo). Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las 
responsabilidades y sanciones que la ley señale (inciso tercero). 
191

 Dictamen N° 23.518 de fecha 29 de marzo de 2016: “En este orden de ideas, los dictámenes N°s 499, de 2012, y 
4.567, de 2015, han precisado que la exigencia de fundamentación de los actos administrativos se vincula con el 
recto ejercicio de las potestades otorgadas a la Administración activa, toda vez que permite cautelar que éstas se 
ejerzan de acuerdo a los principios de juridicidad el que lleva implícito el de racionalidad, evitando todo abuso o 
exceso, de acuerdo con los artículos 6° y 7° de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 2° 
de la ley N° 18.575 Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y de igualdad y no 
discriminación arbitraria contenido en el artículo 19, N° 2, de la Carta Fundamental como, asimismo, velar porque 
tales facultades se ejerzan en concordancia con el objetivo considerado por el ordenamiento jurídico al conferirlas”.  
192

 Dictamen N° 75.111 de fecha 21 de septiembre del año 2015.  
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 Finalmente, es importante destacar la vinculación que se le ha 

dado a este principio con los de eficiencia y eficacia de la función 

pública 193consagrados en los artículos 3194 y 5195 de la Ley N° 

18.575.  

 En cuanto a los derechos subjetivos, la doctrina los ha definido 

como aquellas “facultades que el ordenamiento jurídico concede a los 

individuos para obtener el íntegro cumplimiento de los deberes que 

esas mismas normas imponen al Estado. De forma tal que el derecho 

subjetivo implica una predeterminación normativa de la conducta 

administrativa debida a un individuo en situación de exclusividad”196. 

                                                           
193

 Dictamen N° 27.966 de fecha 10 de abril del año 2015: “es dable recordar que en materia de administración de 
haberes públicos y como expresión del principio de juridicidad, el Estado y sus organismos deben observar el 
principio de legalidad del gasto (…) de forma tal que los desembolsos que se autoricen con cargo a fondos públicos, 
sólo pueden emplearse para los objetivos y situaciones expresamente previstos en el ordenamiento jurídico, tal 
como lo han señalado, entre otros, los dictámenes N°s. 14.880, de 2010 y 67.450, de 2012, de esta Entidad 
Fiscalizadora”.  
194

 Ley N° 18.575, artículo 3° inciso segundo: “La Administración del Estado deberá observar los  principios de 
responsabilidad, eficiencia, eficacia (…)”.  
195

 Ibíd. artículo 5°: “Las autoridades y funcionarios deberán  velar por la eficiente e idónea administración de los 
medios públicos y por el debido cumplimiento de la  función pública (inciso primero). Los órganos de la 
Administración del Estado deberán  cumplir sus cometidos coordinadamente y propender a la  unidad de acción, 
evitando la duplicación o  interferencia de funciones (inciso segundo).  
196

 PONCE DE LEÓN y otro. Ob. cit. p. 385 
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4) Otras técnicas de control de la discrecionalidad que se han 

ido agregando197: 

i. El error manifiesto de apreciación:  

 Tal o cual decisión de la Administración deben basarse en 

la existencia de determinados presupuestos de hecho. Es más, a 

la autoridad no sólo le corresponde esta “constatación fáctica” sino 

que, en virtud de sus potestades, también debe “calificar” aquellos 

presupuestos de hecho y tomar una decisión determinada. Don 

Osvaldo Oelckers, siendo aún más estricto con este medio de 

control de la discrecionalidad administrativa, ha dicho que “la 

Administración, así, no puede interpretar a su antojo los 

presupuestos de hecho que condicionan la existencia de un acto 

(…) Lo importante es que el tribunal del asunto examine y 

compruebe cuál fue el alcance real de los hechos”198. (El 

destacado es nuestro)  

 En este sentido, la Administración debe invalidar aquella 

resolución que (basándose en un disclaimer contenido en las 

bases) declaró inadmisible las ofertas, siendo que una u otra 

cumplía con los requisitos establecidos en las propias bases; así 

                                                           
197

 Dichos medios de control son los mencionados por el destacado jurista y actual Contralor General de la 
República: BERMÚDEZ SOTO, Jorge. 1996. “El Control de la Discrecionalidad Administrativa”. Revista de Derecho 
Universidad Católica de Valparaíso. (1996) año XVII. Pp. 279 y ss.  
198

 OELCKERS CAMUS, Osvaldo. 1977. “El Principio de Legalidad como Supuesto de la Potestad Administrativa”. 
Revista de Derecho Universidad Católica de Valparaíso (1). P. 145.  
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como la resolución que declaró desierto el procedimiento pero sin 

embargo una o más ofertas sí resultaban “convenientes a sus 

intereses”, y también la resolución que dejó sin efecto la 

adjudicación por cuanto realmente si existía una “oferta más 

conveniente”. Todos estos son casos de errores en cuanto a la 

apreciación de los hechos por parte de la autoridad. Sumado a 

ello, y a modo ilustrativo, la jurisprudencia del Tribunal de 

Compras Públicas ha reconocido el derecho a los oferentes que 

resultaron perjudicados con dicho error y no pudo retrotraerse el 

procedimiento a una etapa determinada, a entablar en sede 

ordinaria las acciones que estimen convenientes.  

ii. El recurso a la razonabilidad de la decisión: 

 Como lo explica el jurista nacional, Jorge Bermúdez, “una 

decisión catalogada de irrazonable es aquella carente de 

justificación, es decir, la que no tiene motivación para haber sido 

dictada o la que se aparta de los fines para los cuales la potestad 

fue creada”199. 

 Dicho límite puede analizarse como otra expresión de los 

explicados anteriormente: “desviación de poder” y “falta de 

motivación del acto”.  

                                                           
199

 BERMÚDEZ, Jorge. Ob. Cit. p. 279 
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iii. La aplicación del principio de proporcionalidad: 

 Otro de los límites a la potestad discrecional del órgano 

administrativo es el llamado “principio de proporcionalidad”. Sin 

embargo, el autor citado en el numeral anterior plantea que este 

límite debe interpretarse de manera excepcional “reservando a 

casos que linden con lo burdo y lo grosero, toda vez que sigue 

siendo la Administración el órgano mejor dotado técnicamente 

para determinar cuáles serán los medios adecuados y necesarios 

para el logro de la finalidad requerida por la norma”200.  

iv. La motivación de los actos discrecionales: 

 Previamente cabe tener presente que la mayor parte de los 

actos administrativos son discrecionales o tienen algún elemento 

de discrecionalidad. Dicha potestad, por lo demás, constituye una 

de las características principales de los órganos administrativos.  

 Por lo general, en los actos reglados será la misma ley o la 

norma habilitante la que exige a la autoridad administrativa que 

dicte, frente a una situación determinada un “acto fundado y 

debidamente motivado”. El problema puede suscitarse respecto a 

los actos discrecionales en el sentido si en ellos se requiere dejar 

constancia expresa de la motivación del acto.  La respuesta no 

puede ser más que afirmativa, por cuanto el deber de motivar los 

                                                           
200

 Ibíd.  
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actos no escapa a la discrecionalidad que puedan tener estos. 

Así lo ha establecido la Contraloría General de la República201, y la 

doctrina nacional ha dicho que “tal circunstancia no exime a la 

Administración de contar con razones de fondo que demuestren 

que la actuación no se funda en la sola voluntad de quien la 

adopta”202. 

 En este sentido, siguiendo los dictámenes de Contraloría se 

ha explicado que “en materia de licitaciones, las proposiciones de 

adjudicación de las comisiones técnicas constituyen meras 

sugerencias para la superioridad que, ponderando circunstancias 

de mérito, conveniencia u oportunidad, puede adjudicar no 

necesariamente al licitante que figure en el primer lugar de la 

proposición, y aún, rechazar todas las ofertas, pero esta 

discrecionalidad de la autoridad no puede significar arbitrariedad, 

por cuanto se requiere que sus decisiones sean debidamente 

fundadas. No resulta pues procedente que el rechazo de todas 

las propuestas pueda hacerse sin expresión de causa” 

(Destacado añadido)203. 

                                                           
201

 Dictamen N° 33.006/84: “el ejercicio de las facultades administrativas que compete a los Jefes Superiores de los 
organismos públicos se materializa a través de la dictación de actos administrativos o resoluciones que se 
encuentran sujetos a un procedimiento preestablecido que permite que el acto se base a sí mismo y cuyo 
cumplimiento es esencial para la validez de dichos instrumentos, tales como indicación en su texto de las normas 
legales y reglamentarias que le sirven de fundamento, las consideraciones de hecho que hacen aplicable la medida 
adoptada (…)”.  
202

 BERMUDEZ, Jorge. Ob. cit. p. 281. 
203

 GUZMAN Suarez, Lionel. Ob. Cit., pág. 153 
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 Este límite además fue analizado en la letra b) de este 

acápite, sin embargo, Bermúdez Soto lo explica en relación a la 

legislación española y resulta necesario dar a conocer el criterio 

que dicha legislación extranjera adopta en este caso. Al respecto, 

la Ley 30/1992204 en su artículo 54 se refiere a la motivación de 

los actos administrativos estipulando que:  

 “1. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y 

fundamentos de derecho: 

a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses 

legítimos.  (…) 

f) Los que se dicten en el ejercicio de potestades 

discrecionales, así como los que deban serlo en virtud de 

disposición legal o reglamentaria expresa. 

2. La motivación de los actos que pongan fin a los 

procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva se 

realizará de conformidad con lo que dispongan las normas 

que regulen sus convocatorias, debiendo, en todo caso, 

quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de 

la resolución que se adopte” (El destacado es nuestro).  

 Es interesante destacar que la legislación española citada, 

obliga expresamente a la Administración a motivar los actos 

                                                           
204

 Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, del 27 de 
noviembre de 1992.  
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administrativos que “limiten derechos subjetivos o intereses 

legítimos”, los actos “que se dicten en el ejercicio de potestades 

discrecionales”, y los actos “que pongan fin a los procedimientos 

selectivos y de concurrencia competitiva”, como es el caso por 

excelencia, una licitación pública, en la cual, es más, deben 

quedar acreditados en el procedimientos los fundamentos de la 

resolución que se adopte.  

v. El control por los principios generales del Derecho205: 

 El profesor Pierry manifiesta que “donde no hay reglas 

generales que limiten la competencia de la Administración, ésa se 

verá limitada, en todo caso, ya que deberá respetar los principios 

generales del derecho creados, o, mejor dicho, reconocidos por la 

jurisprudencia”206. No puede por tanto, invocarse la 

discrecionalidad administrativa para atentar contra los principios 

de igualdad, de buena fe, de proporcionalidad, de la naturaleza de 

las cosas de servicio público, etc. 

 En el caso de los disclaimers contenidos en las bases de licitación 

este límite es claro. Debe invalidarse toda cláusula que contraríe 

los principios generales de derecho, por ejemplo, aquella que 

estipula que la Administración se reserva el derecho de aceptar 

                                                           
205

 Este límite se encuentra explicado por OELCKERS, Osvaldo. “El principio de legalidad…” Ob. Cit. p. 149 
206

 PIERRY ARRAU, Pedro. Ob. cit. p. 170. 
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ofertas fuera de plazo, o que se permita que la Administración 

adjudique el contrato a quien estime conveniente, o que la faculte 

para declarar desierto aquella licitación en la que se presenta un 

oferente que cumple con todos los requisitos exigidos, etc.  

2.  Límites establecidos mediante Dictámenes de Contraloría 

General de la República 

 La jurisprudencia de CGR ha sido unánime en aceptar la validez 

de este tipo de cláusulas como ya se había precisado al principio de este 

acápite. Sin embargo, siguiendo a la doctrina citada anteriormente, 

Contraloría ha recogido todos los límites señalados por dichos autores en 

relación a la potestad discrecional de la Administración respecto a las 

decisiones basadas en tal o cual disclaimer. A continuación se citarán y 

explicarán algunos dictámenes relevantes del organismo Contralor en los 

últimos veinte años, desde 1995 a la fecha.  

 En dictamen n° 41.195  de diciembre de 1995207, la Contraloría 

ha dicho que “es improcedente que los servicios incluyan entre las 

normas reguladoras de las propuestas, cláusulas en las cuales se 

reserven el derecho de aceptar cualquiera de las ofertas, aún cuando no 

sea la más baja, o de rechazarlas todas sin expresión de causa, puesto  

que la administración está obligada en todo caso a fundamentar 

                                                           
207

 Dictámenes Generales y Municipales Contraloría General de la República. [En línea] 
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFra
meset. Aplica Dictamen N° 1.957 del año 1995. 

http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFrameset
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFrameset
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debidamente su decisión de no adjudicar la obra a aquella 

proposición más económica, por existir otros elementos del precio que ha 

ponderado y que en definitiva le permite estimar que resulta más 

ventajosa aceptar una oferta de mayor valor”208. (El destacado es de 

nuestra autoría). 

 Este dictamen es muy importante por cuanto, lisa y llanamente lo 

que hace CGR es negarle validez a una cláusula disclaimer 

contenida en las bases dentro de un proceso de licitación pública. 

Es más, es posible desprender que este dictamen establece que 

por regla general, sería improcedencia este tipo de cláusulas 

dentro de una licitación pública, a menos que se encuentre 

“debidamente fundamentada”, o “motivada”, y puesto como vimos 

anteriormente, el deber de fundamentar y motivar los actos 

administrativos se configura no sólo como un requisito formal de 

todo acto, sino que también, como un límite amplio frente a la 

discrecionalidad de la Administración, esto es, una garantía para 

los interesados partícipes de una licitación pública. 

                                                           
208

 En la misma línea Dictamen N° 33.744 del 23 de octubre de 1996: “Municipalidad se ajustó a derecho al no 
adjudicar a recurrente propuesta pública para la ejecución de obra de reposición de escuela aún cuando haya sido la 
más económica (…) reservándose el derecho de rechazar alguna o todas las ofertas si no las estimare convenientes y 
adjudicar a cualquiera de los proponentes aunque no fuera la oferta más baja (…) en cuyo caso esta deberá ser 
justificada…” (El subrayado es mío) 
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 En otro caso, dictamen N° 12.147 de marzo del año 2004209  

CGR ha dicho que “no procede declarar desierto el certamen cuando 

existen licitantes que se ajustan a las reglas preestablecidas, sino 

que debió desestimarse las propuestas por no convenir a los intereses 

del órgano público (…) procediendo que la respectiva resolución se 

modifique, en términos de sustituir la medida en ella dispuesta por la de 

desestimar las propuestas”. (El destacado es nuestro). Funda CGR esta 

decisión en el N° 15 de las bases administrativas que expresan: “Sin 

embargo, el Parque Metropolitano se reserva el derecho de rechazar 

excepcionalmente el total de las ofertas por resolución fundada”.  

 Aquí nos encontramos frente a lo que la doctrina llama (y se ha 

explicado anteriormente) “error manifiesto de apreciación”, 

como un límite a la discrecionalidad administrativa.  En efecto, el 

organismo licitante funda debidamente su decisión y resuelve 

declarar desierto el procedimiento de acuerdo a “lo informado por 

la Sección Servicios Generales en cuanto al incumplimiento del 

servicio otorgado por la primera de las firmas citadas en 

temporadas anteriores”, el que detalla una serie de 

incumplimientos. Sin embargo, de acuerdo a dicha situación 

fáctica correspondía desestimar la oferta (y no declarar 

                                                           
209

 Dictámenes Generales y Municipales Contraloría General de la República. [En línea] 
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFra
meset  

http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFrameset
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFrameset
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desierto el procedimiento) por no convenir a los intereses del 

órgano público. No obstante aquello, CGR explica que como 

ambas decisiones conllevan igualmente a no adjudicar el 

concurso, procede la rectificación de la resolución, sustituyéndola 

por la medida correspondiente que es desestimar las ofertas. 

 En dictamen N° 59.321 de diciembre de 2008210, la CGR no ha 

dado curso a la resolución N° 04 de 2008 de la Empresa de Correos de 

Chile que aprueba el “contrato de prestación de servicios de transporte 

de mensajería y CEP en la Región Metropolitana” por no ajustarse a 

derecho, ello debido a que  “no se acompañan antecedentes que 

justifiquen las razones por las cuales no se adjudicó la propuesta 

pública llamada inicialmente, no siendo suficiente causal para no hacerlo, 

aludir al número de ofertas presentadas” (El destacado es nuestro). 

 Este caso, es un claro ejemplo de cómo el criterio de la  

razonabilidad exigida para todo acto administrativo opera 

como un límite a la discrecionalidad de la Administración, tal y 

como se ha explicado anteriormente.  

 Asimismo, en Dictamen N° 539 del 03 de febrero del año 

2009211, CGR se abstiene de dar curso a la resolución N° 990 de 2008 

de la Universidad de Chile que “aprueba antecedentes para la licitación 

de la obra “Proyecto de Concentración” para una de sus facultades, por 

                                                           
210

 ibíd. Aplica Dictámenes N° 47.633 año 2004 y 2.594 del año 2008. 
211

 Ibíd.  
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diversos motivos, entre ellos destacan los siguientes: Por contravenir el 

principio de impugnabilidad de los actos administrativos al negar 

cualquier tipo de reclamo para el contratista. También, por no especificar 

los puntajes y ponderación que se utilizará para la evaluación.  

 Aquí CGR, para limitar la potestad discrecional de la 

Administración en una licitación, aplica el principio de juridicidad 

y derechos subjetivos, en cuanto a lo relacionado a la 

prohibición de impugnar que tenía el contratista, y también, hace 

aplicable los principios de publicidad y transparencia en lo que 

dice relación con la especificación de los puntajes y ponderación 

para evaluar las propuestas.  

 Por otra parte, en dictamen N° 60.626 de septiembre de 2011212, 

CGR ha estipulado que “las bases o condiciones generales de toda 

licitación integran el marco jurídico aplicable a los derechos y 

obligaciones tanto de la Administración como de los licitantes, y a éste 

deben ceñirse obligatoriamente los servicios públicos que participan en 

una licitación, a fin de respetar la legalidad y transparencia que deben 

primar en estas contrataciones” (El destacado es nuestro). 

 Este dictamen no hace sino explicitar que la Administración se 

somete al principio de juridicidad y de transparencia, los que 

además se interpretan como principios generales de derecho que 
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 ibíd.  
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pueden oponerse legítimamente como un límite a la 

discrecionalidad administrativa en este tipo de procedimientos. 

 En el mismo sentido anterior se pronuncia el Dictamen N° 12.951 

de marzo del año 2012213. Mediante él, CGR establece que la 

Contraloría Regional de Arica, deberá abstenerse de tomar razón de la 

resolución “que aprueba bases administrativas, bases técnicas y anexos 

para la licitación pública de un proyecto de Centro de Salud, por varios 

motivos, entre ellos se destacan los siguientes: Se establecía que si el 

oferente no detecta oportunamente errores, contradicciones u omisiones 

del proyecto no podrá reclamar posteriormente, tampoco debe primar el 

factor económico por sobre los demás ítems a evaluar, además el 

hecho de estipularse que el oferente al momento de presentar su 

propuesta renuncia a cualquier recurso judicial o extrajudicial contra el 

Servicio de Salud de Arica implica violar el principio de impugnabilidad de 

los actos administrativos. 

 La situación fáctica es similar a la analizada en el Dictamen 

anterior, donde CGR no hace sino aplicar las limitantes a la 

potestad discrecional en una licitación pública consistente en los 

principios de juridicidad y derechos subjetivos, publicidad y 

transparencia como asimismo la razonabilidad y motivación del 

acto respecto a que la capacidad económica de los oferentes no 

                                                           
213

 ibíd. Aplica Dictámenes N° 81.170 del año 2011; 46.810 del año 2011; 45.574 del año 2011, entre otros.  
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es un factor que deba primer de manera absoluta, debido a que, 

en palabras del propio organismo contralor, “importa el 

establecimiento de una diferencia arbitraria en desmedro de los 

restantes oferentes (…) sin que ello propenda a la eficiencia, 

eficacia y ahora en la contratación”.  

 Interesante resulta también analizar el Dictamen N° 47.664 de 

agosto de 2012214. A través de él, CGR establece que la Contraloría 

Regional del Biobío deberá abstenerse de dar curso a la resolución del 

Servicio de Salud Concepción que aprueba “bases administrativas y 

demás antecedentes para la licitación pública” de un proyecto de 

Mejoramiento sala de parto y otros pabellones.  

 Por un lado, CGR aplica los principios de juridicidad y 

derechos subjetivos al establecer que resulta arbitrario exigir un 

certificado de inscripción al portal Mercado Público, pues 

contraviene la libre concurrencia que exige la Ley N° 19.886. En 

igual sentido anterior, se establece que no se ajusta a derecho el 

numeral que permite desestimar ofertas por causales no previstas 

en el artículo 9 de la citada Ley. Finalmente, aplicando los 

principios de publicidad, transparencia y motivación de todo 

acto, establece que el punto en el cual se señala que el servicio se 

reserva la facultad para rechazar todas las ofertas o adjudicar 
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 ibíd. Aplica dictámenes N° 5.392 del año 2009; 12.951 del año 2012 y 25.086 del año 2011.  
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conforme a sus intereses “deberá ser declarado por resolución 

fundada”.  

 Asimismo, en dictamen N° 92.850 de noviembre de 2014215, 

CGR declaró que se ajustó a derecho la decisión del Ministerio de Bienes 

Nacionales al declarar desierta la propuesta pública de enajenación de 

un inmueble de propiedad fiscal, además de establecer que a dicho 

Ministerio “no le asistía la obligación de adjudicar el concurso en examen 

a la segunda mejor oferta realizada por la empresa interesada”. Dicha 

decisión se basa en dictámenes anteriores que establecen que “el 

Presidente de la República (…) posee una facultad privativa y 

discrecional para decidir sobre la enajenación de inmuebles fiscales 

prescindibles (…) independientemente de las condiciones ofrecidas por 

el interesado en su compra”. Complementando lo anterior cita el punto 

8.1.2 de las bases administrativas que otorgan la opción al referido 

Ministerio para “adjudicar a la segunda mejor oferta, o bien declarar 

desierta la licitación cuando ésta no sea conveniente para los 

intereses fiscales, mediante acto administrativo fundado”. (El 

destacado es mío).  

 Aquí CGR no hace sino que aplicar la correcta jurisprudencia en el 

sentido de declarar ajustado a derecho la decisión de la autoridad 

que declaró desierta la licitación haciendo uso del disclaimer de 
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manera fundada, transparente y razonable. El dictamen 

establece que la decisión del Ministerio tuvo dos razones: 1) El 

desistimiento del primitivo adjudicatario y además, 2) decidió 

realizar una segunda licitación “frente a la legítima expectativa” de 

igualar o incluso de superar el primer precio adjudicado, todo lo 

cual, beneficia directamente al interés social y no perjudica 

intereses de terceros.  

  Finalmente, mediante dictamen N° 464 de fecha 05 de enero de 

2016216, la Contraloría se abstiene de dar curso a la resolución que adjudicó 

una licitación pública por cuanto no se ajustó a derecho. Lo anterior se debe 

a que una de las ofertas fue rechazada sin ser evaluada por cuanto el 

oferente no presentó un certificado de vigencia emitido por el Registro de 

Comercio. Aquí CGR establece que dicha vigencia podía acreditarse con 

otros documentos acompañados al proceso dictaminando que “las ofertas 

que se estimen inadmisibles deben ser declaradas mediante resolución 

fundada, y no solo enunciar dicha circunstancia en los considerandos del 

acto de adjudicación, como ha ocurrido en esta oportunidad”.  

 Al igual que en los casos anteriores, aquí solo se reitera los 

criterios ya analizados. El dictamen constituye una clara 

manifestación de cómo los principios de publicidad, motivación 

del acto y de no formalización, conforman importantes límites 
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para cláusulas disclaimers como lo fue en este caso el haber 

declarado inadmisible la oferta por no acompañar determinado 

documento, que constituía una mera formalidad, pudiendo suplirse 

por otros ya acompañados junto con la propuesta.  

 Para finalizar, destaco las siguientes palabras del profesor Claudio 

Moraga Klenner respecto a la importante función dictaminante de CGR en 

los procedimientos de licitación pública: “En el nivel de exigencia que se 

imponga a la Administración, de elaborar textos de bases de licitación y de 

contratos de calidad; en el grado de discrecionalidad que se manifieste al 

dar preferencia a unos de esos documentos sobre otros para emitir un juicio 

interpretativo oficial; en la aceptación o rechazo que se otorgue a 

estipulaciones leoninas de distribución de riesgos; (…) se juega la CGR la 

futura relevancia de su función dictaminadora contractual”217. 

3.  Límites establecidos por la jurisprudencia del  Tribunal de 

Compras Públicas  

1) Competencia del Tribunal 

 La competencia de este órgano jurisdiccional comprende el 

conocimiento y resolución de las demandas de impugnación que se 

deduzcan en contra de: 1) Actos u omisiones ilegales o arbitrarios, 

ocurridos en procedimientos administrativos de licitación en que puedan 
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 MORAGA KLENNER, Claudio. 2013 (primer semestre). “La Contraloría General de la República y la Contratación 
Administrativa”. Revista de Derecho Público (78). P. 94  
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incurrir los organismos públicos regidos por la Ley N°19.886 y que 

tengan lugar entre la aprobación de las bases de la respectiva licitación y 

su adjudicación, ambos inclusive, y 2) La decisión de la Dirección de 

Compras y Contratación Pública de rechazar o aprobar la inscripción de 

un proveedor en el Registro de Contratistas que lleva dicha dirección. 

2) Importancia de este Tribunal para la contratación pública 

 La creación de este Tribunal viene a suplir parcialmente la falencia 

de no contar en Chile con una jurisdicción contencioso-administrativa de 

competencia general. En efecto, la acción contemplada en el artículo 24 

de la Ley N° 19.886218 tiene el carácter de contencioso-administrativa 

anulatoria, dado que por medio de ella se logra que sea declarada la 

nulidad de un acto administrativa ilegal o arbitrario.  
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 Ley N° 19.886, artículo 24: “El Tribunal será competente para conocer de la acción de impugnación contra actos u 
omisiones, ilegales o arbitrarios, ocurridos en los procedimientos administrativos de contratación con organismos 
públicos regidos por esta ley (inciso primero).  La acción de impugnación procederá contra cualquier acto u omisión 
ilegal o arbitrario que tenga lugar entre la aprobación de las bases de la respectiva licitación y su adjudicación, 
ambos inclusive (inciso segundo). La demanda mediante la cual se ejerza la acción de impugnación podrá ser 
interpuesta por toda persona natural o jurídica, que tenga un interés actualmente comprometido en el respectivo 
procedimiento administrativo de contratación (inciso tercero).  La demanda deberá deducirse dentro del plazo fatal 
de diez días hábiles, contado desde el momento en que el afectado haya conocido el acto u omisión que se impugna 
o desde la publicación de aquél. Se presentará directamente ante el Tribunal de Contratación Pública, pero cuando 
el domicilio del interesado se encontrara ubicado fuera de la ciudad de asiento del Tribunal, podrá presentarse por 
medio de las Intendencias Regionales o Gobernaciones Provinciales respectivas. En este caso, el Intendente o 
Gobernador, según corresponda, deberá remitirla al Tribunal el mismo día, o a más tardar el día hábil siguiente, 
contado desde su recepción (inciso cuarto).  La demanda deberá contener la mención de los hechos que constituyen 
el acto u omisión ilegal o arbitraria, la identificación de las normas legales o reglamentarias que le sirven de 
fundamento, y las peticiones concretas que se someten al conocimiento del Tribunal (inciso quinto).  El Tribunal 
podrá declarar inadmisible la impugnación que no cumpla con los requisitos exigidos en los incisos precedentes, 
teniendo el demandante cinco días contados desde la notificación de la inadmisibilidad para corregir la impugnación 
(inciso final).  
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3) Jurisprudencia del Tribunal de Contratación Pública 

 Como bien explica el profesor Claudio Moraga, “es importante 

connotar que con la dictación en el año 2003 de la LBCA219, al establecer 

el Tribunal de Contratación Pública con competencia especial para 

conocer de las acciones de impugnación contra actos u omisiones 

ilegales o arbitrarios ocurridos en los procedimientos administrativos de 

contratación con organismos públicos (art. 24, inciso 1º), se ha sustituido 

una importante jurisprudencia administrativa que había desarrollado y 

sostenido la CGR”220. Sin embargo, explica el académico, lo anterior ha 

permitido a CGR concentrar su acción en las fases de revisión de las 

bases de licitación y circulares aclaratorias, así como el 

perfeccionamiento mismo de los contratos, inclusive su ejecución, 

término y liquidación.  

4) Fallos relevantes respecto a la validez y límites de cláusulas 

disclaimers en un procedimiento de licitación pública 

 Previamente a analizar dicha jurisprudencia, cabe destacar que los 

criterios establecidos por el Tribunal son únicamente orientadores para el 

caso que se trata en la presente memoria, puesto que no tuvo 

participación en la llamada “licitación del litio”. Lo relevante de su 

jurisprudencia para el caso en cuestión tiene por objeto complementar lo 
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establecido por CGR y la doctrina nacional respecto a la validez y los 

límites de las cláusulas disclaimers en una licitación pública. 

 Efectuado el alcance anterior, el Tribunal de Compras Públicas, al 

igual que CGR también ha aceptado, por regla general, la validez de 

este tipo de cláusulas, recogiendo ciertos límites señalados por la 

doctrina como limitantes a la potestad discrecional de la Administración. 

Así, en gran parte de sus fallos ha declarado ilegal y arbitraria la decisión 

de la autoridad que no se encuentra debidamente motivada, que incurrió 

en una errónea apreciación de los hechos, que vulneró los principios de 

publicidad, transparencia, igualdad de los oferentes y estricta sujeción a 

las bases, entre otras causales que se mencionarán en la jurisprudencia 

citada a continuación, correspondiente a algunos fallos ejecutoriados 

seleccionados por el autor desde el año 2005 hasta el año 2013221.  

 En sentencia rol de expediente N° 41-2005 de abril de 2007222, se 

rechaza sin costas la demanda de la actora que solicitaba dejar sin 

efecto la resolución adjudicatoria, dictando conjuntamente otra resolución 

que le adjudicó el contrato a quien presentó la oferta más ventajosa. Las 

bases administrativas contemplaban dos disclaimers principales, en 
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 La elección de dicho rango de años se fundamenta en que las sentencias ejecutoriadas publicadas en la página 
web del Tribunal de Compras corresponden a las demandas ingresadas en ese período. 
http://www.tribunaldecompras.cl/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=2&Itemid=125 
(revisada por última vez el 15 de enero de 2015 a las 12:00 hrs.)  
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 Caratulada “Bestpharma S.A. con Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud” [En 
línea] 
http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=2&Itemi
d=125 
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uno de ellos la Autoridad se reservaba el derecho a no adjudicar la oferta 

al proveedor que hubiere presentado incumplimientos de entregas de 

órdenes de compra anteriores para el mismo producto. En el otro, se 

establecía que la entidad licitante podría elegir la oferta que resultase 

más conveniente a sus intereses y necesidades teniendo como criterios 

de evaluación y adjudicación diversos aspectos pero ninguno de ellos 

sería determinante. Decisión: El Tribunal considera debidamente 

fundada la decisión de la Autoridad licitante por cuanto la no 

adjudicación a la actora se debió precisamente a que anteriormente ella 

había sido “sancionada con multas por incumplimientos en las entregas 

de diversos medicamentos en la ejecución de otros contratos” celebrados 

entre las mismas partes, conductas que a juicio del Tribunal “debieron 

influir y ser consideradas en la decisión” adoptada como lo consideraba 

el disclaimer. Aquí el disclaimer fue decisivo para la decisión del Tribunal, 

que se basó en él para fallar por cuanto cumplía todos los estándares de 

validez.  

 En sentencia dictaminada en causa rol N° 58-2006 de abril del 

2007223, el Tribunal acoge la demanda de la actora, declarando ilegal el 

Decreto Exento de la Municipalidad por medio del cual puso término a la 

licitación, y al Decreto Alcaldicio por el cual declaró desierta la licitación. 

                                                           
223

 Caratulada “Correa 3 Arquitectos Limitada con I. Municipalidad de Recoleta” [En línea] 
http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=2&Itemi
d=125 
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Basa el Tribunal su decisión por cuanto la Autoridad excedió las 

atribuciones del disclaimer contenido en las Bases Administrativas 

Especiales. En efecto, ésta cláusula establecía que “el Alcalde se 

reserva el derecho a rechazar alguna o todas las ofertas si no las 

estimare convenientes y adjudicar en forma parcial o total a 

cualquiera de los proponentes, aunque no sea la oferta más 

económica, si conviene a los intereses del Municipio”. Decisión: En 

base a ello y en relación a la Ley 19.886, el Tribunal declaró que los 

únicos medios para poner fin a una licitación son los contemplados en los 

artículos 9 y 10 de dicha ley, siendo ilegal el decreto que dejó sin efecto 

la licitación “entre el llamado y el cierre del plazo para la recepción de 

ofertas”, sancionando también como ilegal el acto que declaró desierta la 

licitación “porque a la fecha que lo dictó el proceso licitatorio (…) se 

encontraba en pleno desarrollo”, vulnerando con ello el principio de 

estricta sujeción a las bases y el principio de legalidad.  

 En fallo dictado en causa rol N° 11-2007 de diciembre de 

2007224, el Tribunal acoge la demanda de la actora, declarando ilegal lo 

decidido en el acta de apertura técnica mediante la cual se rechazó la 

oferta de la demandante por tener calificación inferior a 4 pero sin 

mencionar el fundamento de dicha calificación. En efecto, el Tribunal 
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 Caratulado “Diseño y Producción Mugarte Limitada con Consejo Nacional Para el control de 
Estupefacientes”[Enlínea]http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocadownload&vi
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estipula que la exclusión de la oferta correspondía a una declaración de 

inadmisibilidad y de acuerdo al artículo 9 de la Ley N° 19.886 “debió 

haber sido efectuada por resolución fundada, dictada en su momento por 

la autoridad, lo que en la especia, no se hizo”. Además, la demandada 

vulneró el disclaimer contenido en las bases administrativa y técnicas 

que disponían que “dicha Secretaría de Estado, con la asesoría 

técnica de la Secretaría Ejecutiva de CONACE, se reserva el derecho 

de desestimar cualquier o todas las propuestas presentadas, con 

expresión de causa”. En efecto, el Memorando de la Jefe de 

Comunicaciones de CONACE sólo contenía las notas obtenidas por los 

proponentes “pero sin que se consignen en él las razones, motivos o 

fundamentos precisos” por los cuales se determinó la exclusión de la 

actora, estimando el Tribunal que la Autoridad vulneró de esta manera 

los principios de transparencia, publicidad, motivación y legalidad.  

 Otro fallo a destacar es el dictado en el juicio rol N° 76-2008 del 

18 de noviembre del año 2008225. La actora señala que una vez 

finalizada la etapa de ponderación de los puntajes obtenidos y antes que 

se adjudicase el contrato, la Ministra de Educación rechazó su 

postulación y decidió poner término al contrato que se había suscrito con 

anterioridad a la licitación entre ambas partes. Es un fallo muy completo 
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 Caratulada “Editorial Mare Nostrum Limitada con Ministerio de Educación”. [En línea] 
http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=2&Itemi
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en cuanto a los fundamentos que el Tribunal otorga para acoger la 

demanda y, por ello, merece ser destacado entre otros. Es relevante 

además por cuanto recoge la mayor parte de los límites a la potestad 

discrecional reconocida por la doctrina y por los dictámenes de 

Contraloría General de la República, los que se han explicado 

anteriormente. En efecto, el fallo explica de manera precisa la forma en 

que se vulneró el principio de legalidad, la obligación de motivar los 

actos por parte de la Autoridad, el debido proceso, “la racionalidad que 

le es exigible en su actuar a los órganos del Estado”, la doctrina de los 

actos propios; el principio de transparencia  publicidad y el principio 

de imparcialidad y la errónea apreciación de los hechos en la 

decisión de la Autoridad. Además señala que la facultad que tiene la 

entidad licitante para rechazar, excluir o declarar inadmisible una 

propuesta es una facultad reglada y no discrecional, asentando con 

ello una nueva jurisprudencia en la materia dado que la mayor parte de 

los fallos del Tribunal y dictámenes de la CGR, como se ha analizado, 

han reconocido que esta potestad es “mayormente discrecional” que 

reglada, lo cual marca un precedente importante. Decisión: De acuerdo 

a todo lo anterior, el Tribunal decide acoger la demanda, declarando 

ilegal y arbitrario el acto administrativo por el cual la Ministra de 

Educación resolvió rechazar la postulación de la actora, “como también 

aquellos que como consecuencia de dicha decisión se hayan dictado con 
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posterioridad, en la medida que afecten o se refieran a la oferta de la 

demandante”. 

 Es interesante también destacar la causa rol N° 82-2009 del 27 

de mayo de 2010226 por cuanto da cuenta de un problema que 

precisamente se pudo haber evitado con la incorporación de un 

disclaimer en las bases de licitación respecto a la experiencia exigida a 

los oferentes. En este caso, la actora solicita al Tribunal declarar ilegal el 

Decreto por medio del cual el Alcalde de un municipio había adjudicado 

la propuesta a otro de los oferentes, así como también que declarase 

“ilegal la decisión de no excluir del proceso licitatorio en la etapa 

correspondiente a la sociedad demandante”. El Tribunal acoge la 

demanda de la actora dado que no existía “disposición en las bases 

de licitación que posibilitara el traspaso de experiencia de una 

persona natural que haya sido representante de una persona 

jurídica, a otra persona jurídica”, toda vez que además, procedía 

haber declarado inadmisible la oferta de la demandante y no aplicarle un 

descuento en puntajes, siendo además una “facultad que no se 

encuentra contemplada en las bases”, por lo que la Autoridad ha 

vulnerado manifiestamente el principio de legalidad.  
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 Caratulado “Sociedad de Proyectos de Ingeniería Enercal Limitada con I. Municipalidad de Timaukel”. 
[Enlínea]http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=
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 Otro fallo a destacar, corresponde al dictado en causa rol n° 59-

2010 del siete de diciembre de 2010227, dado que es totalmente 

contrario al anteriormente explicado. En efecto, la actora en estos autos 

solicita al Tribunal que declare ilegal y arbitrario el acto administrativo 

que declaró desierta la licitación y todos los que derivan de él, y que se 

evalúe nuevamente la oferta técnica y económica de su representada. 

Decisión: El tribunal rechaza la demanda fundamentalmente por las 

siguientes razones: Cita la Ley 19.886 en lo referente a la potestad que 

tiene la Autoridad para declarar desierta una licitación, estableciendo que 

dicha norma “en forma indubitable, le confiere expresamente la potestad 

administrativa para ello (…) potestad que, por lo demás, se encuentra 

radicada, de manera exclusiva, en el ente licitante”. Refuerza el 

raciocinio anterior, argumentando que la oferta de la actora excedía “el 

monto presupuestario de que se disponía para gastar por concepto del 

contrato de autos” (Este es un motivo fundado y no la mera remisión 

a la norma legal, se basa en el principio de juridicidad, 

particularmente en lo que dice relación con la eficacia y eficiencia 

de la función pública) Además, el Tribunal se basa en el principio de 

unilateralidad que rige la contratación administrativa, estableciendo que 

dicha medida se funda “en su propio interés público, cuya determinación 
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 Caratulado “Sociedad de Seguridad Aérea S.A. con Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC)”. [En 
línea]http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=2&I
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le corresponderá precisamente a ella, en ejercicio de sus facultades 

discrecionales”, Lo curioso es que no señala límite alguno para el 

ejercicio de dicha potestad tal como lo ha señalado correctamente la 

mayor parte de la doctrina, la jurisprudencia del Tribunal citada 

anteriormente y los dictámenes de CGR, razón por la cual el fallo podría 

criticarse en ese aspecto.  

 En sentencia dictada en expediente Rol N° 281-2011 de marzo 

del año 2012228, la actora solicita al Tribunal que declare ilegal y 

arbitraria la resolución exenta de la Autoridad (SERVIU) que rechazó 

todas las ofertas presentadas invocando el artículo 40 del D.S. 236/02 

MINVU. En las bases administrativas se encontraba el siguiente 

disclaimer “Adjudicación: La adjudicación de las propuestas 

corresponderá a la Directora del SERVIU, pudiendo, si existen 

razones para ello, rechazar mediante Resolución Fundada todas las 

propuestas, sin derecho a indemnización de ninguna especie”, de 

conformidad a la norma citada. Decisión: el sentenciador acoge la 

demanda de la actora, reconociendo que si bien es cierto la Directora del 

SERVIU “tiene la facultad discrecional para rechazar todas las 

propuestas presentadas”, tiene también el deber de “fundar tal 

decisión en antecedentes que se encuentren agregados al proceso 
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 Caratulada “Icafal Ingeniería y Construcción S.A. con Servicio de Vivienda y Urbanización (SERVIU) Región de 
Valparaíso”. [En línea] 
http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=2&Itemi
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conforme a las bases”, lo que no ocurrió en el caso concreto dado que 

la resolución de la Autoridad se ha basó en un Informe del Jefe de la 

División Jurídica del MINVU, “cuya emisión o consideración no se 

encuentra contemplado en las bases”, vulnerándose el principio de 

estricta sujeción a las bases229. El fallo viene a ratificar la 

jurisprudencia del Tribunal ya asentada en esta materia, imponiéndole a 

la Autoridad fundar debidamente la decisión sin vulnerar las bases y el 

ordenamiento jurídico, ajustándose al principio de juridicidad y 

transparencia que deben regir en los actos administrativos.  

 En sentencia rol N° 123-2012 del 22 de noviembre de 2013230
 la 

actora solicita al Tribunal que declare nula la adjudicación de la 

propuesta a otro de los oferentes que participó de la licitación, que 

además, se reevalúe su puntaje y que de acuerdo a ello, se adjudique su 

oferta por ser la más conveniente. Decisión del Tribunal: se acoge la 

demanda, dejando sin efectos los actos impugnados y ordena 

“retrotraer la tramitación del procedimiento  licitatorio al estado en 

que se encontraba antes de evaluarse las ofertas”, y de no poderse 

cumplir aquello, reconoce a la actora el derecho a entablar en “la sede 

respectiva las acciones jurisdiccionales que estime pertinentes”. Los 

fundamentos de este fallo no son más que expresión de la jurisprudencia 

                                                           
229

 En el mismo sentido se pronuncia el Fallo del Tribunal de Compras Públicas, Rol N° 7-2012 del dieciocho de enero 
de 2013.  
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 Caratulado “Clínica Reñaca S.A.  con Instituto de Seguridad Laboral, Región de Valparaíso”. [En línea] 
http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=2&Itemi
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del Tribunal mayoritaria en esta materia, por cuanto estipula que los 

motivos por los cuales se establece que si las ofertas no resultan 

convenientes a los intereses de la autoridad, la Resolución que las 

rechaza debe establecerse con el debido fundamento y claridad, 

situación que en el caso en cuestión no ocurrió, vulnerando el principio 

de juridicidad, transparencia y motivación de los actos administrativos.  

 Finalmente, el Tribunal de Compras Públicas, en sentencia 

dictada en juicio Rol N° 60-2013 del 25 de julio de 2013231, viene a 

reafirmar uno de los límites a la potestad discrecional de la 

Administración, referida en este caso a la potestad que tiene la Autoridad 

Licitante para declarar desierto el proceso, como lo es la errónea 

apreciación de los hechos ya explicada anteriormente. En este caso, el 

decreto impugnado se fundamentó en un error de la entidad licitante y no 

a un incumplimiento de las bases imputable al oferente, motivo por el 

cual su oferta no debió ser rechazada”. Decisión: el Tribunal decide 

acoger la demanda, sancionando de ilegal el acto que declaró desierta 

la licitación, junto con retrotraer el proceso “al estado de efectuarse 

una nueva evaluación técnica de las propuestas correspondientes a las 

empresas que aprobaron la primera revisión técnica de las ofertas, 

debiendo continuarse la licitación”.  

                                                           
231

 Caratulado “Sistemas Integrados de Computación y Telecomunicaciones S.A. (Telesystem S.A.) con I. 
Municipalidad de Peñaflor”. [En línea] 
http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=2&Itemi
d=125 

http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=2&Itemid=125
http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=2&Itemid=125
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CAPITULO TERCERO 

III. ANÁLISIS PARTICULAR DE LA LICITACIÓN PÚBLICA PARA LA 

SUSCRIPCIÓN DE UN “CONTRATO ESPECIAL DE OPERACIÓN PARA LA 

EXPLORACIÓN, EXPLOTACIÓN Y BENEFICIO DE YACIMIENTOS DE 

LITIO” (CEOL). 

 

A. ANTECEDENTES GENERALES DEL LITIO EN NUESTRO PAÍS Y SU REGULACIÓN 

LEGAL
232 

A.1. Antecedentes Generales 

 El litio es un mineral no metálico que se encuentra principalmente en 

salmueras naturales, pozos petrolíferos, campos geotermales y agua de 

mar. Es el metal más liviano, con la mitad de la densidad del agua y tiene 

excelentes condiciones en la conducción del calor y la electricidad. 

 El carbonato de litio es el producto con mayor volumen de transacción 

comercial, convirtiéndolo en el compuesto más importante. El carbonato es 

la materia prima para obtener todos los demás compuestos de litio. 

 Chile posee alrededor del 40% de las reservas mundiales de litio, en 

forma de salmueras. El carbonato de litio se obtiene a partir de las 

salmueras contenidas en el Salar de Atacama en la II Región. Este metal es 

de excelentes condiciones en la conducción del calor y la electricidad cuyo 
                                                           
232

 Respecto de los antecedentes generales del litio, la información ha Sido obtenida de la página web de la Comisión 
Nacional del Litio: http://comision.minmineria.cl/ (revisada por última vez el 24 de enero de 2015 a las 22:00 hrs.)  

http://comision.minmineria.cl/
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electroquímico permite el flujo reversible de electrones, lo que facilita la 

carga y descarga de baterías. 

 El mercado del litio es creciente ya que la demanda aumenta año tras 

año. En 2013 el consumo mundial del litio se estimó en 155.000 – 160.000 t 

LCE. Aunque el mercado del litio es relativamente pequeño, es dinámico, 

empujado por un esperado aumento en el consumo de baterías de litio, 

alcanzando en 2012 un volumen de US$2,2 mil millones. 

 Principales usos de Litio. 

 En la industria del aluminio; 

 En la industria del vidrio y cerámica (Aproximadamente 20% de la 

demanda del litio va dirigida a satisfacer las necesidades de esta 

industria). 

 En la fabricación de grasas lubricantes; 

 En el sistema de aire acondicionado y control de humedad, 

 Tiene usos medicinales, 

 En el caucho sintético, 

 Baterías de litio, entre muchos otros usos.  

 Algunos datos de interés: 

 Su enorme potencial permite considerarlo como el elemento base de la 

futura energía del  planeta. 

 El perclorato de litio es portador de oxígeno en combustible de cohetes. 
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 El hidruro de litio es un combustible de cohetes. Mezclando el hidruro de 

litio con agua, se obtiene hidrógeno que puede hacer funcionar los 

motores. 

A.2. Producción del Litio en Chile 

 La Corporación de Fomento para la Producción, CORFO, en el año 1977, 

inscribió en su favor en el Registro de Propiedad del Conservador de Minas 

de El Loa-Calama, las pertenencias denominadas “OMA 1 al 59.820” 

ubicadas en el Salar de Atacama, Provincia del Lota, II Región, de una 

superficie de 5 hectáreas cada una, y cuya Acta de Mensura se encuentra 

inscrita a fojas 408, N° 11, del mismo año 1977 y del mismo Registro de 

Propiedad233. 

 La CORFO constituyó dos sociedades:  

1. Sociedad Chilena del Litio Limitada y  

2. Sociedad Minera del Salar de Atacama Ltda. – MINSAL, hoy SQM 

Salar S.A.A  

 Por tanto, hoy en nuestro país, sólo dos empresas que operan en el salar 

de Atacama explotan el Litio: 1) Soquimich (en adelante, “SQM”) y 2) 

Rockwood Litio Ltda., (ex Sociedad Chilena del Litio -en adelante, “SCL”-). 

Ambas sociedades poseen contratos de explotación firmados con la CORFO 

y autorización de la Comisión Chilena de Energía Nuclear (en adelante, 

CCHEN), y están en producción. 

                                                           
233

 INFORME SOBRE EL ESTATUTO JURÍDICO DEL LITIO. Santiago, 10 de agosto de 2010. Comisión Chilena del Cobre, 
Dirección Jurídica., p. 13 
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 Por una parte, SQM tiene autorización por 180.100 toneladas de litio 

metálico por un plazo de 30 años, comenzó a extraer en 1996. A octubre de 

2012 lleva vendida 71.000 toneladas de litio metálico. Patricio Contesse, 

Gerente General de SQM, ha dicho que la sociedad “cuenta con dieciséis 

patentes de invención vigentes a la fecha en cuatro países (Estados Unidos, 

Argentina, Bolivia y Chile), las cuales están relacionadas con la producción 

del litio y sus derivados. (…) SQM está integrado en la producción de cloruro 

de litio, carbonato de litio, hidróxido de litio, carbonato de litio grato batería y 

varios nuevos productos en desarrollo”234.  

 Por otro lado, la SCL tiene autorización para extraer 200.000 toneladas 

de litio metálico, por igual plazo de 30 años (más 10 años a partir del 2014), 

comenzando a extraer en el año 1985. A octubre del 2014 llevaba vendida 

68.000 toneladas de litio metálica235. Al respecto, el Sr. Eduardo Morales, 

Gerente General de la Sociedad Chilena de Litio Ltda. (SCL) expuso ante la 

Comisión mencionada anteriormente que, “Chemetall es una compañía de 

litio alemana, la más grande del mundo, que compró SCL, la cual, a su vez, 

es una empresa dedica a comercializar producir y desarrollar tecnologías en 

torno a este mineral. (…) entre sus áreas de negocios, agregó, se incluye 

salmueras y procesamiento de sales (…). En el ámbito litio-metálico, lleva a 

                                                           
234

 INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, relativo al análisis que efectuara acerca del estado actual y 
perspectivas de la industria del Litio en Chile. Comisión de Minería y Energía, Senado, República de Chile. Quinta 
Sesión, p. 26.  
235

 LYON, Pedro. 2012. “Concesibilidad del Litio y su Regulación”. En: JORNADAS DE Derecho Minero Universidad 
Diego Portales 2012. 09 de octubre de 2012. Santiago,  Facultad de Derecho Universidad Diego Portales y Guerrero, 
Olivos, Novoa y Errázuriz Abogados. pp. s.p.   
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cabo actividades de moldeo y producción de bienes semi-terminados. 

Además, considera un área de cierre de ciclo de los materiales, donde se 

hace reciclaje del litio a partir de residuos industriales y salmueras gastadas 

(…)”236. 

 Finalmente, es importante destacar que, CODELCO estaría evaluando 

algunos proyectos en torno al litio. Sus reservas se ubican en el Salar de 

Pedernales (segundo en tamaño luego del salar de Atacama), ubicado a 60 

kilómetros al Este de El Salvador, III Región, y del que la estatal extrae agua 

para abastecer a la división que lleva el mismo nombre de la ciudad237. 

 

A.3. Regulación Legal 

 En nuestro país existe una abundante y dispersa regulación jurídica en 

torno al litio (al igual que la regulación en cuanto al cobre, por ejemplo) la 

cual se detalla a continuación de manera cronológica en cuanto a su fecha 

de publicación, mencionando además algunas disposiciones relevantes en 

torno al litio. 

1. Ley N° 16.319 que crea la Comisión Chilena de Energía Nuclear 

 Publicada en el Diario Oficial con fecha 23 de octubre de 1965, en 

su artículo 2° regula al litio dentro de los materiales de interés 

                                                           
236

 INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA (…) Op. Cit. p. 29  
237

 INFORME SOBRE EL ESTATUTO JURÍDICO DEL LITIO (…) Op. Cit. p. 15  
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nuclear238. Sin embargo, la gran relevancia de este cuerpo legal, se 

encuentra en su artículo 8° que establece que litio extraído no podrá 

ser objeto de ninguna clase de actos jurídicos sino cuando ellos se 

ejecuten o celebren por la Comisión Chilena de Energía Nuclear, con 

ésta o con su autorización previa239. 

2. Reglamento de Términos Nucleares  

 El Decreto N° 450 o Reglamento de Términos Nucleares fue 

publicado el 21 de agosto de 1975 con el fin, precisamente, de definir 

algunos términos de uso frecuente en materia nuclear. En él figura el 

término “material de interés nuclear”240 en el cual se incluye al litio.  

3. Código de Minería de 1932 

 Publicado el 27 de agosto de 1932, el Código de Minería 

reconocía al litio dentro de las sustancias concesibles241. 

 

                                                           
238

 CHILE. Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción. 1965. Ley 16.319. Artículo 2°: “b)  son materiales de 
interés nuclear: zirconio, niobio,  titanio, hafnio, berilio, cadmio, cobalto, litio (…)”.  
239

 ibíd. Artículo 8°: “Por exigirlo el interés nacional, los  materiales atómicos naturales y el litio extraídos, y  los 
concentrados, derivados y compuestos de aquéllos y  éste, no podrán ser objeto de ninguna clase de actos  jurídicos 
sino cuando ellos se ejecuten o celebren por  la Comisión Chilena de Energía Nuclear, con ésta o  con su autorización 
previa. Si la Comisión estimare  conveniente otorgar la autorización, determinará a la  vez las condiciones en que ella 
se concede. Salvo por  causa prevista en el acto de otorgamiento, dicha  autorización no podrá ser modificada o 
extinguida por  la Comisión ni renunciada por el interesado” (destacados añadidos).  
240

 CHILE. Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción. 1975.  Decreto N° 450. Artículo 2°: “Para todos los 
efectos legales se entenderá por: 13.- Material de interés nuclear: Son los elementos o compuestos que sirvan para 
uso específico en instalaciones nucleares o radiactivas, como el zirconio, niobio, titanio, hafnio, berilio, cadmio, 
cobalto, litio, agua pesada, helio, uranio y torio con los elementos de sus series radiactivas, y lantánidos como el 
gadolinio”. (El destacado es nuestro) 
241

 CHILE. Ministerio de Fomento. Decreto Ley N° 488 “Aprueba Código de Minería”. Ministerio de Fomento. Artículo 
3° inciso primero:  “Cualquier interesado podrá constituir pertenencia en minas de oro, plata, cobre, estaño, 
plomo, platino, cadmio, manganeso, fierro, níquel, cerio, iterbio, germanio, cromo, molibdeno, tungsteno, uranio, 
cobalto, iridio, osmio, paladio, rodio, rutenio, arsénico, antimonio, bismuto, vanadio, niobio, tantalio, estroncio, 
galio, bario, berilio, zinc, mercurio, litio, titanio, torio, zirconio, radio y piedras preciosas, y en placeres metalíferos”.  
(El destacado es de nuestra autoría) 
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4. Decreto Ley N° 1.557 de 1976 

 Su objetivo principal fue entregar a la Comisión Chilena de 

Energía Nuclear la facultad para celebrar contratos especiales de 

operación para explotar, explorar y/o beneficiar materiales atómicos 

naturales con diversos contratistas, como bien lo establece el 

Considerando Cuarto de dicha normativa: 

 “4°) Que es conveniente entregar a la Comisión Chilena de 

Energía Nuclear, organismo autónomo especializado, la facultad de 

celebrar -por sí o en representación del Estado- esos y otros 

contratos, sin perjuicio de la intervención que en cada oportunidad 

competa a otras autoridades e instituciones con los debidos 

resguardos y limitaciones en favor del Estado -el cual no podrá 

desprenderse en caso alguno del dominio de los yacimientos de 

materiales atómicos que le están reservados- y aplicando los 

principios generales contenidos de los decretos leyes N°s 1.122 y 

1.226, de 1975”242.  

5. Decreto Ley N° 2.886 de 1979 

 Sin duda este es una normativa fundamental para los posteriores 

proyectos y negocios que se realizarían en torno al litio por cuanto 

reserva este mineral para el Estado de Chile por exigirlo el 

                                                           
242

 CHILE. Ministerio de Minería. 1976. Decreto Ley N° 1.557: “MODIFICA LA LEY ORGANICA DE LA COMISION 
CHILENA DE ENERGIA NUCLEAR Y DICTA NORMAS SOBRE CONTRATOS DE OPERACIÓN”.  
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interés nacional, salva las dos excepciones mencionadas en el 

artículo 5 de dicha normativa243. 

6. Constitución Política de la República de 1980 

 El artículo 19° N° 24 inciso séptimo de la Carta Fundamental 

establece que será materia de una Ley Orgánica Constitucional 

determinar las sustancias objeto de concesión, exploración o 

explotación244. 

 Es importante destacar que el texto Constitucional establece que 

el Estado puede explorar, explotar o beneficiar los yacimientos que 

contienen sustancias no concesibles, de manera directa o indirecta 

                                                           
243

 CHILE. Ministerio de Minería. 1979. Decreto Ley N° 2.886: DEJA SUJETA A LAS NORMAS GENERALES DEL CODIGO 
DE MINERIA LA CONSTITUCION DE PERTENENCIA MINERA SOBRE CARBONATO DE CALCIO, FOSFATO Y SALES 
POTASICAS, RESERVA EL LITIO EN FAVOR DEL ESTADO E INTERPRETA Y MODIFICA LAS LEYES QUE SE SEÑALAN. 
“Artículo 5°.- Por exigirlo el interés nacional, desde la fecha de vigencia de este decreto ley, el litio queda reservado 
al Estado. Se exceptúa de lo dispuesto en el inciso anterior solamente: a) El litio existente en pertenencias 
constituidas, sobre litio o sobre cualquiera de las sustancias del inciso primero del artículo 3° del Código de Minería, 
que, a la fecha de publicación de este decreto ley en el Diario Oficial, tuvieren su acta de mensura inscrita, se 
hallaren vigentes, y cuya manifestación, a su vez, haya quedado inscrita antes del 1° de Enero de 1979. b) El litio 
existente en pertenencias que, a la fecha de publicación de este decreto ley en el Diario Oficial, estuvieren en 
trámite y que lleguen a constituirse sobre litio o sobre cualquiera de las sustancias del inciso primero del artículo 3° 
del Código de Minería, siempre que el proceso de constitución de tales pertenencias se hubiere originado en una 
manifestación que haya quedado inscrita antes del 1° de Enero de 1979. Una ley regulará la forma en que el Estado 
ejercerá los derechos que le corresponden sobre el litio que se le reserva en virtud de este artículo”. 
244

 CHILE. Constitución Política de la República de 1980. Artículo 19° N° 24 inciso séptimo: “Corresponde a la ley 
determinar qué sustancias de aquellas a que se refiere el inciso precedente, exceptuados los hidrocarburos líquidos 
o gaseosos, pueden ser objeto de concesiones de exploración o de explotación. Dichas concesiones se constituirán 
siempre por resolución judicial y tendrán la duración, conferirán los derechos e impondrán las obligaciones que la 
ley exprese, la que tendrá el carácter de orgánica constitucional. La concesión minera obliga al dueño a desarrollar 
la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento. Su régimen de amparo será 
establecido por dicha ley, tenderá directa o indirectamente a obtener el cumplimiento de esa obligación y 
contemplará causales de caducidad para el caso de incumplimiento o de simple extinción del dominio sobre la 
concesión. En todo caso dichas causales y sus efectos deben estar establecidos al momento de otorgarse la 
concesión”. (El destacado es mío) 
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por intermedio de sus empresas en virtud de 1) concesiones 

administrativas o 2) contratos especiales de operación245. 

7. Ley Orgánica Constitucional N° 18.097 sobre Concesiones Mineras 

(LOCCM) 

 Como se ha explicado anteriormente, la Constitución Política de la 

República de 1980 dejó la determinación de las sustancias que 

podían ser concesibles a una Ley Orgánica Constitucional. La 

presente Ley se publicó el 21 de enero de 1982 y establece 

expresamente en su artículo 3° que el litio es inconcesible246. 

8. Código de Minería 

 Muy importante cuerpo legal dado que viene a reafirmar la 

naturaleza inconcesible del litio247, toda vez que la regla general es 

la contraria, esto es, la concesión de los minerales que allí se 

señalan. También se destaca el artículo 8° el cual establece que las 

sustancias no susceptibles de concesión, como el caso del litio, podrá 

                                                           
245

 Ibíd. Artículo 19° N° 24 inciso décimo: “La exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que 
contengan sustancias no susceptibles de concesión, podrán ejecutarse directamente por el Estado o por sus 
empresas, o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y 
bajo las condiciones que el Presidente de la República fije, para cada caso, por decreto supremo. (…)” (El destacado 
es nuestro) 
246

 DIARIO OFICIAL CHILE. Ministerio de Minería. 1982. Ley N° 18.097: LEY ORGANICA CONSTITUCIONAL SOBRE 
CONCESIONES MINERAS. Artículo 3° inciso cuarto: “No son susceptibles de concesión minera los hidrocarburos 
líquidos o gaseosos, el litio, los yacimientos de cualquier especie existentes en las aguas marítimas sometidas a la 
jurisdicción nacional ni los yacimientos de cualquier especie situados, en todo o en parte, en zonas que conforme a 
la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional con efectos mineros, sin perjuicio de las 
concesiones mineras válidamente constituidas con anterioridad a la correspondiente declaración de no 
concesibilidad o de importancia para la seguridad nacional”. (El destacado es mío) 
247

 DIARIO OFICIAL CHILE. Ministerio de Minería. 1983. Ley N° 18.248: CODIGO DE MINERIA. Artículo 7°.- No son 
susceptibles de concesión minera los hidrocarburos líquidos o gaseosos, el litio, (…) sin perjuicio de las concesiones 
mineras válidamente constituidas con anterioridad a la correspondiente declaración de no concesibilidad o de 
importancia para la seguridad nacional”. (El destacado es mío) 
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ejecutarse su exploración o explotación por el Estado o por sus 

empresas, o por medio de concesiones administrativas o 

contratos especiales de operación.  

 

B. CONTRATOS ESPECIALES DE OPERACIÓN DEL LITIO (CEOL) 

 B.1. Definición 

 El  jurista don José Luis Cea, se refiere a los contratos especiales de 

operación de la siguiente manera: “partiendo de la base que las sustancias 

insusceptibles de concesión deben ser laboradas y no permanecer  

desaprovechadas, agregamos que lo primero ocurre de alguna de las cuatro 

maneras: (…) D) Por contratos especiales de operación, verdadera sinergia 

pública y privada de capitales y tecnología nacional y extranjera, sobre todo con 

forma de jointventures, es decir, unión de esfuerzos para enfrentar riesgos y 

obtener beneficios comunes”248. 

B.2. Semejanza con los CEOP   

 A falta de norma legal expresa que regule este tipo de contratos, para 

otorgarles legitimidad, se les ha tratado de asemejar a los Contratos Especiales 

de Operación del Petróleo, o también llamados “CEOP”. Sin embargo, también 

                                                           
248

 CEA, José Luis. 2004. “Tratado de Derecho Constitucional Chileno”. Tomo II. Ediciones Universidad Católica. Pp. 
570-571.  
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se ha constatado la existencia de grandes diferencias entre ambos tipos de 

contratos, las que se analizan comparativamente a continuación:249 

1. En el caso de los CEOP, lo que se licita y se contrata es la realización de 

operaciones de exploración y explotación en ciertos ubicados bloques 

geográficos que determine el DFL N° 2. En cambio, en el caso de los 

CEOL se licita y luego se contrata la realización de operaciones para 

explorar y explotar yacimientos de litio en cualquier área del territorio 

nacional con excepción de las zonas cubiertas con concesiones mineras 

de acuerdo al Código de Minería de 1932. 

2. En el caso de los CEOP, el Estado cuenta con una empresa 

especializada en la exploración y explotación de los hidrocarburos como 

lo es la Empresa Nacional de Petróleo (ENAP), de acuerdo a ello, es 

posible producir la sinergia público/privada de la que habla José Luis 

Cea, citado anteriormente. . En cambio, en el caso de los CEOL, el 

Estado no explora ni explota el litio, por lo que no podría producirse la 

referida sinergia.  

3. En el caso de los CEOP, el Estado licita y contrata de acuerdo a un 

marco legal definido como lo es el D.L. N° 1.089 de 1975. En cambio, en 

el caso de los CEOL, no se cuenta con una normativa de rango legal, lo 

que conduce a vacíos y dudas.  

                                                           
249

 Dichas diferencias se encuentran desarrolladas en la Demanda de Nulidad de Derecho Público, interpuesta por el 
abogado Patricio Zapata Larraín en  contra de Pablo Wagner San Martin, ingresada el día 26 de octubre en la Unidad 
de Distribución de Causas de la Corte de Apelaciones de Santiago, Rol N° C-17093-2012 del 7° Juzgado Civil de 
Santiago.  
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4. Finalmente, en el caso de los CEOP las propias bases de licitación 

imponen la obligación al contratista de cumplir con tareas de exploración 

en plazos breves que indica la ley. En cambio, en los CEOL, las bases 

no fijaron ningún tipo de obligación específica para el contratista (salvo la 

obligación de pagar impuestos y transferir al Estado anualmente un 

equivalente en dinero no inferior al 7% de las ventas brutas del litio).   

 Durante el primer Gobierno de Michelle Bachelet, el Jefe de la División 

Jurídica del Ministerio de Minería en ese entonces, don Jorge Gómez Oyarzo, 

evacuó un informe en derecho250 con fecha 25 de agosto de 2009, intitulado: 

“Informa en Derecho Régimen de Explotación del Litio”, en relación a la Minuta 

N° 793 de fecha 22 de julio de 2009 de su Jefa de Gabinete por medio del cual 

solicita informar en derecho la forma de explotar el litio. Cabe destacar el 

numeral 5° del mencionado informe que explica lo siguiente: 

 “En relación a los contratos especiales de operación del litio, es menester 

indicar que el artículo 5° del Decreto con Fuerza de Ley N° 302, de 1960, del 

Ministerio de Hacienda, Ley Orgánica del Ministerio de Minería, establece que 

es función del Ministro de Minería el suscribir en representación del Estado, 

previo informe favorable del Consejo de la Comisión Chilena de Energía 

Nuclear, en el caso de materiales atómicos naturales, con los requisitos y bajo 

las condiciones que el Presidente de la República fije por decreto supremo, los 

                                                           
250

  El que se encuentra incorporado en los Anexos de la presente Memoria.  
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contratos especiales de operación a que se refiere el inciso décimo del número 

24 del artículo 19 de la Constitución Política. De lo señalado se desprende, 

que en el caso de los contratos especiales que tengan por objeto el litio, 

en tanto  que el mismo no es un material atómico natural (artículo 2° de la 

Ley N° 16.319), no es necesario informe previo alguno para su 

suscripción” (El destacado es nuestro).  

 Quien detentaba el cargo de Subsecretario de Minería durante el 

Gobierno del Presidente de la República Sebastián Piñera, era el Sr. Pablo 

Wagner, quien fue por lo demás un férreo defensor por licitar lo más pronto 

posible este tipo de contratos en relación al litio. En efecto, el ex Subsecretario 

de Minería dijo que los CEOL configurarían “un mecanismo rápido, 

transparente, eficiente, que permite que exista competencia y formas de 

explotación distintas a las actuales. En este sentido, se realizará un proceso de 

licitación abierto y transparente. Durante el primer semestre de este año se 

habrán redactado las bases de licitación, para en el segundo semestre proceder 

a la adjudicación”251.   

B.3. Críticas a los CEOL   

 Sin embargo, la licitación del litio por medio de este tipo de contratos ha 

planteado una serie de críticas, las que se hicieron presente con anterioridad, 

como con posterioridad al llamado a licitación por parte del Ministerio de 
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 INFORME SOBRE EL ESTATUTO JURÍDICO DEL LITIO (…) Op. Cit. p. 21 
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Minería, críticas y observaciones que pasan a exponerse brevemente a 

continuación. 

1. Se ha planteado que “conforme al art. 8 e la Ley 16.319 (que crea la 

Comisión Chilena de Energía Nuclear), dicho contrato es nulo salvo que 

se ejecute o se celebre con la Comisión Chilena de Energía Nuclear. Al 

mismo tiempo, no se encuentra dictada la ley que regula el modo en que 

el Estado ejercerá los derechos que le corresponden sobre el litio, según 

lo establece el DL 2886 de 1979, sólo existe el mandato general de la 

Constitución ya mencionado”252. Por tanto, en base al argumento dado 

anteriormente, el Decreto N° 16 sería contrario a derecho por exceder 

sus competencias puesto que debe ser una norma de rango legal (a lo 

menos) la que establezca el modo en que el Estado ejerza el 

derecho de explotación, no pudiendo un decreto definir el modo en que 

el Estado ejercerá ese derecho.  

2. El debate parlamentario no quedó exento de esta discusión, así, el 

Honorable Senador señor Orpis hizo la siguiente prevención “si el 

modelo de negocio por el cual se opta para permitir la explotación de litio 

es el de los contratos especiales de operación, entonces sería 

conveniente incluir obligaciones para el adjudicatario, mediante una 

cláusula específica en cada contrato, en orden a orientar su actividad 

                                                           
252

 INFORME SOBRE EL LITIO: Problemas y Perspectivas Jurídicos y Legislativos. Propuesta de Políticas Pública. 
Programa Legislativo Instituto de Ciencias Alejandro Lipschutz. Septiembre de 2012, p. 17. 
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hacia una producción que incorpore a Chile a la cadena de valor 

agregado”253.  

3. Respecto de este régimen de concesiones administrativas, un ex Ministro 

de Minería, jurista y catedrático, ha planteado que “el carácter temporal 

de la concesión no es conveniente ni adecuado para obtener una 

racional explotación de los yacimientos mineros, ya que, si el plazo por el 

que se otorga la concesión es breve, las inversiones que se efectuarán 

serán sólo las que pueden redituar beneficios en dicho período (…) si el 

plazo de la concesión es extenso, como para permitir la adecuada y total 

explotación de la mina, el Estado estará por esta vía enajenando el 

yacimiento”254. 

4. Finalmente, los abogados y docentes, Nicole Nehme y Luis Cordero, han 

resumido muy bien este problema, planteándolo de la siguiente manera: 

“desde el punto de vista constitucional, la pregunta es la siguiente. 

¿Existen las bases legales que autoricen el uso del contrato especial de 

operación para sustancias como el litio? Dicho de otro modo, ¿la 

delegación al privado en este caso contaría con una normativa precisa a 

nivel legal? Los opositores al actual proceso consideran necesaria una 

fuente legal expresa, que detalle los términos de la delegación, mientras 

que quienes la justifican creen que basta con la referencia general que la 

Constitución hace a los contratos de operación. De la respuesta a esta 

                                                           
253

 INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA (…) Op. Cit. p. 22.  
254

 LIRA OVALLE, Samuel. “Industria Minera y Nueva Legislación”. Revista Chilena del Derecho, vol. 10 N° 1, p. 252. 
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pregunta depende la estabilidad completa de esta licitación y finalmente 

su validez. La sola existencia de la pregunta, que se puede formular 

en términos razonables, da cuenta de cómo el sistema inició su 

vigencia bajo un contexto de incertidumbre”255 (Destacado añadido).  

 Es en este contexto, como el día 19 de mayo del año 2012, se publicó en 

el Diario Oficial el Decreto Supremo N° 16, que “Establece requisitos y 

condiciones del contrato especial de operación para la exploración, explotación 

y beneficio de yacimientos de litio que el Estado de Chile suscribirá conforme a 

las bases de licitación pública nacional e internacional que se aprobarán para 

esos efectos”. Posteriormente, mediante Resolución N° 12 del Ministerio de 

Minería se “Aprueba bases de licitación pública nacional e internacional para la 

suscripción de un contrato especial de operación para la exploración, 

explotación y beneficio de yacimientos de litio”.  

 

C. OBJETIVOS DE LA LICITACIÓN DEL CEOL 

 A inicios del año 2012, el Estado de Chile llamó a una licitación pública 

para la suscripción de un Contrato Especial de Operación del Litio (en 

adelante CEOL), con el objeto de fortalecer la industria de dicho mineral, 

haciendo de ella más competitiva. Se ha dicho que dicha licitación fue “una 

estrategia constitucional utilizada por el Poder Ejecutivo previa orden del 

                                                           
255

 NEHME, Nicole y CORDERO, Luis. “La Alerta del Litio”. Revista Qué Pasa. 27 de septiembre de 2012, Santiago 
Chile.  http://www.quepasa.cl/articulo/negocios/2012/09/16-9515-9-la-alerta-del-litio.shtml  

http://www.quepasa.cl/articulo/negocios/2012/09/16-9515-9-la-alerta-del-litio.shtml
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Presidente de la República Sebastián Piñera, realizada sobre la base de lo 

establecido por la Constitución Política, en el artículo 19 N° 24 inciso décimo 

y en el artículo N° 8 del Código de Minería, cuyo objetivo era licitar mediante 

contratos especiales de operación con empresas privadas, la explotación y 

exportación de yacimientos de litio”256. 

 

1. Decreto Supremo N° 16 del Ministerio de Minería de fecha 19 de 

mayo de 2012 

 Con fecha 19 de mayo de 2012 se publicó en el Diario Oficial el Decreto 

Supremo N° 16 del Ministerio de Minería que “establece requisitos y 

Condiciones del Contrato Especial de Operación para la Exploración, 

Explotación y Beneficio de Yacimientos de Litio que El Estado de Chile 

suscribirá conforme a las bases de Licitación Pública Nacional e 

Internacional que se aprobarán para estos efectos”.257 

 En el artículo 1° de dicho acto administrativo se establece que las partes 

del contrato serán por un lado, el Estado de Chile, representado por el 

Ministerio de Minería, y por otra, “el Contratista”, que resulte favorecido de la 

licitación. 

                                                           
256

 CASTRO Carvallo, Mario. 2013. “La concesión del litio en Chile”. Tesis para optar al Título de Periodista y al Grado 
de Licenciado en Comunicación Social. Santiago, Universidad Academia de Humanismo Cristiano, Escuela de 
Periodismo., p. 35 
257

 Cabe destacar que en la Circular Aclaratoria N° 6 se establecía que “las cláusulas no contenidas en el referido D.S. 
n° 16 son las habituales para cualquier tipo de contrato, tales como aquellas referidas a legislación aplicable, 
notificaciones, solución de conflictos, etc. (véase p. 07 de la referida circular acompaña en los Anexos).  
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 El objeto del contrato queda fijado expresamente en el artículo 2°, 

estableciendo que este “será facultar al Contratista para explorar, explotar, y 

beneficiar una cuota de hasta cien mil (100.000) toneladas de litio metálico, 

en cualquier área del territorio nacional, con excepción de aquellas zonas 

cubiertas por concesiones mineras constituidas conforme al Código de 

Minería de 1932. Asimismo el Contratista deberá comercializar en el país 

o exportar el litio, en los términos y condiciones que contempla el artículo 6° 

siguiente”.  Importante también es destacar que, como en gran parte de las 

licitaciones, se establece que “el Contratista asumirá todos los costos y 

riesgos inherentes a la exploración, explotación y beneficio de litio”, 

debiendo soportar todos los costos que ello implique.  

 Este sin duda fue el punto más criticado de la licitación por cuanto por 

medio de un decreto se le otorgaba la facultad al contratista para 

“comercializar” el litio, toda vez que nuestra Carta Fundamental no otorga 

dicha facultad, sino que debía ser una norma de rango legal la que 

estableciere el modo en que el Estado ejerza el derecho de explotación.  

 El artículo 3° establece que la duración máxima del contrato será de 20 

años desde la vigencia del mismo, a menos que el Contratista antes de 

dicho plazo, alcance la cuota de las cien mil toneladas de litio metálico, caso 

en que terminará el contrato. 

 También es importante destacar que el artículo 7° establecía la 

retribución del Contratista entregada por el Estado, consistente en una suma 
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mensual en pesos, moneda corriente nacional, “equivalente a un porcentaje 

del valor de las ventas brutas mensuales de litio, medido en carbonato de 

litio conforme a la fórmula indicada en las bases”.  

 El artículo 9° establece algo no muy común en un proceso licitatorio, 

como lo es la facultad que tiene el Contratista para “vender, ceder, transferir, 

traspasar o disponer de todo o una parte de sus derechos, intereses y 

obligaciones estipuladas en el Contrato, siempre que transcurran a lo menos 

tres años de vigencia del Contrato y autorizado previamente por escrito del 

Ministerio de Minería y además, previa aceptación por parte del cesionario 

de las obligaciones comprendidas en dicho contrato.  

 Finalmente, se destaca el artículo 13° respecto de las causales de 

terminación del contrato, las cuales son: 

 a) “Cuando el Contratista haya extraído la cantidad de cien mil (100.000) 

toneladas de litio metálico”, 

 b) “Cuando se cumplan veinte (20) años a contar de la fecha de vigencia 

del Contrato”, 

 c) “Si el Estado decide ponerle término cuando, a causa de 

circunstancias de caso fortuito o fuerza mayor invocadas por el Contratista, 

se interrumpan las operaciones por un período superior a tres (3) días”, y 

 d) Si el Contratista deja de cumplir sin causa justificada alguna de las 

obligaciones del contrato, “especialmente “la comercialización del litio 

producido y el pago oportuno” al Estado. En esta caso, la Administración le 
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notificará por escrito dicho incumplimiento y el contrato se entenderá 

“terminado ipso facto” si no subsana dentro de 60 días hábiles dicho 

incumplimiento desde la correspondiente notificación. 

 

2. Resolución N° 12 del Ministerio de Minería de fecha 03 de abril del 

año 2012 

 Posteriormente, mediante Resolución N° 12 del Ministerio de Minería, 

se aprueban las “Bases de licitación pública nacional e internacional para la 

suscripción de un contrato especial de operación para la exploración, 

explotación y beneficio de yacimientos de litio”.  

 De dichas bases se destacan los siguientes puntos: 

 La licitación se regirá por la ley chilena y los interesados, oferentes, 

adjudicatarios y contratistas se someterán a los tribunales ordinarios de 

justicia de Santiago. 

 Se define interesado como la “persona natural o jurídica, nacional o 

extranjera, que adquiere y retira formalmente las presentes Bases, de 

acuerdo a lo dispuesto en las mismas”. Ergo, para ser interesado no se 

necesita participar de la licitación, sino sólo retirar formalmente las 

bases. Dichas bases tuvieron un valor de $150.000.- (ciento cincuenta 

mil pesos) que debían pagarse al momento de retirarlas mediante 

cheque cruzado y nominativo a nombre de Subsecretaria de Minería. 

Interesante resulta destacar que 66 empresas comprarían las bases 
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de licitación258 (entre ellas CODELCO), sin embargo, finalmente sólo 

tres de ellas participarían del proceso.  

 Importante es destacar el Valor Base de la licitación, una suma muy 

importante, el que asciende a la suma de $2.500.000.000.- (dos mil 

quinientos millones de pesos), vale decir, las ofertas no podrán ser 

inferior a este valor base.  

 El Proceso de Licitación será administrado íntegramente por el Comité 

Especial de Licitación (en adelante “CEL”)259, cuyas principales 

funciones son: 1) Velar por el fiel cumplimiento de los procedimientos 

definidos para esta licitación; 2) realizar la evaluación de los requisitos 

administrativos y 3) certificar el precio de la oferta económica ofrecido 

por cada oferente calificado para la apertura de ella y constatar la mejor 

oferta. Todo lo anterior, sin perjuicio de las funciones relativas a la 

administración general del proceso.  

 La garantía de pago del precio de la oferta (en adelante GPO): es la 

boleta bancaria de garantía que deberá entregar al adjudicatario con el 

objeto de caucionar el pago del precio de la oferta al momento de 

                                                           
258

 “Cuatro firmas extranjeras y dos chilenas participarán en licitación del litio”. Diario El Mercurio. 15 de septiembre 
de 2012. Economía y Negocios, p. B 3.  [en línea]  http://impresa.elmercurio.com/Pages/NewsDetail.aspx?dt=2012-
09-15&dtB=15-04-2016%200:00:00&PaginaId=3&bodyid=2 (revisada el 10 de enero del año 2015).  
259

 Importante es destacar que dicho Comité es un órgano esencialmente político, compuesto por los siguientes 
integrantes:  
1. Subsecretario de Minería (quien lo presidirá);  
2. Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Minería; 
3. Vicepresidente Ejecutivo de la Comisión Chilena del Cobre; 
4. Director Ejecutivo del Servicio Nacional de Geología y Minería; 
5. Jefe de Asuntos Internacionales del Ministerio de Minería.  

http://impresa.elmercurio.com/Pages/NewsDetail.aspx?dt=2012-09-15&dtB=15-04-2016%200:00:00&PaginaId=3&bodyid=2
http://impresa.elmercurio.com/Pages/NewsDetail.aspx?dt=2012-09-15&dtB=15-04-2016%200:00:00&PaginaId=3&bodyid=2


163 
 

suscripción del CEOL, la cual debía ser por el mismo monto del precio de 

la oferta. 260 

 La garantía de seriedad de la oferta deberá ser irrevocable, pagadera a 

su vista y por un monto de a lo menos 10% del Precio de la Oferta. Cabe 

destacar, que ambas garantías señaladas anteriormente significan un 

costo financiero no menor, en el que deben incurrir los interesados 

oferentes.  

 Respecto a la constatación de la mejor oferta económica ésta 

“corresponderá a aquella que presente el mayor Precio (…) y se 

elaborará un orden de prelación entre todas ellas, de la más alta a las 

más baja. En caso de existir empate entre dos o más ofertas, se asignará 

el primer lugar a la primera oferta presentada según su fecha y hora de 

recepción en la Oficina de Partes del Ministerio de Minería”261. 

 Finalmente, respecto a la adjudicación del contrato, como se dijo 

anteriormente, el CEOL será adjudicado al interesado que presente el 

mayor precio, y en caso que éste no haga entrega de la garantía del 

precio de la oferta una vez que se le haya notificado de la adjudicación, 

“perderá su calidad de adjudicatario, en cuyo caso el Ministerio de 

Minería tendrá la opción de adjudicar la Licitación al Oferente que 

hubiere quedado en segundo lugar o declararla desierta. Asimismo, la 

                                                           
260

 Resulta interesante explicar que en los hechos, ni siquiera recibía mayor puntuación el oferente que presentase 
una garantía se seriedad de la oferta por un monto superior al 10% del precio de oferta, como se demuestra en la 
respuesta dada en la Circular Aclaratoria N° 5 acompañada en los Anexos de la presente Memoria (véase respuesta 
c.5 de dicha Circular). 
261

 Bases de Licitación, punto N° 13.2.1.  



164 
 

Subsecretaría de Minería tendrá derecho a hacer efectiva la boleta 

bancaria de garantía de seriedad de la oferta”262 

 El CEOL deberá suscribirse “en un período no superior a dos (2) meses 

contado desde la fecha en que se notifique el acto administrativo que 

sanciona la adjudicación. En caso que el adjudicatario no concurra a la 

suscripción del CEOL, el Ministerio de Minería se reserva el derecho a 

hacer efectiva la correspondiente boleta bancaria de garantía de pago 

del precio de la oferta”263. 

  

D. ANÁLISIS DE LAS BASES DE LICITACIÓN ¿EXISTÍAN CLÁUSULAS DISCLAIMERS?  

 Como se explicó en el capítulo anterior, es muy común que en las 

licitaciones públicas, el órgano licitador establezca en las bases respectivas 

uno o más disclaimers, como materialización de su potestad discrecional en 

este tipo de procedimientos.  

 La presente licitación del CEOL no fue una excepción. En efecto, de un 

estudio acabado de las Bases de Licitación es posible advertir el uso de 

varios disclaimers. Uno de ellos fue precisamente el utilizado por la 

Administración para fundar la invalidación del procedimiento licitatorio como 

se analizará en el acápite siguiente. 

 Pues bien, en las bases de licitación figuran los siguientes disclaimers: 

                                                           
262

 Ibíd.  Punto N° 14.2.  
263

 Ibíd. Pun N° 16.  
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1. En el punto 9.2 “De los costos de la oferta”, se establece que serán 

de cargo exclusivo del oferente “todos los costos directos e indirectos 

asociados a la preparación y presentación de su Oferta”, no siendo 

la Autoridad responsable en forma alguna de estos costos, “ni 

de reembolso, indemnización o compensación alguna en caso de 

no ser adjudicatario del proceso”.   

 Este disclaimer podría incluso hacer responsable a la 

Administración más allá del tenor literal de la citada cláusula.  En 

primer lugar, podría interpretarse, a contrario sensu, que de todos 

los demás costos (vale decir, aquellos que no forman parte de la 

preparación y presentación de la oferta) la Administración deberá 

responder. En segundo lugar,  si bien se expresa que la 

Administración no responderá de ningún costo sea directo o 

indirecto asociados a la preparación y presentación de su oferta, 

éstos conceptos son bastantes amplios y ambiguos, vale decir 

¿qué involucra exactamente la preparación y presentación de una 

oferta? ¿Quién decide qué recursos forman parte o no de estas 

etapas? Al ser un punto ambiguo, debería interpretarse a favor del 

administrado, decidiendo éste aquello que formó o no parte de 

dichas etapas.  

 Por otro lado, también podría incluso alegarse la arbitrariedad e 

ilegalidad de esta cláusula por cuanto contraría las nuevas 
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tendencias en materia de Responsabilidad del Estado que se han 

venido desarrollando desde hace ya varios años, en el sentido, por 

ejemplo, de sancionarse las faltas graves cometidas por los 

funcionarios públicos en desempeños de sus cargos. Es más, se 

ha dicho que las víctimas del funcionamiento de la Administración 

Pública deben ser indemnizadas, aún cuando no se hubiera 

cometido ninguna falta264. 

2. El punto 12.6 correspondiente a la “Modificación de las bases de 

Licitación” establece otro claro disclaimer. Dicha cláusula estipula que 

podrán realizarse “rectificaciones, enmiendas o adiciones a las Bases, 

a través del correspondiente acto administrativo sólo hasta 10 días 

corridos antes a la fecha límite de presentación de las Ofertas, las 

que pueden ser producto del proceso de consultas o de aquellas que 

el CEL considere pertinentes de efectuar”.  

 Por lo general, este tipo de cláusulas suele aceptarse en los 

procedimientos licitatorios, mientras se encuadren dentro de los 

márgenes de razonabilidad y legalidad, asimismo, mientras no 

cambien la esencia del procedimiento licitatorio, pues en este 

caso, debería llamarse a un nuevo concurso.  

3. En el punto 15 de las bases de licitación se encuentra el disclaimer 

fundamental materia de estudio de la presente Memoria. Dicho punto 

                                                           
264

 ROSALES VALVERDE, Carlos. 1970. “Nuevas tendencias en materia de responsabilidad del Estado”. Revista de 
Derecho Universidad de Concepción. (151-152) p. 51 
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se refiere a la “Declaración del presente proceso como desierto” 

y establece expresamente que dicha declaración tendrá lugar cuando 

“ninguno de los oferentes cumpla con lo exigido en las Bases o 

no se presenten ofertas, el CEL propondrá al Ministro declarar 

desierto el presente proceso, sin derecho a indemnización 

alguna para los Oferentes, y sin que ello permita a los oferentes 

solicitar reembolso alguno”.  

 En cuanto al rechazo de toda indemnización que pudiese 

demandarse por los oferentes, es aplicable todo lo dicho 

anteriormente respecto a que dicha cláusula es contraría las 

nuevas tendencias sobre responsabilidad del Estado y al principio 

general de derecho de que la Administración debe responder por 

los daños que provoca. 

 Respecto a la declaración del concurso como desierto en caso de 

cumplirse las condiciones estipuladas en dicha cláusula, cabe 

tener presente que ésta es una cláusula tipo, aplicable a buena 

parte de los procesos licitatorios que uno pudiese analizar. Sin 

embargo, lo realmente importante es que, como se explicará más 

adelante, la Administración al declarar desierto el proceso vulneró 

esta cláusula, por cuanto, los supuestos para ello eran dos: El 

primero, que ninguno de los oferentes cumpliese con lo dispuesto 

en las bases (solo incumplió SQM, los demás cumplieron); el 
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segundo, cuando no se hubiese presentado oferta alguna (al 

descartarse SQM por incumplir las bases, quedaban en igualdad 

de condiciones otros dos oferentes para continuar con el proceso 

licitatorio, lo que no se cumplió).  

4. El Anexo B.1 de las Bases, respecto a los documentos integrantes de 

la oferta económica (sobre N° 2), corresponde al modelo de “Carta de 

presentación de la Oferta Económica” que debían llenar, firmar y 

presentar los oferentes. En el penúltimo párrafo de dicha carta se 

establece un claro disclaimer que expresa lo siguiente: “Entiendo 

que el Ministerio de Minería no tiene la obligación de aceptar las 

propuestas que reciba. Además, dejo constancia que no presento 

impedimento alguno para participar en la presente licitación y suscribir 

el contrato respectivo”. (El destacado es nuestro).  

 Prima facie, este tipo de cláusulas también forma parte de 

aquellos “modelos de bases” que diseñan los organismos 

públicos, lo que en otras palabras, como se ha explicado, no es 

sino materialización de la potestad discrecional con que cuenta la 

Administración para estos procesos.  

 Sin embargo, un análisis exhaustivo de todo el presente 

procedimiento concursal lleva a concluir la evidente contradicción 

entre esta cláusula y la anteriormente analizada bajo la cual fundó 

su decisión la Administración para declarar desierto el proceso. En 
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otras palabras, esta cláusula deja presente que la Administración 

no tenía obligación alguna para adjudicar, pero por otra parte, una 

segunda cláusula ya analizada, establecía los casos taxativos en 

que se podía declarar desierto el procedimiento. En el caso en 

cuestión, resultaba ser contrario a derecho, a juicio de este autor, 

la declaración del proceso como desierto, pues quedaban otros 

dos oferentes que cumplían con las bases. Bajo este contexto, la 

única salida para decidir no adjudicar debía ser en base a esta 

cláusula, explicando de manera fundada, racional y transparente 

los motivos por los cuales la Administración iba hacerse uso de su 

potestad discrecional. Sin embargo, nada de esto aconteció, como 

pasa a explicarse cronológicamente a continuación.  

   

E. CRONOLOGÍA DE EVENTOS PARA LA CELEBRACIÓN DE UN CONTRATO ESPECIAL DE 

OPERACIÓN PARA LA EXPLOTACIÓN DEL LITIO (CEOL) DEL AÑO 2012.  

 Cronológicamente las etapas más importantes del proceso administrativo 

licitatorio, desde el acto de apertura hasta su invalidación, son las 

siguientes265: 

1. Con fecha 12 de septiembre, se lleva a cabo por el CEL266 la recepción 

de los requisitos administrativos (sobre N° 1) y las ofertas económicas 

                                                           
265

 Todas las etapas mencionadas se originaron durante el año 2012.  
266

 Integrantes en esta instancia: 1) Jimena Bronfman (Subsecretaría de Minería y Jefe de la División Jurídico del 
Ministerio de Minería) y, 2) Julio Poblete (Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería).  
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(sobre N° 2). El Secretario del CEL “certifica que no hay ofertas 

declaradas fuera de bases al momento de la presentación de los 

Requisitos Administrativos y las Ofertas”.  

2. Con fecha 14 de septiembre de deja constancia del punto anterior en el 

“Acta de cierre de la Evaluación de Requisitos Administrativos”267, 

quedando por tanto aceptadas para la apertura de las ofertas 

económicas las tres empresas anteriormente mencionadas.  

3. Con fecha 24 de septiembre se realiza la apertura de las ofertas 

económicas (sobre N° 2) de los oferentes calificados. Se elabora el orden 

de prelación de las Ofertas Económicas de la más alta a la más baja: 

“Primero: Sociedad Química y Minera de Chile S.A.: $19.301.000.000.- 

Segundo: Posco Consortium: $8.256.000.000.- 

Tercero: Sociedad Legal Minera NX Uno de Peine: $2.750.000.000.” 

Por ende, dicha licitación sería adjudicada a SOQUIMICH, mediante la 

Resolución respectiva emanada del Ministerio de Minería, conforme a los 

términos y plazos que se establecen en el N° 14 de las Bases de 

Licitación. 

4. Por consiguiente, con fecha 25 de septiembre de 2012, el Ministerio de 

Minería dicta la Resolución Exenta N° 2659 que adjudica la licitación 
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 Firma dicha acta: 1) Pablo Wagner (Subsecretario de Minería y Presidente del CEL) y 2) Jimena Bronfman (Jefe 
División Jurídica Ministerio Minería y Secretario del CEL).  
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Pública a SQM, publicándose con esa fecha en el sitio web del Ministerio 

de Minería conforme el punto 14.4 de las bases de licitación268. 

5. Con fecha 28 de septiembre, Li Energy SpA 269presenta un recurso de 

invalidación administrativa ante el CEL. Dicho recurso se basa en que 

uno de los requisitos que imponían las Bases Administrativas a los 

oferentes era justamente que éstos no tuvieron litigios pendientes con el 

Estado de Chile; sin embargo, la empresa recurrente argumenta en su 

libelo que SQM mantenía a la actualidad cuatro litigios pendientes con el 

Fisco relacionados con la imposición judicial de servidumbres legales 

mineras en terrenos de dominio fiscal. A causa de lo anterior, solicita 

que se invalide la Resolución Exenta N° 2659 del Ministerio de Minería 

que adjudicó la licitación a SQM y que se retrotraiga el proceso de 

licitación a la etapa de evaluación de los requisitos administrativos, 

declarando fuera de las bases a quien ha incurrido en el incumplimiento 

de las mismas y prosiguiéndolo en consecuencia.  

6. Con fecha 28 de de septiembre de 2012, algunos miembros del CEL270 

envían una carta a Jimena Bronfman solicitándole que cite “a reunión del 

                                                           
268

 Bases de Licitación. 14.4 “Publicidad de la Adjudicación”. La adjudicación será informada a través de la 
publicación del acto  administrativo que la apruebe en el sitio Web del Ministerio de Minería.  
269

 Sociedad Minera Li Energy SpA es una de las cuatro sociedades que conforman el Consorcio Posco, junto a las 
demás sociedades: Posco Co. Ltd., Daewoo International Corporation y Mitsui & Co. Ltd. Por ende, tiene la calidad de 
interesado y habilitado para recurrir en esta sede administrativa.  
270

 Suscriben: Andrés Mac-Lean Vergara; Julio Poblete Costa y Alicia Undurraga Pellegrini. 
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Comité urgentemente y a la brevedad”271, a causa del recurso de 

invalidación presentado por Minera Li Energy SpA.  

7. El día 01 de octubre, los integrantes del CEL sesionan para analizar la 

invalidación solicitada por Sociedad Minera Li Energy, y acuerdan de 

manera unánime lo siguiente: 1) Invalidar el acta de cierre del día 14 de 

septiembre de 2012; 2) invalidar todo el proceso licitatorio y, 3) dejar sin 

efecto la Resolución N° 2659 de fecha 25 de septiembre de 2012 que 

adjudicó la licitación a SQM. En la correspondiente Acta del Comité 

Especial de Licitación, suscrita ese día, se acuerda solicitar al Ministerio 

de Minería dejar sin efecto la Resolución Exenta N° 2659 mencionada 

anteriormente que adjudicó la licitación a SQM.  

8. De acuerdo a la sesión anterior, ese mismo día, 01 de octubre de 2012, 

el CEL, de forma unánime, informando de los acuerdos adoptados, envía 

una carta272 al Ministerio de Minería, mediante la cual solicitan dejar sin 

efecto la Resolución Exenta N° 2659 de fecha 12 de septiembre de 2012 

que adjudicó la Licitación Pública a SQM273. 

9. Posteriormente, el día 17 de octubre de 2012, el Ministerio de Minería 

dicta la Resolución Exenta N° 2771 que da inicio al procedimiento de 

invalidación de la Resolución Exenta que adjudicó la licitación a SQM, 

                                                           
271

 Expediente Licitación del Litio, fs. 102, del cual se obtuvieron algunos antecedentes mediante Solicitud de acceso 
a la información Pública, Ley N° 20.285, con fecha 09 de diciembre de 2014, los cuales se adjuntan en los Anexos de 
la presente Memoria.  
272

 Expediente Licitación del Litio, fs. 104-105.  
273

 Al día siguiente, esto es, el 02 de octubre de 2012 renunciaría el Subsecretario de Minería, Pablo Wagner, 
asumiendo toda la responsabilidad por los graves errores incurridos en el proceso de licitación. Asumiría en dicho 
cago el Sr. Francisco Orrego.  
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conforme lo establece el artículo 53 de la Ley N° 19.880 y además, se 

declara no aceptar, de acuerdo a lo establecido en el Anexo B.1 de las 

Bases de Licitación274, ninguna de las propuestas recibidas.  

10.  Posteriormente el Ministerio de Minería dicta una de las resoluciones 

más importantes de este procedimiento, correspondiente a la Resolución 

Exenta. N° 3.115 del 19 de noviembre de 2012, que “Resuelve el 

procedimiento de invalidación, declarando nulidad de la Resolución 

Exenta que adjudicó la licitación pública a SQM. Es uno de los actos más 

importantes puesto que, como se analizará en el acápite siguiente, en 

dicha resolución se encuentra el mayor desarrollo de argumentos por 

parte de la autoridad licitante para tomar la decisión de: 1.- Anular la 

Resolución Exenta que adjudicó la licitación a SQM; 2.- Rechazar los 

recursos de reposición presentados por Li Energy SpA y Soc. Legal 

Minera NX Uno de Peine; 3.- Comunicar esta resolución al CEL para que 

proceda a realizar todas las actuaciones tendientes a subsanar los 

vicios que motivan la invalidación, conforme lo establece el artículo 13 

de la Ley N° 19.880.  

11.  Luego, el día 20 de noviembre, siempre del mismo año 2012, sesiona el 

CEL, y en el acta correspondiente se estipulan, principalmente, los 

siguientes acuerdos: 1.- Ratifica los acuerdos adoptados con fecha 1 de 

                                                           
274

 Dicho Anexo corresponde al modelo de “Carta de Presentación de Oferta Económica” que debían llenar y 
presentar los oferentes de la licitación. En dicha carta se encuentra un disclaimer claro que establece lo siguiente: 
“Entiendo que el Ministerio de Minería no tiene la obligación de aceptar las propuestas que reciba. Además, dejo 
constancia que no presento impedimento alguno para participar en la presente licitación y suscribir el contrato 
respectivo”.  
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octubre de 2012; 2.- Se solicita al Sr. Subsecretario de Minería proceder 

a sancionar lo acordado; 3.- Se solicita a dicha Autoridad dejar sin efecto 

la Resolución N° 12 por la cual se aprobaron las Bases de Licitación del 

CEOL, atendido la invalidación de la resolución de adjudicación, la 

invalidación del procedimiento licitatorio acortado por este Comité y la 

devolución de documentos efectuadas a los proponentes.  

12.  En base a lo anterior, mediante Resolución Exenta N° 3129 del 22 de 

noviembre del año 2012, el Ministerio de Minería sanciona el acta 

anterior del CEOL.  

13.  Finalmente, el mismo día, mediante Resolución Exenta N° 3130, el 

Ministerio de Minería deja sin efecto la Resolución N° 12 de fecha 3 de 

abril de 2012 que aprobó las bases de licitación para la suscripción de un 

CEOL.  

 

F. ANÁLISIS DE LA INVALIDACIÓN DE LA LICITACIÓN PARA LA SUSCRIPCIÓN DE UN 

CEOL 

 Al respecto, se analizarán los argumentos de hecho y de derecho dados 

por el CEL y por el Ministerio de Minería para invalidar la licitación y una 

serie de otros actos administrativos relacionados. Se demostrará que 

dichos argumentos no fueron ajustados a derecho, que no procedía 
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invalidar todo el procedimiento licitatorio y que debió haberse adjudicado al 

segundo mejor oferente. Esta es la posición del autor. 

 

1. Acta del CEL de fecha 01 de octubre de 2012: 

Los principales temas tratados en dicha sesión fueron los siguientes: 

1) Acta de cierre de evaluación de requisitos administrativos de 

fecha 14 de septiembre de 2012: 

- El Vicepresidente Ejecutivo de COCHILCO, el Director Nacional de 

SERNAGEOMIN y la Jefe de Asuntos Internacionales del Ministerio 

de Minería, “señalan que, para levantar el Acta, se debió haber citado 

y celebrado una sesión por parte del órgano colegiado CEL y así 

cumplir con el trámite dispuesto en el numeral 13.1.4 de las Bases de 

Licitación”275.  

- En relación a lo anterior, se basan además en que, de acuerdo a los 

artículos 6 y 7 de la CPR, el CEL es un órgano colegiado, que debía 

sesionar como tal, dentro de su competencia sujetando su actuación 

al principio de legalidad. 

- Se constata que SQM ha incumplido las Bases de Licitación y que 

por tanto, dicha Acta infringe las mismas bases dado que además, 

                                                           
275

 Bases de Licitación. 13.1.4 “De la evaluación de los Requisitos Administrativos (sobre n° 1). Se estipula que el CEL 
verificará y evaluará que los documentos del sobre n° 1 tengan el contenido y cumplan con las solemnidades y 
formalidades requeridas en la legislación y en las presentes Bases.  
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posteriormente se desencadenarían una serie de actos pero en un 

documento basal equívoco en la forma  y en el fondo.   

- Finalmente expresan que “debido al estado de avance del 

procedimiento” el CEL se encuentra imposibilitado de reanudar el 

procedimiento “y de evaluar en conformidad con las bases al resto 

de los oferentes (…) en cumplimiento de los principios de 

imparcialidad, transparencia e inexcusabilidad”, por lo que, conforme 

a los artículos 11, 13 y 14 de la ley N° 19.880, el CEL concluye 

también la necesidad de dejar sin efecto todo el proceso licitatorio. 

2) Recurso de invalidación administrativa de Minera Li Energy Chile 

SpA, de fecha 28 de septiembre de 2012276: 

 Se argumenta que “el CEL no tiene competencia para invalidar un 

acto administrativo otorgado por el Ministerio de Minería”, por lo que 

corresponde a dicha Autoridad solicitar que deje sin efecto la 

Resolución que adjudicó la licitación a SQM. Finalmente el CEL 

establece que “atendido al estado de avance de la tramitación existe 

la imposibilidad de reanudar el procedimiento de licitación desde una 

etapa que resulte válida”. 

3) Acuerdos: 

 En virtud de lo anterior, el CEL acuerda dejar sin efecto todo el 

proceso de Licitación Pública para la suscripción de un CEOL.  

                                                           
276

 Expediente Licitación del Litio, fs. 99-101. 
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Críticas a los argumentos dados por el CEL: 

i. Los miembros del CEL estiman que se vulneró el numeral 13.1.4277 y 

13.1.5278 de las Bases de Licitación dado que el acta no había sido 

suscrita por todos los miembros del CEL. El argumento es discutible, 

por cuanto en las bases de Licitación no se establece que el CEL 

“deba” actuar como órgano colegiado. Es más, en el numeral 6.1 de 

dichas base se establece expresamente que “todas las actas 

deberán ser firmadas, al menos, por el Presidente y el 

Secretario”, de lo que se desprende que no necesariamente debían 

ser suscritas por todos los miembros del CEL. A mayor 

abundamiento, dicha acta fue sancionada válidamente por el 

Ministerio de Minería mediante Resolución Exenta N° 2659 del 25 de 

septiembre de 2012, acto que, de seguir el argumento dado, 

adolecería de un vicio de nulidad por cuanto se estimó que el CEL 

debía actuar como órgano colegiado y no lo hizo.   

ii. Cierto es que el CEL debió haber actuado con mas prolijidad al 

momento de haber revisado y evaluado el hecho que efectivamente 

los oferentes cumpliesen con los requisitos administrativos de las 

Bases de Licitación, por lo que en dicha Acta debió haberse dejado 

                                                           
277

 Párrafo primero: En forma posterior al acto de apertura y constatación de la existencia de los documentos que 
conforman los requisitos Administrativos, el CEL verificará y evaluará que los documentos del sobre n° 1 tengan el 
contenido y cumplan con las solemnidades y formalidades requeridas en la legislación vigente y en las presentes 
bases.  
278

 El CEL levantará un acta (…) en que se dejará constancia del resultado del proceso de evaluación de los requisitos 
administrativos.  
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constancia de la exclusión de SQM por mantener litigios pendiente 

con el Estado. Pero no fue así. Finalmente, es precisamente a SQM a 

quien se le adjudica el contrato. El CEL está en lo correcto cuando 

expresa que el hecho de “no dar cuenta de tales incumplimientos y no 

declarar la oferta fuera de las Bases” infringe las propias Bases de 

Licitación y que dicha irregularidad prosiguió hasta la adjudicación, 

acto que por ende, debió dejarse sin efecto. 

iii. Sin embargo, el CEL yerra en los argumentos por los cuales 

establece que es necesario dejar sin efecto todo el proceso licitatorio. 

La solución que el autor de este trabajo estima correcta, era 

haber declarado inválida la adjudicación a SQM y haber 

retrotraído el procedimiento a la etapa de adjudicación de la 

licitación (o en su defecto, de evaluación de los requisitos 

administrativos). Por lo que no es ajustada a derecho la respuesta 

dada por el CEL a la solicitud de invalidación presentada por Li 

Energy SpA que expresó: “atendido al estado de avance de la 

tramitación existe la imposibilidad de reanudar el procedimiento de 

licitación desde una etapa que resulte válida”. ¿Realmente existía 

imposibilidad de reanudar el procedimiento de licitación? ¿Por qué? 

¿Es óbice para ello el avance de la tramitación? ¿Acaso la CGR y el 

TCP no han demostrado lo contrario con su jurisprudencia?  
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iv. Lo único cierto del argumento del Comité, es que efectivamente el 

CEL no es el órgano competente para invalidar la Resolución Exenta 

del Ministerio de Minería que adjudicó el contrato a SQM279, situación 

que se pasa a analizar a continuación.  

 

2. Resolución Exenta N° 2771 de fecha 17 de octubre de 2012 que deja 

“sin efecto la resolución exenta N° 2723 de 1° de octubre de 2012 y 

da Inicio al procedimiento de invalidación de la Resolución” que 

adjudicó la Licitación a SQM. 

 En esta resolución se resuelve dar inicio al procedimiento de 

invalidación conforme al artículo 53 de la Ley N° 19.880 respecto de la 

Resolución Exenta que adjudicó la licitación pública a SQM (Artículo 

Primero). 

 Además en esta Resolución se declara “no aceptar, de acuerdo a 

lo establecido en el Anexo B.1 de las Bases de Licitación, ninguna de las 

propuestas recibidas” (Artículo Segundo). 

Críticas a la decisión del Ministerio de Minería:  

i. El Ministerio yerra al expresar que el Anexo B.1 de las Bases de 

Licitación lo faculta para no aceptar ninguna de las propuestas 

recibidas. Dicho argumento de por sí es contrario a derecho por 

cuanto, como se ha visto en el Capítulo II de esta Memoria, aludir a 

                                                           
279

 Dado que dicha potestad como se ha visto en el Capítulo I de esta Memoria, sólo compete a la propia Autoridad 
que emitió el acto o a su superior jerárquico.  
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tal o cual disposición no cumple con el estándar de razonabilidad, 

publicidad ni de motivación suficiente, estándares que según se ha 

analizado, las decisiones administrativas deben obligatoriamente 

contener.  

ii. Por lo demás y si bien es discutible, puede plantearse 

razonablemente que dicha cláusula debe interpretarse 

restrictivamente sólo referente a las “ofertas económicas” 

presentadas, pues el referido disclaimer no forma parte de las “Bases 

Generales de Licitación” propiamente tales, sino que se encuentra en 

una carta anexo a dichas bases, carta que forma parte de los 

documentos referentes exclusivamente a la Oferta Económica.  

iii. Además dicho disclaimer no cumple con el estándar de razonabilidad 

exigido por cuanto queda al arbitrio de la autoridad aceptar o no una 

propuesta aún cuando el interesado cumpla con todos los requisitos. 

Dicha cláusula no tiene sustento jurídico racional, y además, es 

posible interpretarla como un disclaimer que podría demostrar mala fe 

de la autoridad licitante, pues no se explica por qué el oferente aún 

cuando cumpla con todos los requisitos administrativos y económicos, 

sobrepasando con creces el “Valor Base”280, la autoridad decida no 

aceptar dicha oferta económica sin fundamento racional alguno. 

 

                                                           
280

 Bases de Licitación. Numeral 22. Valor Base: “El Valer Base para el presente Proceso de Licitación asciende a la 
suma de $2.500.000.000 (dos mil quinientos millones de pesos).  



181 
 

3. Resolución Exenta N° 3115 de fecha 19 de noviembre de 2012 que 

“resuelve procedimiento de invalidación, declarando nulidad de la 

Resolución Exenta N° 2723 de 25 de septiembre de 2012” que 

adjudicó la licitación a SQM: 

 Los principales argumentos dados por el Ministerio de Minería 

para llegar a tal decisión fueron los siguientes: 

- Cita el Dictamen N° 117 de CGR de fecha 3 de enero de 2007281, el 

cual explica que de acuerdo al artículo 53 de la Ley N° 19.880, la 

autoridad administrativa se encuentra en el deber de invalidar los actos 

administrativos contrarios a derecho. 

- Afirma “que la doctrina y la jurisprudencia mayoritaria ha sostenido que 

el ejercicio de la potestad invalidatoria no es constitutiva de una 

impugnación ni menos de una revisión en los términos de la Ley N° 

19.880”. Menciona que dicha potestad emana del principio de juridicidad 

y que su infracción origina una nulidad de derecho público. 

- Señala que los recursos de reposición entablados en contra de la 

Resolución Exenta N° 2771 son improcedentes, por cuanto en dicha 

resolución no se contiene un “acto decisorio final, sino por el contrario 
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 Los párrafos citados del referido dictamen son los siguientes: “Así, entonces, la autoridad administrativa se 
encuentra en la obligación de invalidar sus decisiones cuando nuevos antecedentes o elementos de juicio no 
considerados en su oportunidad, demuestren que ellas adolecen de ilegalidad. Dicha conclusión encuentra su 
fundamento, en que la autoridad administrativa, en virtud de la potestad invalidatoria consagrada en el citado 
artículo 53 de la ley N° 19.880, se encuentra en el deber de invalidar los actos administrativos contrarios a derecho 
con la finalidad de restablecer el orden jurídico quebrantado, debiendo agregarse que dicha potestad debe ejercerse 
dentro del plazo de dos años contados desde la notificación o publicación del acto (Aplica criterio contenido en 
dictamen N° 50.081, de 2006, entre otros, de esta Entidad Contralora)”.  
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aquélla tiene por objeto iniciar un procedimiento administrativo destinado 

a ejercer la potestad invalidatoria”. 

- Alude a que de acuerdo al principio de imparcialidad contenido en el 

artículo 11 de la Ley N° 19.880 y de acuerdo a la facultad conferida en el 

Anexo B.1 de las Bases de Licitación “no ha podido tenerse por aceptada 

ninguna de las propuestas recibidas”. 

- Cita el artículo 52 de la Ley N° 18.575, basándose en que de acuerdo al 

principio de probidad administrativa, se “exige dar preeminencia al 

interés general sobre el particular”.  

- Cita el artículo 9 inciso segundo de la referida ley, respecto a los 

principios que deben regir en un proceso licitatorio.  

- Establece que, efectivamente, SQM no ha cumplido los requisitos de 

las Bases Administrativas “viciando con ello no sólo el procedimiento 

licitatorio, sino también el acto administrativo decisorio”.  

- Que todo lo anterior, amerita “que esta Autoridad ejerza su potestad 

invalidatoria respecto del Acto Administrativo de  naturaleza decisorio 

final” correspondiente a la Resolución Exenta que adjudicó la Licitación a 

SQM.  

Críticas a los argumentos dados por el Ministerio de Minería282: 

i. El Ministerio establece que según la doctrina y jurisprudencia 

mayoritaria (que no cita ni hace mención a alguna específica) 

                                                           
282

 En adelante: “El Ministerio”. 
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señalarían que la potestad invalidatoria no es posible impugnarla. El 

argumento es totalmente contrario a derecho por cuanto el artículo 15 

de la Ley N° 19.880283 es claro en establecer que uno de los 

principios de todos los procedimientos administrativos lo constituye la 

“impugnabilidad” de los actos administrativos. Dicha disposición se 

refiere expresamente a que “todo acto administrativo es 

impugnable por el interesado”, norma que por lo demás debe 

interpretarse de la manera más amplia posible por cuanto su objeto 

es salvaguardar los derechos de los “administrados” que se vean 

afectados por alguna decisión de la autoridad. Aunque la resolución 

impugnada se considere un acto de “mera tramitación”, es 

impugnable en el caso concreto puesto que impide la prosecución del 

procedimiento licitatorio al rechazar todas las propuestas, esto es, en 

los hechos, declararlo desierto.  

ii. El Ministerio a su vez yerra al relacionar el principio de imparcialidad 

con el Anexo B.1 de las Bases anteriormente citado, pues según se 

desprende de su argumento, el hecho que se haya instruido el 

procedimiento administrativo de invalidación respecto de la 

Resolución Exenta que adjudicó la licitación pública a SQM, lo faculta 
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 Artículo 15. Principio de impugnabilidad. Todo acto administrativo es impugnable por el interesado mediante los 
recursos administrativos de reposición y jerárquico, regulados en esta ley, sin perjuicio del recurso extraordinario de 
revisión y de los demás recursos que establezcan las leyes especiales. (inciso segundo) Sin embargo, los actos de 
mero trámite son impugnables sólo cuando determinen la imposibilidad de continuar un procedimiento o produzcan 
indefensión. (inciso tercero) La autoridad que acogiere un recurso interpuesto en contra de un acto administrativo, 
podrá dictar por sí misma el acto de reemplazo. 
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para no aceptar ninguna de las propuestas, “dando cumplimiento al 

principio de imparcialidad”. Dicho principio de manera alguna significa 

que la decisión que afecte a uno de los interesados deberá afectar de 

igual modo a los otros. Aquello no es imparcialidad sino todo lo 

contrario. El principio de imparcialidad que se encuentra establecido 

en el artículo 11 de la Ley N° 19.880 dice relación con el actuar 

objetivo y probo de la Administración, imponiéndole la obligación de 

fundamentar las decisiones que adopte. En este sentido, ha sido la 

propia CGR la que en numerosos dictámenes ha explicado que este 

principio “implica actuar con objetividad, tanto en la 

substanciación del procedimiento administrativo, como en 

las decisiones que se adopten”284 (destacado añadido).  

 Si el Ministerio hubiese sido imparcial conforme a derecho, 

precisamente no hubiese rechazado todas las ofertas puesto que sólo 

uno de los tres interesados no cumplía con los requisitos, pudiendo 

proseguir perfectamente la licitación con los restantes oferentes que 

si cumplían con lo exigido en las Bases. 

iii. Yerra también el Ministerio al basar su decisión en el “principio de 

probidad administrativa. La doctrina ha dicho que el referido principio 

“consiste en observar una conducta funcionaria intachable y le 
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 Contraloría General de la República. Dictamen N° 36958 del 10 de junio de 2011. En el mismo sentido se ha 
pronunciado en dictamen de N° 84611 de fecha 26 de octubre de 2012: “Luego, el artículo 11 de la ley N° 19.880, 
establece el principio de imparcialidad, que obliga a la Administración a actuar con objetividad y con apego a la 
probidad durante la substanciación de los procedimientos administrativos y en las decisiones que adopte” 
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adiciona un desempeño honesto leal de la función y cargo y en éste 

una primacía del interés general sobre el particular”285. El Ministerio 

establece que este principio debe manifestarse en el procedimiento 

invalidatorio, expresándose en lo razonable e imparcial de la decisión 

adoptada. Sin embargo cabe preguntarse, ¿cuál es el aporte 

jurídico del análisis de este principio en la fundamentación de la 

decisión del Ministerio? Simplemente la autoridad enuncia algo 

obvio, y que, por lo demás, está obligada a cumplir, como es adoptar 

sus decisiones con arreglo al principio de probidad. Igual situación 

ocurre con la cita a los principios rectores de toda licitación pública 

estipulados en el artículo 9 inciso segundo de la Ley N° 18.575, ello, 

nada aporta a la fundamentación de su decisión pues sólo cita la 

norma y no se explica cómo se materializa en el caso concreto, 

ni cómo la decisión contraria (esto es, proseguir con el 

procedimiento) podría vulnerarlos.  

iv. Cabe destacar además que sólo entrega una visión parcial de lo 

expresado en el Dictamen citado, N° 117 de CGR de fecha 3 de 

enero de 2007. En efecto, el Ministerio de Minería se basa en dicho 

dictamen con el objeto de avalar su decisión respecto a la 

invalidación de todo el procedimiento licitatorio. Sin embargo, en el 

dictamen citado, se establece la invalidación parcial del 
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 REYES RIVEROS, Jorge. 2006. Invalidación y Nulidad de los Actos Administrativos y Otros Estudios.  Segunda 
Edición. Chile, LexisNexis. P. 61 
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concurso y no de todo el procedimiento. En efecto, CGR establece 

que “resulta procedente que la Superioridad arbitre las medidas 

tendientes a invalidar parcialmente el aludido concurso, 

retrotrayéndose el proceso al momento de confeccionarse las 

bases”286.Es decir, en el propio caso citado por el Ministerio, el 

procedimiento fue retrotraído a una etapa anterior, y no como ocurrió 

en los hechos que se analizan, donde se decidió no aceptar ninguna 

de las ofertas.  

v. Tampoco el Ministerio es estricto en establecer qué etapas del 

procedimiento licitatorio deben ser invalidadas concretamente. 

Recordemos que una licitación se compone de una cadena de actos 

administrativos y la invalidación de uno (o más) de ellos no lleva 

necesariamente a invalidar todo el procedimiento. El hecho que la 

adjudicación a SQM sea inválida por no cumplir uno de los requisitos 

de las Bases Administrativas no significa que todo el procedimiento 

esté viciado como lo establece la Autoridad Licitante en el numeral 26 

de la Resolución que se analiza. Puede establecerse, prima facie, 

que los actos viciados son aquellos que van desde la evaluación de 

los requisitos administrativos hasta la adjudicación de la 

licitación, por lo que no se explica por qué el Ministerio ve la 

necesidad de invalidar todo el procedimiento licitatorio cuando en los 
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 Contraloría General de la República. Dictamen N° 117 de fecha 03 de enero de 2007.  
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hechos, los demás oferentes cumplían todos los requisitos de las 

Bases de Licitación y sus ofertas también eran convenientes 

económicamente puesto que superaban ampliamente el Valor Base. 

Esto no hace más que poner en duda tal decisión, hasta el punto de 

llegar a interpretar que se invalidó todo el procedimiento por motivos 

extra jurídicos que no fueron expresados ni se dejó constancia de 

ellos, lo cual además lleva a la consecuencia necesaria de que 

tampoco se ha dado cumplimiento al principio de transparencia.  

 

G. ¿DEBÍA LA ADMINISTRACIÓN ADJUDICAR AL  MEJOR OFERENTE SI CUMPLÍA CON 

TODOS LOS REQUISITOS DE LA CONVOCATORIA? 

 La tesis del autor es que efectivamente el Ministerio de Minería se 

encontraba en la obligación de adjudicar la licitación al mejor oferente que 

cumpliera con todos los requisitos de la convocatoria, por cuanto la decisión 

de rechazar todas las propuestas y declarar inválido todo el procedimiento, 

no sólo fue en contraria al interés general, sino que además excedió los 

límites de la potestad discrecional, vulnerando además principios jurídicos 

esenciales y normas legales expresas.  

 Al respecto, el destacado profesor español, José Miguel Carbonero 

Gallardo, ha explicado claramente que “el órgano de contratación ha de 

seguir siempre de cerca la referencia de los criterios que previamente 

estableció en el pliego; el alejamiento de los mismos marca la diferencia 
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entre la discrecionalidad técnica permitida en el concurso, y la arbitrariedad 

prohibida tanto por el derecho comunitario como por el español”287. Dicho 

autor, además, es muy agudo en su estudio puesto que diferencia 

claramente lo que por una parte son los criterios de selección y por otra, los 

criterios de adjudicación de los contratos, estableciendo que todos ellos 

siempre deben estar relacionados con el objeto del contrato.  

 Ya fueron analizadas críticamente las bases de licitación en relación a 

que el concepto de “oferta más conveniente” fue entendida únicamente 

como la oferta “económicamente” más conveniente, asemejándose el 

procedimiento más a una subasta que a una licitación pública donde un 

criterio como el económico en este caso, si bien es objetivo, no debiese 

primar por sobre los demás criterios, dado que aquello no es la esencia de 

una licitación pública en la cual se busca el mejor oferente íntegro en 

muchos otros aspectos, demostrando idoneidad para cumplir con el contrato 

a suscribir, no se trata de un negocio “al mejor postor”.  

 

G.1. Análisis de las Cláusulas contenidas en las Bases de Licitación. 

  Al respecto es importante tener presente las siguientes cláusulas de las 

Bases de Licitación: 
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 CARBONERO GALLARDO, José Miguel. 2010.  “La Adjudicación de los Contratos Administrativos: Origen, Evolución 
y Sistema Actual”. Tesis Doctoral. Granada, España. Universidad de Granada, Departamento de Derecho 
Administrativo.  P. 370 
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 El numeral 12 (Definiciones) al referirse a la “Licitación Pública”, 

establece que de las ofertas que formulen los interesados “se seleccionará y 

aceptará, en su caso, la más conveniente para la posterior suscripción del 

CEOL”. 

 Este numeral habla de la oferta más conveniente y no de la oferta 

“económicamente” más conveniente. Por lo demás la oferta más 

conveniente debe apuntar a la selección del oferente por medio de una 

serie de criterios no sólo el económico que es el que debe primar en una 

subasta y no exclusivamente en una licitación pública. Si bien este 

numeral expresa correctamente la esencia de una licitación pública, no 

se concuerda con el objetivo buscado por el Ministerio de Minería por 

cuanto para él y para el CEL, pareciera que sólo debía primar la mejor 

oferta económica, dejando de lado muchos otros aspectos técnicos que 

pudieren ser relevantes para este tipo de contratos, hasta el punto de 

(por negligencia, tal vez) no se percataron en la oportunidad 

correspondiente que el oferente que presentó la mayor oferta económica 

no cumplía con uno de los requisitos fundamentales de las Bases de 

Licitación, como era el no tener litigios pendientes con el Estado de 

Chile.  

 



190 
 

 El numeral 17 establece que el Precio de la Oferta no podrá ser 

inferior al Valor Base, y éste, como se ha dicho anteriormente, ascendía a 

la suma de $.2.500.000.000.- (dos mil quinientos millones de Pesos). 

 Los tres oferentes cumplieron cabalmente con este requisito, por lo que 

si este era el punto de mayor relevancia para la adjudicación, las tres 

ofertas eran convenientes para el Estado y por ende, para el interés 

social. 

 El precio ofrecido por SQM fue de casi siete veces el Valor Base 

señalado, lo que inmediatamente despertaba sospechas por cuanto 

también duplicaba la segunda mejor oferta. Cabe tener presente que la 

legislación española es más estricta con la evaluación de las ofertas 

“desproporcionadas” presentadas en un procedimiento de licitación 

pública, justificando el licitador en audiencia con la autoridad 

administrativa, una serie de aspectos técnicos que permitan la factibilidad 

del proyecto ofertado en esos términos económicos, modelo que 

pareciera conveniente seguir para estos casos288. 
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 ESPAÑA. Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
de Contratos del Sector Público. Artículo 152: “Ofertas con valores anormales o desproporcionados:  N° 3  Cuando se 
identifique una proposición que pueda ser considerada desproporcionada o anormal, deberá darse audiencia al 
licitador que la haya presentado para que justifique la valoración de la oferta y precise las condiciones de la misma, 
en particular en lo que se refiere al ahorro que permita el procedimiento de ejecución del contrato, las soluciones 
técnicas adoptadas y las condiciones excepcionalmente favorables de que disponga para ejecutar la prestación, la 
originalidad de las prestaciones propuestas, el respeto de las disposiciones relativas a la protección del empleo y las 
condiciones de trabajo vigentes en el lugar en que se vaya a realizar la prestación, o la posible obtención de una 
ayuda de Estado. (inciso primero). En el procedimiento deberá solicitarse el asesoramiento técnico del servicio 
correspondiente. (inciso segundo) [en línea]  https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2011-17887 [revisada el 
20 de febrero de 2015]  

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2011-17887
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 A mayor abundamiento, éste fue uno de los mayores puntos 

cuestionados en el proceso de licitación, en primer lugar, dado el 

conflicto de interés existente, era esperable que SQM presentará una 

oferta elevadísima para adjudicarse la licitación289, y en segundo lugar, 

en un aspecto más técnico, el hecho de haber sido SQM quien 

presentara la mejor oferta económica, obedece también a que ya tenía 

costos hundidos en la explotación del Litio y aquello significaba de 

manera muy importante, conservar (inclusive, aumentar) la posición que 

ya tenía en el mercado 290. 

 En el numeral 13.2.1 “De la constatación de la mejor oferta económica”, 

se establece que dicha oferta será “aquella que presente el mayor precio 

de la Oferta Económica y se elaborará un orden de prelación entre todas 

ellas, de la más alta a la más baja”.  

 Como estableció el CEL en el “Acta de apertura de las ofertas 

económicas (sobre n° 2) y selección de la mejor oferta económica”, de 

fecha 24 de septiembre de 2012, el orden de prelación fue el siguiente: 
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 “Con fuertes críticas se recibió la adjudicación por parte de SQM, de la primera licitación de contratos para la 
explotación de litio en Chile, sobre todo por los vínculos de su dueño Julio Ponce Lerou, ex yerno de Pinochet, y del 
subgerente, Patricio de Solminihac, hermano del actual ministro de Minería” [en 
línea] http://radio.uchile.cl/2012/09/24/licitacion-del-litio-desde-un-comienzo-fue-un-traje-a-la-medida-para-sqm/  
diarioUchile, lunes 24 de septiembre de 2012, 14:43 hrs. por Mariano Rivera [revisada el 15 de febrero del 2015]  
290

  Así por ejemplo, resulta interesante la Resolución Exenta N° 2166 de fecha 10 de agosto 2012, agregada a los 
Anexos de la presente Memoria, por medio de la cual el Ministerio de Minería deniega una solicitud de acceso a la 
información pública mediante la cual se buscaba conocer los “correos electrónicos enviados y recibidos por el 
Ministro y el subsecretario que contenga alguna de las siguientes palabras o sus abreviaciones, extensiones o 
términos relacionados: litio, CEOL, Soquimich, SQM”.  

http://radio.uchile.cl/2012/09/24/licitacion-del-litio-desde-un-comienzo-fue-un-traje-a-la-medida-para-sqm/
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1° SQM; 2° Posco Consortium y 3° Sociedad Legal Minera NX Uno de 

Peine. 

 Al respecto, resulta interesante dilucidar cuál fue el sentido de haber 

establecido este orden de prelación. Una interpretación válida, puede 

ser perfectamente establecer que era la intención del Estado adjudicar el 

contrato en ese orden de prelación en caso que el primero de los 

oferentes no cumpliese con alguno de los demás requisitos exigidos en 

las Bases de Licitación291. Por lo que si SQM incumplió las bases, debía 

anularse la Resolución. Exenta que le adjudicó el contrato y retrotraer el 

procedimiento a esta etapa, donde, ya excluida SQM, Posco Consortium 

pasaba al primer lugar en el orden de prelación señalado y por ende, a 

dicha sociedad hubiese correspondido adjudicarle el contrato por ser la 

oferta más conveniente y cumplir todos los demás requisitos exigidos en 

las Bases de Licitación. ¿Qué sentido tendría anular todo el 

procedimiento licitatorio e inclusive las Bases mismas si existían 

oferentes que satisfacían los requisitos administrativos y 

económicos exigidos por la Administración? Siguiendo esta línea, 

resultan ser débiles los argumentos que puedan esgrimirse en contra, 

como los ya analizados.  

                                                           
291

 Esta clasificación es común en las licitaciones realizadas en España. El Real Decreto Legislativo 3/2011 en su 
artículo 151 n° 1 establece que “El órgano de contratación clasificará, por orden decreciente, las proposiciones 
presentadas y que no hayan sido declaradas desproporcionadas o anormales conforme a lo señalado en el artículo 
siguiente.    Para realizar dicha clasificación, atenderá a los criterios de adjudicación señalados en el pliego o en el 
anuncio pudiendo solicitar para ello cuantos informes técnicos estime pertinentes. Cuando el único criterio a 
considerar sea el precio, se entenderá que la oferta económicamente más ventajosa es la que incorpora el precio 
más bajo. (Destacado añadido) 
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 Finalmente, el numeral 14.2, referido a la “Notificación” de la 

adjudicación, da la posibilidad de que en caso que el adjudicatario no 

entregase la Garantía del Precio de la Oferta dentro del plazo de diez días a 

la notificación, el “Ministerio de Minería tendrá la opción de adjudicar la 

Licitación al Oferente que hubiere quedado en segundo lugar, o 

declararla desierta”.  

 Este punto es muy relevante a destacar para comprender la armonía de 

las cláusulas de las Bases conforme a los objetivos perseguidos por la 

licitación, el que sin embargo no ha sido mayormente analizado por la 

Autoridad ni tampoco por CGR. En efecto, aquí se sanciona al 

adjudicatario que incumple las Bases de Licitación, particularmente en el 

caso que no entregase la Garantía del Precio de la Oferta en el plazo 

estipulado para ello.  

 Obviamente en este caso, el Ministerio de Minería también debía haber 

invalidado la adjudicación y re-ajudicar el contrato al oferente que 

hubiese obtenido el segundo lugar, por lo que no se ajusta a derecho el 

argumento dado por el CEL en los hechos acaecidos, respecto a que 

“debido al estado de avance del procedimiento” se encontraría 

imposibilitado de poder reanudarse. 

 Este numeral es muy importante, por cuanto es de una u otra forma 

asimilable a lo acontecido en la presente licitación: SQM incumple las 

bases de licitación, el Ministerio de Minería y el CEL buscando una serie 
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de argumentos ya revisados (la mayoría débiles a juicio del autor) 

deciden declarar inválido todo el procedimiento licitatorio, incluyendo las 

mismas bases de licitación. Sin embargo, cabe preguntarse lo siguiente, 

¿Por qué optar por dicha solución si este numeral contempla 

expresamente la posibilidad (en una situación más o menos similar 

al problema real) de adjudicar el contrato al segundo mejor 

oferente? En efecto, este numeral demuestra que no existirían 

inconvenientes para adjudicar el contrato al segundo mejor licitante, que 

en el caso en cuestión resultó ser Posco Consortium, puesto que 

además, tampoco existían los presupuestos justificativos para 

declarar desierta la licitación por cuanto aún existían dos ofertas 

válidas y ambas resultaban convenientes para los intereses del Estado, 

ya que superaban ampliamente el Valor Base de la Oferta.  

G.2. Respuesta de la legislación española   

 Por su parte, bien cabe tener presente lo estipulado por la legislación 

española sobre contratación administrativa puesto que a juicio del autor, 

regula minuciosamente y con mucha claridad cada situación que podría 

ocurrir en la práctica, legislando por lo demás, siempre en resguardo  del 

interés general.  

 En efecto, resulta ilustrador para el caso en cuestión, lo dispuesto en el 

artículo 151 de la Ley de Contratos del Sector Público (España) la que 
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en su numeral 3° estipula que “no podrá declararse desierta una 

licitación cuando exista alguna oferta o proposición que sea admisible 

de acuerdo con los criterios que figuren en el pliego”. Por su parte, el 

artículo 152 de la citada ley española, establece claramente, en el caso que 

el órgano licitador estimase que una oferta no pudiese ser cumplida a causa 

de valores anormales o desproporcionados, “acordará la adjudicación 

provisional a favor de la siguiente proposición económicamente más 

ventajosa, de acuerdo con el orden que hayan sido clasificadas” que se 

estime puede ser cumplida a satisfacción de la Administración y que no sea 

considerada anormal o desproporcionada.  

G.3. Respuesta de la jurisprudencia española  

 José Miguel Carbonero, destaca también que el Tribunal Supremo 

Español ha establecido de manera unánime la posibilidad de retrotraer el 

procedimiento a la fase en que es posible desarrollarlo nuevamente El autor 

explica que si bien dicho Tribunal “ha mantenido el criterio que la voluntad 

administrativa y su discrecionalidad técnica no pueden ser sustituidas por el 

criterio judicial (…) pueden determinar que una adjudicación ha sido 

arbitraria (…) pero en tal caso no podrá dictar una nueva adjudicación, sino 

que debe anular la existente, y obligar a retrotraer el procedimiento 



196 
 

administrativo al punto que sea preciso para que la Administración lo 

desarrolle de nuevo”292 (El destacado es de nuestra autoría). 

G.4. Respuesta de Contraloría General de la República 

 Los dictámenes de CGR también han reconocido la posibilidad de 

adjudicar al segundo mejor oferente en caso que se haya desestimado la 

oferta de aquél que se ubicó en el primer lugar por incumplir algún requisito 

de las Bases Administrativas. En efecto, en dictamen N° 33.519 de 

septiembre de 1998293, la CGR ha estipulado que “no obstante la empresa 

recurrente quedó ubicada en el primer lugar (…) su propuesta fue 

desestimada porque en la carta Gantt correspondiente al programa de 

trabajo, no graficó lo relativo al traslado de postaciones, procediendo 

entonces la autoridad a encargar las obras a la proponente que ocupó 

el segundo lugar (…) así, la decisión de la administración de no adjudicar 

contrato a la empresa recurrente se ajusta a la normativa reguladora de la 

licitación”294 (El destacado es nuestro). En un dictamen más reciente, CGR 

también considera válida la posibilidad de adjudicar al segundo mejor 

oferente si dicha posibilidad se contempla en las bases. En efecto, en 
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 CARBONERO, José Miguel. Op. Cit. p. 406 
293

 Dictámenes Generales y Municipales CGR [En línea] 
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FormImpresionDictamen?OpenForm&UN
ID=B7F8AD20FB5127EE84257B5800766C1C 
294

Dictámenes Generales y Municipales CGR [En línea] 
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFra
meset 

http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFrameset
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFrameset
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dictamen N° 20.643 de abril de 2012295, el órgano Contralor estima que “el 

Servicio se reservó el derecho para rechazar todas o algunas de las ofertas 

si no la estimare conveniente296 (…) lo que implica que no puede alterar el 

resultado de la evaluación efectuada en las bases, debiendo, por tanto 

adjudicar al primero, a menos que éste se hubiere desistido y las bases 

hayan contemplado adjudicar al segundo, o se declare, en conformidad 

al artículo 9 de la referida ley N° 19.886, desierta la licitación cuando las 

ofertas presentadas no resultaren convenientes a sus intereses”297. 

G.5. Respuesta del Tribunal de Contratación Pública  

 Por su parte el TCP ha asentado importante jurisprudencia en la materia, 

reafirmando lo expuesto anteriormente. En efecto, ha establecido que no 

corresponde rechazar las ofertas “cuando ya habían sido admitidas al 

proceso licitatorio, estando ya evaluadas y encontrándose ya determinado 

el oferente seleccionado para la adjudicación, contraviniendo con ello lo 

dispuesto por el inciso tercero del artículo 10 de la Ley N° 19.886”298. 

Recordemos que en el caso en cuestión, la Administración declaró 

inadmisibles las ofertas de las demás empresas, que ya habían sido 

admitidas al proceso, luego de haberse invalidado la adjudicación a SQM.  

                                                           
295

 ídem.  
296

 Nótese la similitud con las Bases de Licitación en el caso de la Licitación del Litio en lo referente a las cláusulas 
disclaimers analizadas en el Capítulo segundo de la presente Memoria.  
297

Dictámenes Generales y Municipales CGR [En línea] 
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFra
meset 
298

 Tribunal de la Contratación Pública. Sentencia Rol N° 44-2007 de fecha 04 de noviembre de 2008. Considerando 
13°.  

http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFrameset
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFrameset
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G.6. Respuesta del autor 

 En base a lo explicado anteriormente, es posible desprender de las 

propias bases de Licitación que se debió haber adjudicado al segundo mejor 

oferente (e inclusive al tercero si el segundo incumplía los requisitos), que 

en el caso concreto resultó ser Posco Consortium. La decisión habría sido 

absolutamente racional y transparente, estando a la altura de los estándares 

legales y criterios jurisprudenciales antes analizados, puesto que dicho 

oferente cumplía todos los requisitos administrativos, por lo demás, su 

oferta económica superaba con creces el valor base establecido en los 

pliegos. Esta es la línea seguida por el derecho comparado español y por la 

jurisprudencia anteriormente citada, sobre todo como se ha demostrado, si 

los argumentos emanados del Ministerio de Minería para rechazar todas las 

ofertas, declarando inválido el procedimiento licitatorio no se ajustaron a 

derecho, situación que, como se explicará más adelante, fue reconocida en 

un dictamen de la propia CGR pero con una conclusión errónea a juicio de 

este autor, la que a su vez se analizará y criticará. Si bien CGR no tiene 

potestades para obligar a la Administración activa a tomar tal o cual 

decisión, debió haber declarado totalmente ilegales las decisiones del 

Ministerio de Minería, ya analizadas299. 

                                                           
299

 Misma conclusión se plantea en la investigación realizada por CIPER Chile donde se argumenta que: “Si el proceso 
se hubiera ceñido a las reglas, luego de que el Comité Especial de Licitación (CEL) –compuesto por tres funcionarios 
del Ministerio de Minería, uno de Cochilco y otro del Sernageomin y que presidía el ex subsecretario Wagner– 
acreditó que SQM mintió en su declaración jurada, los pasos a seguir debieron haber sido adjudicar el CEOL a la 
segunda mejor oferta económica. Y cobrar la boleta, como ocurre con todos los concursos públicos serios. Pero 
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H.   ¿LA NO ADJUDICACIÓN SIGNIFICABA UNA HIPÓTESIS DE RESPONSABILIDAD PRE 

CONTRACTUAL / CONTRACTUAL POR PARTE DE LA  ADMINISTRACIÓN? 

 En el Capítulo I de esta Memoria se ha explicado y analizado 

fundadamente la responsabilidad pre contractual de la Administración para 

el caso en que revoque o invalide una convocatoria, basado en el principio 

general de derecho consistente en que el Estado debe responder cuando 

sus actos origen daños a los particulares, sean estos actos ajustados o no a 

derecho. 

 Pues bien, en relación a lo anterior, corresponde en este acápite analizar 

si la licitación del litio se erige como un caso de responsabilidad del Estado, 

respecto de quiénes deben responder, por qué causa y en relación a qué 

tipo de perjuicios.  

 Como se ha explicado anteriormente, las decisiones de la Administración 

fueron las siguientes: 

1. Invalidar la resolución exenta que adjudicó la Licitación Pública a 

SQM; 

2. Invalidar todo el procedimiento licitatorio; 

3. No aceptar ninguna de las propuestas; 

                                                                                                                                                                           
eso no ocurrió. La decisión que tomó el CEL, en cambio, fue invalidar la adjudicación y rechazar las propuestas de las 
tres empresas que participaron. Con eso, el gobierno buscaba anular toda la licitación. Una medida envuelta en un 
manto de inconsistencias administrativas que ponen en duda la validez de todo el proceso” (destacado añadido). 
Centro de Investigación Periodística (CIPER) publicado el 22 noviembre 2012 por Juan Pablo Figueroa, en Reportajes 
de investigación. “Las inconsistencias que aún penan tras la invalidación de la licitación del litio” [en 
línea] http://ciperchile.cl/2012/11/22/las-inconsistencias-que-aun-penan-tras-la-invalidacion-de-la-licitacion-del-
litio/ [revisada el 10 de julio del 2015]   
 

http://ciperchile.cl/author/juan-pablo/
http://ciperchile.cl/2012/11/22/las-inconsistencias-que-aun-penan-tras-la-invalidacion-de-la-licitacion-del-litio/
http://ciperchile.cl/2012/11/22/las-inconsistencias-que-aun-penan-tras-la-invalidacion-de-la-licitacion-del-litio/
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4. Invalidar las bases de licitación. 

 Independientemente de lo ajustado o no a derecho de las decisiones 

adoptadas por la autoridad licitante, situación que ya ha sido analizada en 

los acápites anteriores, corresponde establecer si el Ministerio de Minería 

debía responder por los daños causados a los oferentes tras esta fallida 

licitación del litio. 

 

H.1. Perjudicados con la decisión administrativa300 

 En el presente caso, sin duda los perjudicados fueron las empresas que 

no resultaron adjudicadas por el contrato, esto es, Posco Consortium y 

Sociedad Legal Minera Nx Uno de Peine. Por otra parte, respecto de SQM 

no habría responsabilidad alguna por parte de la Administración dado que 

no cumplía con los requisitos de la Bases Administrativas por lo que mal 

podría resultar adjudicado y en esta parte la Resolución Exenta. que invalidó 

dicha adjudicación fue ajustada a derecho Tema distinto, es la (eventual) 

discusión que pudiera originarse en torno a la “confianza legítima” y los 

“derechos adquiridos” que pudieron haberse generado en SQM por el hecho 

de que el Ministerio de Minería le hubiese adjudicado el contrato, sin 

embargo al basarse en una situación errónea (si bien, por negligencia del 

órgano licitante) resulta discutible la procedencia de algún tipo de 

                                                           
300

 El análisis se centrará desde el punto de vista de los interesados participantes en la licitación, puesto que desde 
otra perspectiva, también es posible establecer que el Fisco resultó perjudicado a raíz de la falsa información 
proporcionada por SQM, lo que bien puede ser materia de otro análisis.  
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indemnización para SQM dado que no era un oferente idóneo para ser 

adjudicado puesto que incumplía las mismas Bases de Licitación. A lo 

anterior se añade la posibilidad de imputarle a SQM algún tipo de “mala fe” o 

tener una actitud poco transparente desde los inicios del proceso licitatorio, 

dado que es evidente que dicha empresa sabía o debía saber que tenía 

litigios actuales con el Estado de Chile, por lo que desde un comienzo no 

debió siquiera, haber participado en la presente Licitación.  

 Pues bien, el tema de este acápite dice relación con analizar, en términos 

generales, los eventuales daños causados por la Administración en contra 

de los otros dos oferentes ya individualizados. La tesis de quien escribe es 

argumentar a favor de la responsabilidad que tuvo la Administración en las 

decisiones adoptadas, por cuanto generaron perjuicios a los interesados que 

cumplían todos los requisitos que exigía la convocatoria.  

 El tema debe necesariamente acotarse aún más, dado que, como se ha 

argumentado anteriormente, la posición del autor es que la Administración 

se encontraba obligada en adjudicar, por medio del CEOL, a Posco 

Consortium dado que cumplía todos los requisitos de la convocatoria y 

resultaba a final de cuentas ser la oferta más conveniente, ya que al quedar 

fuera SQM, aquélla era la empresa cuyo valor ofertado era el más alto y que 

sobrepasaba ampliamente el Valor Base fijado en los pliegos de 

condiciones. En virtud de lo anterior, debe analizarse si la Administración 

debía responder por los perjuicios causados particularmente a éste oferente. 
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H.2. Respuesta de la doctrina  

 La doctrina ha explicado que la indemnización por responsabilidad del 

Estado tiene como fundamento “el principio de la igualdad de las cargas 

públicas o ante las cargas públicas, que tiene su origen en algunas 

históricas sentencias dictadas por el Consejo de Estado de Francia”301. 

Además, se ha explicado que toda indemnización debe limitarse a 

exigencias de justicia y eficacia. Resulta importante analizar los 

fundamentos de las exigencias en cuanto a justicia302. 

H.3. Respuesta de la legislación española  

 En los acápites anteriores se ha destacado lo prolijo y claro que es la 

legislación española en estos supuestos y este problema no es la excepción. 

La Ley 30/1992 sobre Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 

del Procedimiento Administrativo Común, establece por regla general la 

responsabilidad patrimonial de la Administración Pública303. Lo importante es 

cumplir con las condiciones que debe investir el perjuicio para que proceda 

la indemnización, éste debe ser efectivo, evaluable económicamente y debe 

individualizarse con relación a una persona o grupo.  

                                                           
301

 ROSALES VALVERDE, Carlos. 1970. “Nuevas Tendencias en Materia de Responsabilidad del Estado”. Revista de 
Derecho Universidad de Concepción. (151-152). P. 51 
302

 Idem. “a) Exigencias de justicia. 1° Es indispensable que todas aquellas personas que son víctimas inocentes del 
funcionamiento de la Administración, estén en condiciones de recibir un adecuado resarcimiento de los daños 
sufridos; 2° Deben sancionarse las faltas graves cometidas por los funcionarios  públicos en el desempeño de sus 
cargos. 3° Más aún las víctimas del funcionamiento de la Administración Pública deben ser indemnizadas, aun 
cuando no se hubiere cometido ninguna falta, ya sea por parte de la Administración o por parte de unos de sus 
funcionarios”. (El destacado es nuestro) 
303

  Artículo 139. Principios de la responsabilidad. 1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las 
Administraciones Públicas correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, 
salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de 
los servicios públicos. (El destacado es del memorista) 



203 
 

 Importante es también lo estipulado en el artículo 141 de dicha 

normativa, por cuanto establece que, por regla general, “sólo serán 

indemnizables las lesiones producidas al particular provenientes de 

daños que éste no tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con 

la Ley”304. 

H.4. Causales de exención de responsabilidad 

 Como ha quedado establecido en el Capítulo I del presente trabajo, el 

procedimiento licitatorio forma parte de la “formación del consentimiento” en 

la Contratación Administrativa305, por ende, lo correcto es hablar en esta 

etapa de una responsabilidad “pre contractual” o “extra contractual”.  

 Hemos dicho que las decisiones del órgano licitante no han sido 

ajustadas a derecho, por tanto, caen en un supuesto de ilegalidad. Al 

respecto la doctrina administrativista ha dicho que “existirán ilegalidades 

que dan lugar a la compensación y otros cuyos perjuicios deberán ser 

soportados por los particulares sin compensación en razón a que existen 

causales de justificación del mismo (…) lo anterior es sin perjuicio de la 

declaración de nulidad del acto”306. Pues bien, dado que a estas alturas 

de la investigación existen motivos suficientes para establecer la 

                                                           
304

 Por otro lado,  el mismo artículo establece que “No serán indemnizables los daños que se deriven de hechos o 
circunstancias que no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la 
técnica existentes en el momento de producción de aquéllos, todo ello sin perjuicio de las prestaciones asistenciales 
o económicas que las leyes puedan establecer para estos casos”.  
305

 “El procedimiento de formación de la voluntad administrativa contractual no debe confundirse con el contrato, 
que es el resultado del acuerdo de voluntades de la administración con el contratante particular”. POBLETE VINAIXA, 
Julia. Ob. Cit. P. 82  
306

 OELCKERS CAMUS, Osvaldo. 1986. “Actos Administrativos Ilícitos y Responsabilidad Extracontractual del Estado 
Administrador”. Revista de Derecho Universidad Católica de Valparaíso (10) p. 469. 
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responsabilidad pre contractual de la Administración por sus decisiones en 

el caso en cuestión, particularmente, por el hecho de no aceptar ninguna de 

las propuestas y declarar inválido todo el procedimiento licitatorio, 

corresponderá analizar si la decisión del Ministerio de Minería se 

encuadraría en algunos de los supuestos excusables de ilegalidad para que 

no procediera la correspondiente indemnización respecto del segundo mejor 

oferente en este procedimiento.  

 Dichas causales son las siguientes:307 

1. El criterio de la gravedad de la infracción: 

 El profesor Osvaldo Oelckers explica este criterio como aquella 

infracción que resulta ser legítimamente esperable que no sea 

cometida por la Administración.  

 En la licitación del litio, las infracciones cometidas por el órgano 

licitante pueden ser calificadas de graves por el sólo hecho de que, 

dichas decisiones no fueron debidamente motivadas ni tampoco 

cumplieron con los estándares de publicidad ni razonabilidad 

suficientes.  

 Tomando como punto de vista los eventuales beneficios que hubiese 

reportado la suscripción del contrato con el adjudicatario, el contrato 

licitado implicaba la oportunidad de obtener grandes ingresos para el 

Fisco, los cuales desaprovechó. No puede olvidarse  además, que 

                                                           
307

 Ídem. pp. 469 y ss.  
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detrás de este procedimiento licitatorio se encontraba el interés 

público comprometido. 

 Por lo demás, la infracción es aún más grave para el interés público 

por cuanto, según una encuesta realizada luego de la fallida licitación 

del litio, los futuros oferentes de una eventual nueva licitación, han 

expresado en su gran mayoría, que han perdido la confianza en la 

Administración a raíz de lo ocurrido308. 

2. Las características y medios de que dispone el organismo público para 

ejecutar sus competencias: 

 El profesor  Oelckers explica este criterio con un ejemplo clarificador: 

no es lo mismo un acto ilegal perjudicial dictado por un Municipio 

Rural, que uno dictado por una Administración Ministerial que cuenta 

con mayores medios económicos y personal. 

 En el caso en cuestión, es evidente que de acuerdo a las 

características y medios que disponía el Ministerio de Minería, no 

puede estimarse excusable su decisión basado en este criterio. Por lo 

demás, dicho Ministerio contaba con órgano especial en la materia 

como lo era el “CEL”, comité creado precisamente con el objeto de 

administrar eficazmente el proceso licitatorio, lo que no se cumplió.  

                                                           
308

 “76% de ejecutivos creen que el frustrado proceso del litio atenta contra la confianza de futuras licitaciones 
públicas”. Encuesta de Generación Empresarial y el Mercurio. Diario El Mercurio. 06 de octubre de 2012. Sección 
Economía y Negocios. B.4 
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3. La mayor o menor precisión del ordenamiento jurídico para distinguir el 

tipo de ilegalidad: 

 Este podría ser uno de los criterios que mayor sustento podría tener 

para evitar algún tipo de indemnización por parte del órgano licitante. 

Sin embargo una interpretación armónica de la legislación nacional y 

comparada (particularmente la española), sumado a lo planteado por 

la doctrina y jurisprudencia antes citada, apuntan en sentido contrario. 

El problema no es la mayor o menor precisión que pudiesen tener las 

normas citadas por la Administración para basar sus decisiones, sino 

que es todo lo contrario: cita erróneamente normas legales y no 

fundamenta debidamente sus decisiones, llegando a tal punto que, 

como se ha explicado anteriormente, CGR declaró que alguna de sus 

decisiones no fueron ajustadas  a derecho. 

4. La materia sobre la que recae el acto ilegal: 

 El autor citado anteriormente establece que existen materias en las 

cuales no es excusable ilegalidad alguna. Y en uno de esos casos 

se encuentra una licitación pública. Esto es, por la gran cantidad de 

principios constitucionales y legales que deben cumplirse, por el 

interés público comprometido con la negociación de este tipo de 

contratos y por la confianza legítima que genera per se en los 

particulares que participan en este tipo de procedimientos (y los que 
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participarán en futuras licitaciones) que debiese finalizar con el acto 

de adjudicación a la oferta más conveniente.  

5. Si la decisión administrativa hubiera sido tomada legalmente, hubiera o 

no conducido a resultados diferentes para el interesado: 

 Esto significa que “si la Administración dicta posteriormente el acto  

sin vicios de forma y llega al mismo pronunciamiento de fondo, el 

afectado deberá acatar la decisión y soportar los eventuales 

perjuicios”309. 

 En el caso en cuestión resulta clave responder lo siguiente ¿Si la 

Administración hubiese rechazado desde la etapa evaluativa 

correspondiente la oferta de SQM, hubiese llegado al mismo 

pronunciamiento de fondo? Evidentemente la respuesta es 

negativa. Muy por el contrario, el resultado sería otro, como el haber 

adjudicado a Posco Consortium, que en los hechos resultó ser la 

segunda oferta económicamente más conveniente. Por tanto, no 

existe perjuicio que el afectado se encuentre obligado a aceptar.  

H.5. Respuesta del autor de la presente Memoria 

 En suma, es posible desprender del análisis anterior que las ilegalidades 

incurridas por la autoridad licitante no debieron ser soportadas de manera 

alguna por los particulares perjudicados, en este caso por Posco Consortium 

y Sociedad Legal Minera NX, dado que la decisión del órgano licitante no se 

                                                           
309

 OELCKERS CAMUS, Osvaldo. “Actos Administrativos Ilícitos (…)”. Ob. cit. p. 470  
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adecuó a ninguno de los supuestos de excusabilidad explicados, por ende, 

debe compensarlos producto de su decisión no ajustada a derecho.  

 La compensación justa, se ha dicho anteriormente, tratándose de una 

etapa “precontractual” debe corresponder al daño emergente 

efectivamente causado, dado que de debió haberse rechazado en la etapa 

correspondiente de evaluación, la oferta presentada por SQM. De haberse 

producido lo anterior, los otros dos oferentes tenían legítimas expectativas 

de resultar adjudicados puesto que cumplían todos los requisitos exigidos en 

las Bases de Licitación. Esa legítima expectativa aumentó aún más en el 

caso de Posco Consortium dado que al declararse inválida la errónea 

adjudicación a SQM, el referido Consorcio era quien debía resultar el nuevo 

adjudicatario puesto que su oferta también era muy conveniente 

económicamente para los intereses del Estado, sin embargo, la 

Administración tomó las decisiones erróneas ya analizadas.  

 Por otro lado, ha sido el mismo órgano Contralor quien ha reconocido los 

elevados costos, tantos públicos como privados, que se incurren en un 

proceso licitatorio310. En virtud de lo explicado, es justo y válido conforme a 

derecho, el que la Administración deba responder por los perjuicios 

                                                           
310

 Contraloría General de la República. Dictamen N° 48.512 del 09 de agosto de 2012. “Además, cabe hacer 
presente que en este tipo de certámenes, necesariamente debe explicitarse el fundamento de la decisión que, en 
definitiva, adopte la autoridad en orden a declarar desierta una licitación, toda vez que esta clase de 
procedimientos inciden en el ámbito del desarrollo de actividades económicas en las que participan particulares e 
involucran la inversión de recursos tanto públicos como privados, de modo que deben respetarse las garantías 
constitucionales contenidas en el artículo 19, N°s. 21 y 22 de la Constitución Política de la República (…)” (El 
destacado es nuestro). 
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causados a los particulares afectados en este proceso licitatorio, debiendo 

indemnizar el daño emergente a causa de los gastos que debieron incurrir 

en la participación de este proceso, no pudiendo eludir su responsabilidad 

por medio de uno o más disclaimers de los contenidos en las bases de un 

contrato de licitación tan relevante para los intereses nacionales y para los 

propios oferentes participantes de dicho proceso, toda vez que además, se 

ha explicado latamente en el capítulo II de esta Memoria que la 

Responsabilidad de la Administración es un principio general de 

derecho.   

 

I. DICTÁMENES DE CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA SOBRE EL PROCESO 

LICITATORIO  

 Desde la aprobación de las Bases de Licitación, mediante la Resolución 

Exenta N° 12, cinco son los Dictámenes que ha emitido CGR con relación al 

llamado “Caso Litio”.311 Precisamente el Dictamen relacionado con el tema 

jurídico analizado en la presente Memoria, es el que mayores críticas 

reporta. 

 Los Dictámenes del Órgano Contralor han sido los siguientes: 

 

                                                           
311

 Dicho análisis se realizó al mes de diciembre del año 2014.  
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1. Dictamen N° 64.603 del 17 de octubre de 2012312 313: 

 Consulta dirigida a CGR por algunos diputados, sobre si el 

Ministerio de Minería ha cumplido con los principios de probidad dado 

que a juicio de los requirentes “por razones de parentesco, debió 

abstenerse de participar en todas las actuaciones llevadas a cabo por la 

Secretaría de Estado que representa” para la celebración de un CEOL314.  

 CGR, como lo ha hecho en la unanimidad de sus dictámenes 

anteriores, define la probidad y precisa que dicho principio se encuentra 

estipulado en el artículo 52 de la Ley N° 18.575. Señala casos en que se 

contraviene este principio y causales que suponen ausencia de 

imparcialidad. Explica que “la finalidad de la mencionada normativa es 

impedir que tomen parte en la resolución, examen o estudio de 

determinados asuntos aquellos servidores públicos que puedan verse 

afectados por un conflicto de interés en el ejercicio de su empleo, para lo 

cual deberán cumplir con el referido deber de abstención”. 

 Decisión: CGR “de acuerdo con los antecedentes tenidos a la 

vista”, concluye que efectivamente el Ministerio de Minería “no participó 

en la dictación” del D.S. N° 16 del año 2012 por el cual se establecieron 

                                                           
312

 Cabe destacar que ese mismo día el Ministerio de Minería dicta la Resolución Exenta N° 2771 que da inicio al 
procedimiento de invalidación de la resolución que adjudicó la licitación pública a SQM.  
313

Dictámenes Generales y Municipales CGR [En línea]  
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FormImpresionDictamen?OpenForm&UN
ID=45480ED60531E7B184257A99006DAD89  
314

 Con fuertes críticas se recibió la adjudicación por parte de SQM, de la primera licitación de contratos para la 
explotación de litio en Chile, sobre todo por los vínculos de su dueño Julio Ponce Lerou, ex yerno de Pinochet, y del 
subgerente, Patricio de Solminihac, hermano del actual ministro de Minería” [en línea] www.radiouchile.cl 
diarioUchile, lunes 24 de septiembre de 2012, 14:43 hrs. por Mariano Rivera 

http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FormImpresionDictamen?OpenForm&UNID=45480ED60531E7B184257A99006DAD89
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FormImpresionDictamen?OpenForm&UNID=45480ED60531E7B184257A99006DAD89
http://www.radiouchile.cl/
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requisitos y condiciones del CEOL, concluyendo finalmente respecto  a la 

subrogación que, “las decisiones que haya adoptado el Subsecretario de 

Minería en relación con la materia a que se refieren los recurrentes, no 

implican que éste hubiere intervenido, por el solo hecho de subrogarlo, 

en intereses personales que atañen” al Ministro de Minería.  

 

2. Dictamen N° 73.497 del 26 de noviembre de 2012315: 

 Requerimiento de parlamentarios solicitando que se declare la 

ilegalidad del Decreto N° 16 del año 2012 del Ministerio de Minería por 

cuanto a juicio de los recurrentes, dicho instrumento debió someterse a 

evaluación ambiental al contener una “política del litio”.  

 En el informe evacuado de manera conjunta por los Ministerios de 

Secretaría General de la Presidencia, del Medio Ambiente y de Minería 

(Oficio N° 1.709 de 2012), señalaron que dicho Decreto no establece una 

política o plan normativo general que sea susceptible de dicha evaluación 

ni lo pretende, y que además “no genera per se impactos ambientales”.  

 Decisión: El órgano Contralor dictamina que dicho decreto “al 

normar elementos esenciales de un acuerdo de voluntades, regula una 

situación particular y concreta, por lo que no puede desprenderse del 

mismo la fijación de una política o plan de carácter normativo general de 

                                                           
315

Dictámenes Generales y Municipales CGR [En línea] 
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FormImpresionDictamen?OpenForm&UN
ID=D8C1361E46497D4E84257AC4004FA4A9 
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aquellos que deben acogerse a la referida evaluación, criterio que 

además fue considerado en la toma de razón del citado instrumento”. Sin 

embargo, “el proyecto minero a que pudiera dar origen el proceso en 

cuestión se sujetará a las disposiciones de evaluación de impacto 

ambiental contenidas en la indicada ley N° 19.300 y su reglamento, 

cuando corresponda”.   

 

3. Dictamen N° 32.386 del 27 de mayo de 2013316: 

 Este es el dictamen clave para el objeto de estudio del presente 

trabajo, pues se pronuncia derechamente sobre uno de los problemas 

fundamentales, como es la debida motivación de los actos emitidos 

por el Ministerio de Minería que llevaron a invalidar la Resolución que 

adjudicó la licitación a SQM, y aquellas que  invalidaron todo el 

procedimiento licitatorio, no aceptando ninguna de las propuestas.  

 El requerimiento a CGR es por parte del Presidente de la 

Asociación Gremial de Industriales Mineros quien denuncia una seria de 

ilegalidades que habría incurrido el CEL en el contexto de la licitación 

pública para la suscripción de un CEOL. En efecto, el requirente 

manifiesta que: 

                                                           
316

Dictámenes Generales y Municipales CGR [En línea] 
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FormImpresionDictamen?OpenForm&UN
ID=B7F8AD20FB5127EE84257B5800766C1C 
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 a. El Subsecretario de Minería, Pablo Wagner, no cumplió con sus 

deberes dado que SQM no debió haber actuado como oferente en este 

procedimiento y menos haber resultado adjudicado. 

 b. El CEL “no resolvió la pretensión interpuesta por una de las 

entidades”, como lo es el caso de la petición de Sociedad Minera Li 

Energy SpA.  

 c. La actuación de Subsecretaría al no aceptar ninguna de las 

propuestas recibidas, habría infringido los artículos 53 de la Ley N° 

19.880; el Anexo B.1 del pliego de condiciones y el principio de 

motivación de los actos administrativos. 

 d.  Soc. Minera Li Energy SpA (integrante de Poco Consortium) 

“solicita se precise cómo debió aplicarse la regla de invalidación parcial 

del referido artículo 53 e insta a que se instruya un proceso disciplinario 

destinado a establecer las responsabilidades funcionarias que 

correspondan”. 

 Por su parte, mediante oficio en conjunto, los Ministerios de 

Minería, la Comisión Chilena del Cobre y el Servicio Nacional de 

Geología y Minería evacuan el respectivo informe, reiterando los 

argumentos dados por el Ministerio de Minería y el CEL a lo largo del 

proceso licitatorio.  

 Decisión: CGR analiza y resuelve ordenadamente cada una de 

las consultas planteadas: 
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 a. Respecto al hecho que el CEL carecía de atribuciones para 

invalidar el Acta de Cierre de Evaluaciones de Requisitos 

Administrativos: CGR concluye que “tanto los integrantes del CEL (…) 

como la resolución exenta N° 2.659 del Ministerio de Minería subrogante” 

que adjudicó la licitación a SQM, “contravinieron el principio de 

estricta sujeción a las bases”. Agrega además que dicha infracción 

recayó sobre elementos esenciales de los establecidos en la Ley  19.880. 

Dado lo anterior, la decisión del CEL “tendiente a subsanar las 

irregularidades anotadas, se ajustó a derecho”.  

 b. Importante es destacar que la medida anterior “tuvo como 

precedente” el reclamo interpuesto por Soc. Minera Li Energy SpA “sin 

que la autoridad administrativa le diera tramitación sino que (…) sólo se 

entendió por resuelto”, lo que llevó, a juicio de CGR, vulnerar los 

artículos 4, 8 y 14 de la Ley N° 19.880 “que reconocen los principios 

conclusivo y de inexcusabilidad”.  

 c. Respecto a que el CEL y el Ministerio de Minería carecían de 

facultades para poner término el procedimiento licitatorio así como para 

invalidarlo: CGR cita dictámenes anteriores y concluye que “todo órgano 

administrativo cuenta con la facultad inherente de decidir si contrata o no 

y con quien lo hace, siendo competencia de la Administración activa 

ponderar y adjudicar la propuesta que estime más conveniente para sus 

intereses”, lo que consta en el Anexo B.1 y forma parte integrante de las 
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Bases. Así, a juicio del órgano Contralor, la Resolución Exenta N° 2771 

de 2012 se ajustó a derecho “resultando por tanto, inoficioso 

retroceder el procedimiento hasta la etapa en la que se produjo el 

vicio alegado”, lo anterior, sin perjuicio de las acciones que los 

perjudicados puedan hacer valer en las instancias 

correspondientes. 

 d. Finalmente, CGR señala que la referida Resolución Exenta N° 

2771 vulneró el principio de juridicidad “por cuanto no se aprecian en 

esta las circunstancias de mérito, oportunidad o conveniencia que 

llevaron a la Administración a la decisión de rechazar todas las 

ofertas”. A causa de lo anterior, explica que dicha resolución “no ha 

podido adoptarse sin la debida fundamentación, esa Secretaria de 

Estado deberá complementar y justificar adecuadamente la indicada 

determinación”, debiendo el Ministerio de Minería en lo sucesivo, “dictar 

sus actos de forma oportuna y motivar sus decisiones como lo exigen los 

artículos 11 y 17, letra f) de la enunciada Ley N° 19.880”.  

 

4. Dictamen N°  16.906 del 06 de marzo de 2014317: 

 Se dirigieron al órgano Contralor la Directiva de la Asociación de 

Funcionarios AFUSER del SERNAGEOMIN, denunciando la infracción 
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del Director de dicho servicio por su participación como integrante del 

CEL, argumentando que dicho funcionario habría infringido el principio de 

probidad administrativa. 

 La Contraloría señala que, en su oportunidad, la Subsecretaría de 

Minería “había ordenado tramitar un sumario administrativo designando 

un fiscal para su investigación, sin perjuicio de que los resultados de esa 

diligencia debían ser comunicadas a este Órgano de Control”. Dicho 

Ministerio remitió copia de la “resolución exenta N° 2.071 de 2013 por la 

que aprobó el procedimiento disciplinario referido y sobreseyó de 

responsabilidad a las personas que consigna”. Por lo demás, dicho 

documento señala que no es posible imputar responsabilidad a ningún 

miembro del CEL dado que habrían tomado “las iniciativas necesarias 

para corregir las irregularidades” así como “para mantener la rectitud de 

la ejecución de las normas y el recto y correcto ejercicio del poder 

público”, cumpliendo con el principio de probidad administrativa. 

 Decisión: Indica que SERNAGEOMIN no ha encontrado “algún 

grado de responsabilidad en los miembros de la comisión evaluadora” 

entre los cuales se encuentra el Director de dicho servicio, además que 

“en dicha acción disciplinaria no se configuró alguna infracción al debido 

proceso, a la normativa legal o reglamentaria que regula la materia”, por 

lo cual no corresponde que CGR objete la decisión del servicio y cita 
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algunos dictámenes en que se ha resuelto con igual criterio (números 

7.727 y 24.238, ambos del año 2010).  

 

5. Dictamen N° 40.280 del 06 de junio de 2014318: 

 El último dictamen referente al “caso litio”, es precisamente una 

consulta del representante de Posco Consortium (quien presentó la 

segunda mejor oferta en dicha licitación), respecto a si corresponde al SII 

o al Servicio Nacional de Aduanas (en adelante, SNA) “resolver la 

petición de devolución de impuesto al valor agregado que pagó al 

momento de importar los equipos y maquinarias para la explotación de 

yacimientos de litio bajo el régimen y las condiciones especiales de 

admisión que señala”,  por cuanto, ambos servicios no han respondido 

debidamente señalando cada uno que dicha petición es materia de 

competencia de la otra. 

 DECISIÓN: CGR dictamina que en atención al principio de 

inexcusabilidad (artículo 14, Ley N° 19.880) y el principio de coordinación 

de los órganos del Estado (art. 5 de Ley N° 18.575), este organismo 

remitirá al SII los antecedentes “para que en coordinación” con el SNA 

“atiendan la presentación del interesado”.  
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De este modo, la petición del requirente deberá resolverse por el SII “en 

coordinación con el pronunciamiento que en caso de ser necesario 

corresponda efectuar” a la autoridad aduanera.  
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CONCLUSIONES 

 

 La presente memoria tuvo por objeto analizar de manera crítica el 

procedimiento administrativo iniciado a comienzos del año 2012 en nuestro 

país, por medio del cual el Estado de Chile, a través del Ministerio de Minería, 

llamó a una licitación pública para la suscripción de un Contrato Especial de 

Operación del Litio (CEOL), con el objeto de fortalecer la industria de dicho 

mineral haciendo de aquella más competitiva a nivel mundial.  

 La referida licitación fue adjudicada en septiembre del 2012 a la 

Sociedad Química y Minera de Chile S.A. (Soquimich) cuya oferta económica 

resultó evaluada con el primer lugar entre otras dos empresas participantes. Sin 

embargo, al descubrirse en virtud de un reclamo entablado por una de ellas, 

que la sociedad adjudicataria incumplía las bases administrativas por tener 

litigios pendientes con el Estado de Chile, el Ministerio de Minería invalidó la 

resolución que había adjudicado la licitación a Soquimich, decidió no aceptar 

ninguna de las demás propuestas e invalidar las mismas bases de licitación. 

 La pregunta fundamental que se expuso en este trabajo fue la siguiente: 

 ¿Se encontraba la Administración obligada a adjudicar la presente 

licitación al segundo mejor oferente al cumplir éste con todos los requisitos?  
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 La respuesta desarrollada en esta tesis es la afirmativa, esto es, sí, la 

Administración debió haber adjudicado al segundo mejor oferente del proceso 

licitatorio una vez que Soquimich (SQM) quedara fuera del presente 

procedimiento por haber incumplido las bases del concurso. Junto con lo 

anterior, la posición del autor es que con el resultado acaecido en la práctica, 

esto es, la invalidación de todo el procedimiento licitatorio junto con el rechazo 

de todas las ofertas, la Administración debía responder civilmente por los 

perjuicios causados a los restantes oferentes (a lo menos en  daño emergente) 

que sí cumplían con todos los requisitos para resultar adjudicados.  

 En este sentido, la presente Memoria busca aportar al ámbito del 

derecho las justificaciones legales, doctrinales y jurisprudenciales que refutan la 

decisión tomada por la Administración en la fallida licitación del litio, la que a su 

vez pudo haber significado para nuestro país un gran incremento para las arcas 

fiscales y el desarrollo de la industria nacional de este mineral, oportunidad que 

fue desaprovechada por decisiones erróneas y no ajustadas a derecho como se 

argumentó a lo largo de la investigación.  

 Esperamos que este trabajo constituya una fuente exhaustiva y fidedigna 

del análisis jurídico en torno al procedimiento administrativo de la licitación del 

litio en Chile desarrollada a inicios del año 2012, que permita despejar las 

numerosas interrogantes que han surgido y seguirán surgiendo en los próximos 

años, y por qué no, en una futura licitación del preciado mineral.  



221 
 

BIBLIOGRAFÍA 

 

I. CÓDIGOS Y LEYES 

1. CHILE. Ministerio de Justicia. 1865. Código de Comercio.  

2. CHILE. Ministerio de Fomento. 1932. Decreto Ley N° 488. Aprueba Código 

de Minería.  

3. CHILE. Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción. 1975.  Decreto 

N° 450. Reglamento de Términos Nucleares. 

4. CHILE. Ministerio de Minería. 1976. Decreto Ley N° 1.557: Modifica la Ley 

Orgánica de la Comisión Chilena de Energía Nuclear y dicta normas sobre 

Contratos de Operación.  

5. CHILE. Ministerio de Minería. 1979. Decreto Ley N° 2.886: Deja sujeta a las 

Normas Generales del Código de Minería la Constitución de Pertenencia 

Minera sobre carbonato de calcio, fosfato y sales potásicas, reserva el litio a 

favor del Estado e interpreta y modifica las leyes que se señalan.  

6. CHILE. Ministerio del interior. 1980. Aprueba Nueva Constitución Política y 

la somete a Ratificación por Plebiscito. 

7. CHILE. Ministerio de Minería. 1982. Ley N° 18.097. Ley Orgánica  

Constitucional Sobre Concesiones Mineras.  

8.  CHILE. Ministerio de Minería. 1983. Ley N° 18.248. Código de Minería.  



222 
 

9. CHILE. Ministerio del Interior; Subsecretaria del Interior. 1986. Ley N° 

18.575. Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de Lla 

Administración del Estado.  

10. CHILE. Ministerio de Obras Públicas.  1997. D.S. N° 956. Reglamento de 

Concesiones de Obras Públicas 

11. CHILE. Ministerio de Hacienda. 2000. Ley N°19.705. Regula las Ofertas 

Públicas de Adquisición de Acciones (OPAS) y Establece Régimen de 

Gobiernos Corporativos.  

12.  CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2001. Ley N° 

18.575. Ley orgánica constitucional de bases generales de la Administración 

del Estado.  

13.  CHILE. Ministerio de Hacienda. 2003. Ley N° 19.886. Ley de Bases sobre 

Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. 

14.  CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley N° 

19.880. Establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los 

actos de los órganos de la Administración del Estado.  

15.  CHILE. Ministerio de Hacienda. 2004. D.S. N° 250. Aprueba reglamento de 

la Ley N° 19.886 de bases sobre contratos administrativos de suministro y 

prestación de servicios. 

16. CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2005. Constitución 

Política de la República. 



223 
 

17. ESPAÑA. Jefatura del Estado. 1992. Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común. 

18.  ESPAÑA. 27 de noviembre de 1992. Ley de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.  

19.  ESPAÑA. Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que 

se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público. 

 

II. LIBROS  

20.  BERMÚDEZ SOTO, Jorge. 2011. “Derecho Administrativo General”. 

Santiago, LegalPublishing. 

21.  CEA, José Luis. 2004. “Tratado de Derecho Constitucional Chileno”. Tomo 

II. Ediciones Universidad Católica. 

22.  GORDILLO, Agustín. 2009. “La licitación pública”. En: Tratado de Derecho 

Administrativo. Tomo 2. La defensa del usuario y del administrado. 9° 

edición. Buenos Aires, Fundación de Derecho Administrativo. 

23.  MARIENHOFF, Miguel. 1977. “Tratado de derecho administrativo”. 

Contratos de la Administración Pública. Teorías general y de los contratos 

en particular. Buenos Aires, Tomo III A. Editorial Abeledo Perrot. 

24.  MORAGA K. Claudio. 2007. “Contratación Administrativa”. Santiago, 

Editorial Jurídica de Chile. 



224 
 

25.  POBLETE VINAIXA, Julia. 2008. “Actos y Contratos Administrativos”. 

Colección de Manuales. Cuarta Edición. Santiago, Chile. LexisNexis. 

26.  REYES RIVEROS, Jorge. 2006. Invalidación y Nulidad de los Actos 

Administrativos y Otros Estudios.  Segunda Edición. Chile, LexisNexis. 

27.  SAAVEDRA G., Francisco. 1994. Teoría del Consentimiento. Santiago, 

Editorial Jurídica CONOSUR.  

 

III. REVISTAS Y ARTÍCULOS 

28.  ARIÑO O., Gaspar. 2007. “El Enigma del Contrato Administrativo”. Revista 

de Administración Pública. 

29.  ARÓSTICA MALDONADO, Iván. 1986. “La Motivación de los Actos 

Administrativos en el Derecho Chileno”. Revista de Derecho Universidad 

Católica de Valparaíso (10). 

30.  BERMÚDEZ SOTO, Jorge. 1996. “El Control de la Discrecionalidad 

Administrativa”. Revista de Derecho Universidad Católica de Valparaíso. 

(1996) año XVII. 

31.  CALDERA DELGADO, Hugo. 1989. “Límites Constitucionales de la 

Discrecionalidad Administrativa”. Revista Chilena del Derecho. Vol. 16 (2), 

año XLIV. 

32.  CARRASCO FUENTES, Pablo. 2012 (II semestre). “Elementos básicos de 

la arquitectura normativa de la discrecionalidad administrativa”. Revista de 

Derecho Público (77). 



225 
 

33.  GONZÁLEZ CASTILLO, Joel. 2011. “Las cláusulas limitativas, exonerativas 

o agravantes de responsabilidad en materia contractual. Validez y límites”. 

Revista Chilena del Derecho. Vol. 38 (1). 

34.  LARA, José Luis y GUERRERO, Gonzalo. 2011. “Aspectos críticos de la 

invalidación administrativa en la Ley N° 19.880: Análisis en la jurisprudencia 

de la Contraloría General de la República a 8 años de su vigencia”. Revista 

de Derecho Escuela de Postgrado. Facultad de Derecho, Universidad de 

Chile (1). 

35.  LETELIER W., Raúl. (2014). “Contra la Confianza Legítima como Límite a la 

Invalidación de Actos Administrativos”. Revista Chilena del Derecho. Vol. 

41(2). 

36.  LIRA OVALLE, Samuel. “Industria Minera y Nueva Legislación”. Revista 

Chilena del Derecho, vol. 10 N° 1. 

37.  MANTERO, Elías. 2003. “Perfeccionamiento del Contrato y 

Responsabilidad Estatal en el Procedimiento Licitatorio”. Revista de Derecho 

Universidad de Montevideo (2003). 

38.  MORAGA KLENNER, Claudio. 2013 (primer semestre). “La Contraloría 

General de la República y la Contratación Administrativa”. Revista de 

Derecho Público (78). 

39.  OELCKERS CAMUS, Osvaldo. 1977. “El Principio de Legalidad como 

Supuesto de la Potestad Administrativa”. Revista de Derecho Universidad 

Católica de Valparaíso (1).  



226 
 

40.  OELCKERS CAMUS, Osvaldo. 1977, “Notas a la potestad discrecional de la 

Administración Pública”. Revista de Derecho Universidad de Concepción. 

(165). 

41.  OELCKERS C., Osvaldo. 1981. “La licitación pública y la selección de 

contratistas en el contrato administrativo de obra pública”. Revista de 

Derecho de la Universidad Católica de Valparaíso. 

42.  OELCKERS CAMUS, Osvaldo. 1986. “Actos Administrativos Ilícitos y 

Responsabilidad Extracontractual del Estado Administrador”. Revista de 

Derecho Universidad Católica de Valparaíso (10). 

43.  PONCE DE LEÓN, Sandra y FRINDT, María Soledad. 1998. “El principio de 

juridicidad administrativa frente a los derechos públicos Subjetivos”. Revista 

de Derecho Universidad de Concepción. (203), año LXVI. 

44.  QUINTANA BENAVIDES, Augusto. 2006. “Reformas a las bases de la 

institucionalidad: Entre lo superfluo, el contrabando y la inocencia”. Revista 

de Derecho Público (68). 

45.  ROSALES VALVERDE, Carlos. 1970. “Nuevas" tendencias en materia de 

responsabilidad del Estado”. Revista de Derecho Universidad de 

Concepción. 

46.  SAN MARTÍN N., Lilian. 2013. “Responsabilidad Precontractual por ruptura 

injustificada de negociaciones. Jiménez Mira, David Alejandro con Armijo 

Cerda, Antonio de los Ángeles. Corte Suprema, Rol 1872-2010”. Revista 

Chilena de Derecho. Vol. 40 (1) 



227 
 

47.  SOTO KLOSS, Eduardo. 1997. “La Nulidad de Derecho Público: Su 

Actualidad”. Revista de Derecho de la Universidad Católica de Valparaíso 

(XVII).   

48.  SOTO KLOSS, Eduardo. 1977. “La Responsabilidad Extracontractual del 

Estado Administrador. Un principio general del derecho Chileno”. Revista de 

derecho Universidad de Concepción. (165).  

49.  SOTO KLOSS, Eduardo y MENDOZA ZÚÑIGA, Ramiro. 2003. 

“Presentación de una boleta de Garantía Errónea en un Concurso Público”. 

Informe en Derecho. Revista Chilena del Derecho. Vol. 30° (1). 

 

IV. TESIS DOCTORAL 

50.  CARBONERO GALLARDO, José Miguel. 2010.  “La Adjudicación de los 

Contratos Administrativos: Origen, Evolución y Sistema Actual”. Tesis 

Doctoral. Granada, España. Universidad de Granada, Departamento de 

Derecho Administrativo. 

 

V. TESIS DE MAGÍSTER 

51.  GUZMAN Suarez, Lionel. 2001. “El control de la discrecionalidad 

administrativa en Chile”. Tesis para optar al Grado de Magíster en Derecho 

Público. Santiago, Universidad de Chile, Facultad de Derecho, Escuela de 

Graduados.-  

 



228 
 

VI. TESIS DE PREGRADO  

52.  CASTRO Carvallo, Mario. 2013. “La concesión del litio en Chile”. Tesis para 

optar al Título de Periodista y al Grado de Licenciado en Comunicación 

Social. Santiago, Universidad Academia de Humanismo Cristiano, Escuela 

de Periodismo. 

53.  MOLINA PÉREZ DE CASTRO, Francisco Javier. 2011. “Revisión crítica de 

la invalidación regulada en la Ley N° 19.880”. Memoria para optar al grado 

de Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales. Santiago, Universidad de 

Chile. Facultad de Derecho. 

 

VII. TEXTOS ELECTRÓNICOS 

54.  CASSAGNE, Juan Carlos. “La Discrecionalidad Administrativa”, p. 18 [en 

línea]http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/La_discrecionalidad_admini

strativa.pdf≥ [revisada el 12 de noviembre del 2014]  

55.  CENTRO DE INVESTIGACIÓN PERIODÍSTICA (CIPER) 22 noviembre 

2012 por Juan Pablo Figueroa, en Reportajes de investigación. “Las 

inconsistencias que aún penan tras la invalidación de la licitación del litio” 

[en línea] http://ciperchile.cl/2012/11/22/las-inconsistencias-que-aun-penan-

tras-la-invalidacion-de-la-licitacion-del-litio/ [revisada el 10 de julio del 2015]    

56.  CENTRO DE INVESTIGACIÓN PERIODÍSTICA (CIPER) buscador de 

temas con la referencia “litio” [en línea] http://ciperchile.cl/?s=litio [revisada 

por última vez el 11 de julio del 2015]  Desde la cual se obtuvieron algunos 

http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/La_discrecionalidad_administrativa.pdf
http://www.cassagne.com.ar/publicaciones/La_discrecionalidad_administrativa.pdf
http://ciperchile.cl/author/juan-pablo/
http://ciperchile.cl/2012/11/22/las-inconsistencias-que-aun-penan-tras-la-invalidacion-de-la-licitacion-del-litio/
http://ciperchile.cl/2012/11/22/las-inconsistencias-que-aun-penan-tras-la-invalidacion-de-la-licitacion-del-litio/
http://ciperchile.cl/?s=litio


229 
 

documentos agregados en los Anexos de la presente Memoria que 

complementan los obtenidos mediante solicitud de transparencia.  

57. COMISIÓN NACIONAL DEL LITIO [en línea]   http://comision.minmineria.cl/ 

[revisada el 24 de enero de 2015]  

58.  CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Jurisprudencia [En línea] 

http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/For

mImpresionDictamen?OpenForm&UNID=B7F8AD20FB5127EE84257B5800

766C1C [revisada por última vez el 15 de diciembre de 2016] 

59.  CORDERO Vega, Luis. “Notas sobre la Invalidación y la Nulidad de 

Derecho Público (s.a.) [en línea] https://www.u-

cursos.cl/derecho/2011/1/D123A0632/3/material_docente/bajar?id_material=

349155 [revisada el 02 de noviembre del 2016]  

60.  DIARIO EL MERCURIO. 15 de septiembre de 2012. Economía y Negocios, 

p. B 3.  “Cuatro firmas extranjeras y dos chilenas participarán en licitación 

del litio”. [en línea]  

http://impresa.elmercurio.com/Pages/NewsDetail.aspx?dt=2012-09-

15&dtB=15-04-2016%200:00:00&PaginaId=3&bodyid=2 [revisada el 10 de 

enero del 2015]  

61.  DIARIO UCHILE (diarioUchile) lunes 24 de septiembre de 2012, 14:43 hrs. 

por Mariano Rivera. “Licitación del Litio: “Desde un comienzo fue un traje a 

la medida para SQM”.  [en línea] http://radio.uchile.cl/2012/09/24/licitacion-

http://comision.minmineria.cl/
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FormImpresionDictamen?OpenForm&UNID=B7F8AD20FB5127EE84257B5800766C1C
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FormImpresionDictamen?OpenForm&UNID=B7F8AD20FB5127EE84257B5800766C1C
http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FormImpresionDictamen?OpenForm&UNID=B7F8AD20FB5127EE84257B5800766C1C
https://www.u-cursos.cl/derecho/2011/1/D123A0632/3/material_docente/bajar?id_material=349155
https://www.u-cursos.cl/derecho/2011/1/D123A0632/3/material_docente/bajar?id_material=349155
https://www.u-cursos.cl/derecho/2011/1/D123A0632/3/material_docente/bajar?id_material=349155
http://impresa.elmercurio.com/Pages/NewsDetail.aspx?dt=2012-09-15&dtB=15-04-2016%200:00:00&PaginaId=3&bodyid=2
http://impresa.elmercurio.com/Pages/NewsDetail.aspx?dt=2012-09-15&dtB=15-04-2016%200:00:00&PaginaId=3&bodyid=2
http://radio.uchile.cl/2012/09/24/licitacion-del-litio-desde-un-comienzo-fue-un-traje-a-la-medida-para-sqm/


230 
 

del-litio-desde-un-comienzo-fue-un-traje-a-la-medida-para-sqm/ [revisada el 

15 de febrero del 2015]  

62.  FORTES MARTIN, Antonio. ESTUDIO SOBRE LA REVOCACIÓN DE LOS 

ACTOS ADMINISTRATIVOS. Revista Derecho (Valdivia) [online]. 2006, 

vol.19, n.1 [citado  2014-12-19], pp. 149-177. [En línea] 

http://www.scielo.cl/scielo.php?pid=S0718-

09502006000100007&script=sci_arttext#n13 [revisada el 13 de mayo de 

2015] 

63.  MORALES E. Baltazar. 2012. “El Mérito, Oportunidad y Conveniencia en la 

Contraloría General de la República”. La Contraloría General de la 

República. 85 años de vida institucional (1927-2012). Pp. 207-221. [En línea] 

http://www.contraloria.cl/NewPortal2/portal2/ShowProperty/BEA%20Reposit

ory/Portal/Informacion/Aniversario85.pdf  [Revisada el 20 de junio de 2016] 

64.  NEHME, Nicole y CORDERO, Luis. “La Alerta del Litio”. Revista Qué Pasa. 

27 de septiembre de 2012, Santiago Chile.  [En línea] 

http://www.quepasa.cl/articulo/negocios/2012/09/16-9515-9-la-alerta-del-

litio.shtml [Revisada el 14 de julio de 2015] 

65.  PODER JUDICIAL. Fallos de Tribunales Ordinarios. Consulta Unificada de 

Causas. [En línea] http://www.pjud.cl/consulta-unificada-de-causas [revisada 

por última vez el 15 de diciembre de 2016] 

66.  TRIBUNAL DE COMPRAS PÚBLICAS. Jurisprudencia. [En línea] 

http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocado

http://www.scielo.cl/scielo.php?pid=S0718-09502006000100007&script=sci_arttext#n13
http://www.scielo.cl/scielo.php?pid=S0718-09502006000100007&script=sci_arttext#n13
http://www.contraloria.cl/NewPortal2/portal2/ShowProperty/BEA%20Repository/Portal/Informacion/Aniversario85.pdf
http://www.contraloria.cl/NewPortal2/portal2/ShowProperty/BEA%20Repository/Portal/Informacion/Aniversario85.pdf
http://www.quepasa.cl/articulo/negocios/2012/09/16-9515-9-la-alerta-del-litio.shtml
http://www.quepasa.cl/articulo/negocios/2012/09/16-9515-9-la-alerta-del-litio.shtml
http://www.pjud.cl/consulta-unificada-de-causas
http://www.tribunaldecontratacionpublica.cl/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=2&Itemid=125


231 
 

wnload&view=category&id=2&Itemid=125  [revisada por última vez el 15 de 

diciembre de 2016] 

67.  VALDERRAMA, José Enrique. Fiscal Adjunto Provincial. 2014. “Disclaimer: 

Límites a la responsabilidad Civil” [en línea] 

http://blog.pucp.edu.pe/item/26218/disclaimer-limites-a-la-responsabilidad-

civil [Revisada el 20 de agosto 2015] 

 

VIII. OTROS DOCUMENTOS 

68.  ARÓSTICA M. Iván. 2003. “La intangibilidad de los actos administrativos 

favorables como límite a la revocación e invalidación de oficio”. En: 

CONFERENCIAS SANTO Tomás de Aquino; 19 de noviembre de 2003. 

Santiago, Universidad Santo Tomás, Escuela de Derecho, Academia de 

Derecho. 

69.  CORREA, Isabel. 2002. “Manual de licitaciones públicas”. Instituto 

Latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica y Social – ILPES. 

Dirección de Proyectos y Programación de inversiones. Santiago de Chile. 

70.  DIARIO EL MERCURIO. 06 de octubre de 2012. Sección Economía y 

Negocios. B.4 “76% de ejecutivos creen que el frustrado proceso del litio 

atenta contra la confianza de futuras licitaciones públicas”. Encuesta de 

Generación Empresarial y el Mercurio.   

http://blog.pucp.edu.pe/item/26218/disclaimer-limites-a-la-responsabilidad-civil
http://blog.pucp.edu.pe/item/26218/disclaimer-limites-a-la-responsabilidad-civil


232 
 

71.  INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, relativo al análisis 

que efectuara acerca del estado actual y perspectivas de la industria del Litio 

en Chile. Comisión de Minería y Energía, Senado, República de Chile. 

Quinta Sesión. 

72.  INFORME SOBRE EL ESTATUTO JURÍDICO DEL LITIO. Santiago, 10 de 

agosto de 2010. Comisión Chilena del Cobre, Dirección Jurídica. 

73.  INFORME SOBRE EL LITIO: Problemas y Perspectivas Jurídicos y 

Legislativos. Propuesta de Políticas Pública. Programa Legislativo Instituto 

de Ciencias Alejandro Lipschutz. Septiembre de 2012. 

74.  LAZÉN, Vicente y SEPÚLVEDA Ana Cristina. Desarrollo de las tomas de 

control corporativo en Chile después de la Ley de OPAS. Documento de 

Trabajo n° 4. Superintendencia Valores y Seguros. Noviembre 2004. 

75.  LYON, Pedro. 2012. “Concesibilidad del Litio y su Regulación”. En: 

JORNADAS DE Derecho Minero Universidad Diego Portales 2012. 09 de 

octubre de 2012. Santiago,  Facultad de Derecho Universidad Diego 

Portales y Guerrero, Olivos, Novoa y Errázuriz Abogados. 

76. SOLICITUD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (Ley N° 20.285) 

de fecha 09 de diciembre de 2014, mediante la cual se obtuvieron algunos 

antecedentes del Expediente de la Licitación del litio, los cuales se adjuntan 

en los Anexos de la presente Memoria. 

 



233 
 

 

 

 

 

 

ANEXOS 

 

 

 

 

 



 

ANEXO N° 1: 

 Expediente Licitación del Litio obtenido mediante solicitud de acceso 

a la información pública con fecha 23 de diciembre del año 2014 a través de 

la Subsecretaría de Minería, Ministerio de Minería, Gobierno de Chile, 

complementado con la documentación obtenida desde la página web del 

Centro de Investigación Periodística (CIPER) buscador de temas con la 

referencia “litio” [en línea] http://ciperchile.cl/?s=litio [revisada por última vez 

el 11 de julio del 2015] 
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ANEXO N° 2: 

  Otras solicitudes  de acceso a la información pública enviadas por 

terceros, que fueron denegadas por la Subsecretaría de Minería, Ministerio 

de Minería, Gobierno de Chile respecto del llamado “Caso Litio”, objeto de 

la presente Memoria.   

 

 








































